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La presente investigación, de carácter cualitativo, tiene como objetivo comprender la 
participación social y política de los inmigrantes de nacionalidad colombiana y venezolana en 
el Distrito Metropolitano de Quito en relación con la práctica de la ciudadanía.  
Esto a través del reconocimiento de los discursos y prácticas en lo que concierne a la 
migración/movilidad humana, la participación y la ciudadanía, que emergen desde las 
normativas y servidores públicos que dan cuentan de las respuestas técnico-políticas al respecto 
(Ciudadanía Universal), y las voces y saberes de las personas inmigrantes representantes o 
participantes de asociaciones y colectivos, quienes desde sus prácticas interpelan lo enunciado, 
sobre todo la acepción moderna y generalizada de la ciudadanía. Ésta coloca en la periferia a 
determinada clase de sujetos como inmigrantes limítrofes representados social y políticamente 
como ilegales, y limita bajo la norma el ejercicio de su participación, fundamentalmente 
política. 
Con los marcos epistemológicas poscolonial y decolonial, desde una postura ética-política, 
se emprende un proceso de diálogo para develar los discursos hegemónicos y 
contrahegemónicos de los actores, y desde allí construir un conocimiento situado. 
Emerge desde las personas migrantes internacionales, con sus sentidos de pertenencia, sus 
modos de integración/inclusión, sus convivencias interculturales, su autonomía política y su 
autonomía en sus movilidades, el ejercicio de una ciudadanía que reclama como derecho la 
libre movilidad, así como otros derechos de la “ciudadanía universal” que el Estado no lograr 
llevar a los hechos, por lo contrario, los condiciona. 
La ciudadanía es vivida de forma fáctica, fundamentalmente en una de sus dimensiones: la 
participación. Existen diferentes niveles de organización y formalidad en las asociaciones y 
colectivos actores de la investigación. Para las personas de nacionalidad venezolana sus 
discursos están centrados en el fomento de la inclusión, la promoción de los derechos. Desde 
las personas de nacionalidad colombiana, éstos se encuentran enmarcados en la reivindicación 
de derechos en el contexto del refugio. 
Los actores involucrados manifiestan varias líneas de participación como la posibilidad de 
generar “incidencia”, participando en espacios formales en unos pocos casos, o bien a través 
de los enunciados y prácticas de sus organizaciones: pronunciamientos, manifiestos, 
comunicados. Se menciona por otro lado que para las personas inmigrantes la “protesta social” 
se encuentra prohibida con so pena de recibir sanciones siendo la más radical, la deportación.  
También, desde un plano comunitario y cotidiano, emanan prácticas de organización 
destinados a favorecer la convivencia, pero además reflexionar, organizar acciones y provocar 
transformaciones tanto en lo que se percibe como problemático como en los contextos donde 
habitan y se moviliza su accionar (redes, extensión internacional de las organizaciones). 
Desde esa perspectiva, las prácticas de movilidad, participación e integración increpan la 
visión hegemónica de ciudadanía que ubican a los migrantes internacionales-
fundamentalmente indocumentados- en la periferia, a pesar de que demuestran estar en el 
centro mismo desde los planos sociales, económicos y políticos, pero además generan tensiones 
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para producir en ella transformaciones de manera progresiva. Allí es donde se piensan 
alternativas de ciudadanía, en la cual las movilidades con sus diferentes dinámicas son 
repensadas y las personas migrantes internacionales pueden ejercer plenamente sus derechos 
en los estados, aún sin ser nacionales. 




























The present research, of a qualitative nature, aims to understand the social and political 
participation of immigrants of Colombian and Venezuelan nationality in the Metropolitan 
District of Quito in relation to the practice of citizenship. 
This through the recognition of the discourses and practices pertaining to migration / human 
mobility, participation and citizenship, which emerge from the regulations and public servants 
that give account of the technical-political responses in this regard (Universal Citizenship) , 
and the voices and knowledge of immigrant people, representatives or participants of 
associations and groups, who from their practices challenge the statement, especially the 
modern and generalized meaning of citizenship. This places in the periphery a certain class of 
subjects as bordering immigrants represented socially and politically as illegal, and limits under 
the norm the exercise of their participation, fundamentally political. 
With the postcolonial and decolonial epistemological frameworks, from an ethical-political 
stance, a process of dialogue is undertaken to reveal the hegemonic and counter-hegemonic 
discourses of the actors, and from there build a situated knowledge. 
It emerges from international migrants, with their senses of belonging, their modes of 
integration / inclusion, their intercultural coexistence, their political autonomy and their 
autonomy in their mobility, the exercise of a citizenship that claims free mobility as a right, as 
well as other rights of "universal citizenship" that the State does not manage to carry out, on 
the contrary, conditions them. 
Citizenship is lived in a factual way, fundamentally in one of its dimensions: participation. 
There are different levels of organization and formality in research associations and groups. 
For people of Venezuelan nationality, their speeches are focused on promoting inclusion, 
promoting rights. From people of Colombian nationality, they are framed in the claim of rights 
in the context of refuge. 
The actors involved manifest several lines of participation, such as the possibility of generating 
“incidence”, participating in formal spaces in a few cases, or through the statements and 
practices of their organizations: pronouncements, manifestos, communications. On the other 
hand, it is mentioned that for immigrants, “social protest” is prohibited with the penalty of 
receiving sanctions, the most radical being deportation. 
Also, from a community and daily level, organizational practices emanate to promote 
coexistence, but also to reflect, organize actions and provoke transformations both in what is 
perceived as problematic and, in the contexts where they live and mobilize their actions 
(networks, international extension of organizations). 
From this perspective, the practices of mobility, participation and integration increase the 
hegemonic vision of citizenship that places international migrants - fundamentally 
undocumented - in the periphery, even though they demonstrate that they are at the very center 
from the social, economic and political levels, but they also generate tensions to progressively 
produce transformations in it. This is where citizenship alternatives are thought, in which 
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mobilities with their different dynamics are rethought and international migrants can fully 
exercise their rights in the states, even without being nationals. 
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1. DETERMINACIÓN DEL PROBLEMA  
1.1. Problema 
Basada en la experiencia adquirida en el trabajo con diferentes grupos en movilidad humana 
desde el gobierno local, he podido evidenciar una serie de programas y proyectos destinados 
para brindar ayuda humanitaria, así como trabajar en la integración con la población llamada 
de acogida; variando los sujetos de intervención, conforme los flujos y dinámicas migratorias 
del momento. En estos, he podido detectar más o menos el componente de participación, 
aunque poco o nada se vislumbra la posibilidad de discusión de categorías como ciudadanía 
universal y la aplicación de este precepto constitucional en la vida cotidiana. Los modelos de 
gestión tanto de la migración como de la llamada integración presentan claras diferencias 
cuando se habla de dinámicas internas (movimientos en, al y desde el país) y de lo externo 
(políticas y mecanismos de integración regional). Si bien discursos como los constitucionales, 
planteados desde giros decoloniales, las prácticas nos llevan a pensar que se mantienen 
perspectivas diferenciadas y jerarquizadas de la integración, de las migraciones, los sujetos 
migrantes y el ejercicio de la ciudadanía. 
El Ecuador cuenta en su historia con diversos procesos migratorios, tanto por una 
importante trayectoria de emigración -profundizada en los años 90- como de inmigración, 
misma que a partir de la última década recibió a población cubana, colombiana, haitiana y 
venezolana. La migración/movilidad humana1, la participación social y política y la ciudadanía 
son las tres categorías que se pondrán en juego en esta investigación, mismas que al parecer se 
encuentran vinculadas. La migración parece increpar la visión tradicional de la estructura de la 
comunidad política basada en el Estado-Nación asumido como homogéneo en cuanto a 
nacionalidad y cultura. 
Respecto a la garantía del ejercicio de la ciudadanía en la población inmigrante, la 
Constitución del Ecuador da importantes indicios de la superación de la visión tradicional y 
dominante, a través del planteamiento de la iniciativa de la “Ciudadanía Universal”, misma que 
al parecer da cuenta de una posible alternativa de una ciudadanía en la cual la participación –
pública y política– de la población inmigrante no es increpada debido a su origen nacional. 
En la lucha de los inmigrantes por el acceso a sus derechos (entre ellos los políticos) y a 
una ciudadanía “plena” en los países y ciudades de destino, surge la Ciudadanía Universal 
como un enunciado que promulga su igualdad con los ciudadanos ecuatorianos en cuanto a 
derechos, oportunidades y obligaciones.  
A diferencia de otros países donde la posibilidad de este tipo de ciudadanía se enuncia 
desde la academia, a través de propuestas de políticas públicas locales o bien la participación 
de estas características se ejerce en las personas en situación de movilidad humana de una 
manera alternativa o subalterna a la norma dominante, el Ecuador plantea a nivel 
constitucional. Es decir, formalmente la Ciudadanía Universal, enmarcada en la eliminación 
                                                          
1 Sobre las diferencias entre estas dos categorías se tratará más adelante en el marco teórico. 
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progresiva de la condición de extranjero pone de manifiesto una ciudadanía como un nuevo 
contrato social y político donde cabe la inclusión política.  
La migración y los retos que supone, sin lugar a duda, interpela la visión dominante de la 
ciudadanía anclada a la nacionalidad. El ejercicio de la participación de los inmigrantes, 
aspecto/derecho condicionado en gran parte de los países bajo el paraguas de la soberanía, 
coloca en constante jaque al sistema establecido. En ese sentido, considero un importante reto 
el conocer cómo la población en movilidad humana ejerce su derecho a la participación y cómo 
lo practica política y públicamente, en el estado ecuatoriano que sí reconoce una ciudadanía 
universal que les brinda los mismos derechos y obligaciones. De este modo se evidencia una 
transición del reconocimiento del sujeto inmigrante no solo un “sujeto de derechos” sino un 
“sujeto político”. 
Las prácticas y discursos instaurados desde el gobierno han denotado incongruencias que 
son percibidas para entidades tales como la Defensoría del Pueblo expresadas en varios 
exhortos como un retroceso en derechos humanos y anticonstitucional bajo el principio de no 
regresividad. Algunas situaciones recientes como las deportaciones (de personas de 
nacionalidad cubana) y cambios en los requisitos para el ingreso al país, dan cuenta de 
importantes indicios de vulnerabilidad y situaciones de riesgo para las y los migrantes, no solo 
en el tránsito sino también en los países de acogida ante situaciones de discriminación 
(xenofobia); la visión de seguridad sobre las migraciones en el quehacer parece mantener su 
domino sobre la gestión de estas.  
En ese sentido, es menester reflexionar, a doce años de implementada la Constitución del 
Ecuador, sobre cómo se ha plasmado en las prácticas y discursos sobre ciudadanía y 
participación social y política de las personas en movilidad humana. Con ello se evidenciará 
las potencialidades, alcances y limitaciones de los principios planteados en la normativa 
nacional, así mismo si estos han aterrizado en las leyes y política pública locales.  
Para ello es fundamental aproximarse a las voces de las personas inmigradas que son 
sujetos activos en sus organizaciones, para así conocer sus experiencias y prácticas de 
participación social y política en un país que establece la ciudadanía universal, la eliminación 
progresiva de la condición de extranjero. 
En la presente investigación pretenderé abordar, en un marco de ejercicio de ciudadanía, la 
participación de índole social y política en personas en condición de movilidad humana de 
nacionalidad colombiana y venezolana en la ciudad de Quito, mismas que al momento son las 
poblaciones con mayor presencia en el Ecuador, cada una con sus particulares historiales de 
trayectorias migratorias. 
Las preguntas que orientan esta investigación son ¿la participación de carácter social y 
político de los migrantes colombianos y venezolanos en el Distrito Metropolitano de Quito 
increpa el vínculo hegemónico entre ciudadanía y nacionalidad? ¿Cuáles son los discursos y 
prácticas dominantes y circundantes respecto a la migración y la ciudadanía del Estado 
Ecuatoriano en un contexto local? ¿Cuáles son los discursos y prácticas dominantes y 
circundantes respecto a la migración y la ciudadanía del Estado Ecuatoriano en un contexto 
local? ¿Cuáles son las características de las experiencias de organización y participación social 
y política y el ejercicio de la ciudadanía universal en los migrantes en el DMQ? 
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1.2. Justificación, importancia e impacto 
El Ecuador a lo largo de su historia ha experimentado el ingreso de personas de varias 
nacionalidades con diferentes categorías migratorias; el Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos (INEC) ha procesado esta información desde 1997. La población colombiana, 
estadounidense y peruana son los grupos con más entradas en el país hasta el 2016. La 
población venezolana tomando de punto de partida el 2010 (2,40%), tuvo mayores ingresos 
durante el 2013 (4,73%), 2014 (5,66%) y 2015 (5,03%), sin embargo en el 2016, se convierte 
en la cuarta nacionalidad (7,21%) presente en los ingresos al país, que conforme la edad en su 
mayoría son de 20 a 59 años y son: profesionales, científicos e intelectuales; apoyo 
administrativo; trabajadores de los servicios y vendedores de comercios y mercados; y, 
estudiantes (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, 2017). 
En el 2017, la población colombiana continuaba ubicándose en el primer lugar 
(20,56%), pero ahora seguida de la venezolana (17,90%) y con una cifra un tanto menor la 
estadounidense (15,21%) y la peruana (8,65%) (INEC, 2018). 
El Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana (MREMH) brinda cifras 
sobre las solicitudes de refugio que ha recibido el Estado Ecuatoriano. En el periodo de 1 de 
enero de 1989 hasta el 30 de noviembre de 2018, la población colombiana tenía el 69,91% de 
solicitudes de refugio seguido de la venezolana con un 26,27% (Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana, 2018c). Hasta esa fecha, del porcentaje de refugiados en el 
Ecuador, el 97,96% eran de nacionalidad colombiana y el restante de otros orígenes nacionales, 
al parecer no incluye el venezolano (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 
2018b). La posibilidad de regularización migratoria se encontraba entonces entre las visas de 
residencias y la temporal de UNASUR; dando cabida a situaciones de irregularidad para quien 
no accede a ellas. 
A pesar de los claros cambios en los flujos y saldos migratorios, no es el Estado 
Ecuatoriano sino Naciones Unidas quien levanta la alerta sobre las características de la 
migración venezolana e insta a los diferentes países involucrados a trabajar en conjunto para 
propiciar mecanismos de protección en correspondencia con la normativa nacional y regional 
que han acogido (Agencia de la ONU para Refugiados, 2018). Solo tiempo después a través de 
la Resolución N.º 000152 se declaró emergencia institucional en todas las dependencias de 
movilidad humana en las provincias de Carchi, Pichincha y El Oro, el 09 de agosto de 2018 
bajo la motivación de un flujo migratorio inusual de venezolanos de la República Bolivariana 
de Venezuela. (ONU, 2018).  
Para el periodo de 1 de enero de 1989 al 31 de mayo de 2019 se evidenciaron cambios 
significativos en los números. Del total de solicitudes de refugio, ahora el 49,87% son de 
personas de nacionalidad colombiana, el 46,74% de nacionalidad venezolana  y los porcentajes 
menores corresponden a poblaciones de diferentes nacionalidades (Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana Ecuador, 2019b). De ello, al 31 de mayo, del total de las 
personas reconocidas como refugiadas el 97,49% son colombianas, el 0,40% son cubanas, el 
0,36% son venezolanas y el restado de los mínimos corresponden a otras nacionalidades 
(Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana Ecuador, 2019a). De esta manera, 
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por primera vez se refleja la presencia de personas refugiadas venezolanas reconocidas en el 
Ecuador. 
El Ecuador ha ratificado varios instrumentos internacionales generales sobre derechos 
humanos y específicos respecto de la población migrante, y de la misma forma ha contemplado 
en su Constitución (2018) importantes enunciados tales como el “derecho a migrar”, el 
principio de “Ciudadanía Universal”, la promoción de mecanismos para proteger el carácter 
diverso de sus sociedades, el rechazo a la xenofobia y toda forma de discriminación, el respeto 
a los derechos personas migrantes (Asamblea Nacional, 2008). Algunas de estas ideas se han 
citado en otras normativas e insumos de políticas públicas posteriores tales como la Ley 
Orgánica de Movilidad Humana y el Plan Nacional de Desarrollo Toda una Vida, 2017 al 
2021. 
Se menciona ampliamente que las personas extranjeras en el territorio ecuatoriano 
tendrán los mismos derechos y deberes que las ecuatorianas, y que ningún ser humano será 
considerado ilegal por su condición migratoria, y que se promulgará los principios de 
deliberación pública, respeto a la diferencia, el control popular (“poder ciudadano”), la 
solidaridad e interculturalidad. La participación, a través de mecanismos democráticos directos 
y comunitarios, es un derecho; y las personas extranjeras gozarán del mismo en lo que les sea 
posible (Asamblea Nacional, 2008). 
A partir de los datos de contexto estadístico y normativo expuesto la importancia de la 
presente investigación radica en el propiciar un debate al poner en escenario a la ciudadanía 
universal como una propuesta de ciudadanía alternativa. Su contribución radica en la 
comprensión de las potencialidades, los alcances y limitaciones que esta iniciativa del Estado 
ecuatoriano ha logrado. En este sentido plantea indagar sobre el vínculo entre ciudadanía, 
nacionalidad y la residencia. Partiendo del supuesto, y apuesta política, que una ciudadanía en 
esta escala cuestiona profundamente la relación hegemónica entre ciudadanía y nacionalidad, 
desde el bien instaurado Estado-Nación. Sin embargo, es necesario reconocer cómo estos 
discursos se plasman o no en prácticas cotidianas.  
1.3. Delimitación 
La presente investigación versa sobre los discursos y prácticas asociados a la participación 
política y social sobre la población migrante. Se efectuó en el Distrito Metropolitano de Quito, 
durante los meses de octubre del año 2020 a marzo del año 2021, con representantes de 
organizaciones de personas en situación de movilidad humana de nacionalidades venezolana y 
colombiana, mismos que ejercen su participación en espacios formales e informales en la 
ciudad.  
De la misma forma se indagó respecto a los enunciados presentes en las normativas y en 
herramientas de política pública nacionales y locales, las mismas que se contrastaron con lo 
que sucede en los espacios de ejercicio de la participación desde las voces de las personas en 
movilidad humana; develando los discursos y prácticas dominantes y circundantes respecto a 
la relación migración-ciudadanía, y la participación como el elemento que permite poner en 
evidencia el ejercicio o no de la misma.  
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Es así como, se usaron fuentes secundarias, tales como la Constitución de la República del 
Ecuador (2008), Ley Orgánica de Movilidad Humana y Plan Nacional para el Buen Vivir, 
Agenda Nacional de Igualdad de Movilidad Humana (2017-2021), Agenda de Política Exterior 
(2017-2021), Plan de Movilidad Humana, normativa local, entre otros. 
De igual manera, se levantó información desde representantes de instituciones públicas 






2. OBJETIVOS GENERAL Y ESPECÍFICOS 
2.1. Objetivo General 
Comprender los discursos sobre la participación social y política de las personas 
inmigrantes de nacionalidad colombiana y venezolana en relación con la práctica de la 
ciudadanía en el Distrito Metropolitano de Quito.  
2.2. Objetivos Específicos 
1. Reconocer los discursos y prácticas respecto a la migración/movilidad humana, que 
emergen desde las normativas, servidoras públicas y personas migrantes.  
2. Reconocer los discursos y prácticas la participación desde las normativas, servidoras 
públicas y personas migrantes. 
3. Reconocer los discursos y prácticas sobre la ciudadanía desde las normativas, 




3. MARCO TEÓRICO REFERENCIAL 
3.1. Marco epistemológico: pensamiento poscolonial y pensamiento decolonial 
El marco epistemológico de la investigación contempla el pensamiento poscolonial y el 
pensamiento decolonial. Los estudios postcoloniales aportan a la renovación del modo de mirar 
la modernidad en su conjunto, enseñan a desconfiar de toda interpretación rígida de la relación 
entre el centro y periferia (Mezzadra et al., 2008, p. 18). De la misma forma, bajo la renovación 
de las coordenadas espacio-temporales de la historia moderna se encuentran la 
conceptualización y la representación de las figuras subjetivas que han vivido la modernidad 
desde una posición subordinada y antagonista ─los obreros, los campesinos─ (Mezzadra et al., 
2008, p. 25), develando con claridad desde el plano político postcolonial: el “fracaso histórico 
de la nación para crearse a sí misma” (Mezzadra et al., 2008). 
En cuanto a la recuperación de la voz de los subalternos, Gayatri C. Spivak reprocha a los 
primeros volúmenes producidos por Ranajit Guha y el colectivo de los Estudios de 
Subalternidad la confianza ingenua en dicha posibilidad, inclusive llega dar una respuesta 
negativa a la pregunta sobre si puede hablar el subalterno ─la subalterna─ (Mezzadra et al., 
2008). 
Los estudios postcoloniales plantean como problema fundamental a la teoría política y a la 
historiografía: 
(…) es la implicación de la subjetividad de los subalternos en un campo de tensión en 
el que los propios dispositivos de sometimiento y reducción al silencio están siempre 
obligados a saldar cuentas con una multiplicidad de prácticas que podemos definir de 
manera provisional como de subjetivación (prácticas de revuelta, a buen seguro, pero 
también de sustracción, de fuga, de «mimetismo», de negociación). (Mezzadra et al., 
2008, p. 29) 
Las diferencias entre los estudios subalternos, el poscolonialismo y la decolonialidad no 
impiden su articulación, en algunos casos el uso conjunto de dichas aproximaciones, potencian 
en análisis y comprensión de las dinámicas de la colonialidad, debido a la presencia e 
integración de herramientas analíticas y tradiciones críticas (Castro-Gómez, 2005).  
De acuerdo con el Grupo de Estudios sobre Colonialidad (2012), los estudios decoloniales, 
comparten un conjunto sistemático de enunciados teóricos que revisitan la cuestión del poder 
en la modernidad: 
1) Ubicación de los orígenes de la modernidad en la conquista de América y el control del 
Atlántico por parte de Europa (fínales del siglo XV y principios del XVI); no en la Ilustración 
o en la Revolución Industrial. 
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2) Desde allí se enfatiza en la estructuración del poder a través del colonialismo y las 
dinámicas constitutivas del sistema-mundo moderno/capitalista y en sus formas específicas de 
acumulación y de explotación a escala global. 
3) La comprensión de la modernidad como un fenómeno planetario compuesto por 
relaciones asimétricas de poder; no como un fenómeno simétrico producido al interior de 
Europa y extendido posteriormente al resto del planeta. 
4) Las relaciones asimétricas de poder entre Europa y sus otros representan una dimensión 
constitutiva de la modernidad, por lo cual involucran una necesaria subalternización de las 
prácticas y de las subjetividades características de los pueblos dominados.  
5) La subalternización de la mayoría de la población mundial es establecida a partir de dos 
ejes estructurales basados en el control del trabajo y en el control de la intersubjetividad. 
6) El eurocentrismo/occidentalismo se establece como la forma específica de producción 
de conocimiento y de subjetividades en la modernidad. 
Las operaciones epistémicas descritas, tienen como noción central la categoría de 
colonialidad de poder de Aníbal Quijano, con la cual se denomina el patrón de dominación 
global que se constituye como el lado oculto de la modernidad. Esta se configura a partir de la 
conjugación tanto de la organización de un sistema de denominación cultural que controla la 
producción y reproducción de subjetividades baja la guía del eurocentrismo y de la racionalidad 
moderna basado en la clasificación jerárquica de la población mundial (Quijano , 2014a), como 
de la conformación de un sistema de explotación social global que articula todas las formas de 
control del trabajo bajo la exclusiva hegemonía del capital (Quijano, 2014b). 
 
Conforme se la conceptualiza, ésta es la llave analítica que permite la visualización del 
espacio en el que confluye la modernidad y el capitalismo y el campo formado por dicha 
asociación estructural, donde se ven afectados de manera continua, aunque heterogenia, los 
ámbitos de la existencia social: sexualidad, autoridad colectiva, la naturaleza, el trabajo, la 
subjetividad (Quintero, 2010). 
Los estudios decoloniales han seguido una línea de crecimiento y expansión del bagaje 
conceptual y teorético de la decolonialidad, puesto que se ha utilizado el sustantivo 
colonialidad para aplicarse a otras dimensiones y campos que se encuentran articuladas al 
fenómeno del poder empero son tratados como áreas diferenciadas, lo cual ha desembocado en 
dos conceptos fundamentales la colonialidad del saber y la colonialidad del ser. Otros 
conceptos también han surgido, pero al parecer con menor impacto: la colonialidad de hacer, 
la colonialidad del tiempo (Grupo de Estudios Sobre Colonialidad, 2012). 
La colonialidad del saber, permite evidenciar el vínculo específico entre el conocimiento 
y el poder, develar el carácter eurocéntrico del conocimiento moderno y su articulación a las 
formas de dominio colonial/imperial. Se refiere, por tanto, a las formas de control del 
conocimiento asociadas a la geopolítica global dispuesta por la colonialidad del poder, 
entendiendo que el eurocentrismo es un locus epistémico a raíz del que se establece un modelo 
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de conocimiento que universaliza la experiencia local europea colocándolo como un modelo a 
seguir y que designa dispositivos de conocimiento como los únicos válidos (Grupo de Estudios 
Sobre Colonialidad, 2012). 
La construcción discursiva de los saberes sociales modernos- que legitiman las relaciones 
asimétricas de poder- cuentan con las siguientes operaciones cognitivas:  
a) la operación de separar /partir lo “real” (dualismo); b) el ejercicio de dividir los 
componentes del mundo en unidades aisladas, negando sus relaciones (atomismo) e 
imposibilitando el abordaje en términos de totalidad histórico-social; c) el ejercicio de 
convertir la diferencias en componentes del mundo en unidades aisladas, negando sus 
relaciones (atomismo) e imposibilitando el abordaje en términos de totalidad histórico-
social; c) el ejercicio de convertir la diferencias en jerarquías, y el ejercicio de naturalizar 
aquellas representaciones. (Coronil, 1999 En Grupo de Estudios Sobre Colonialidad, 2012, 
p. 12) 
  
O´Connor Acevedo (2016) habla del giro decolonial como epistémico, dado que pone en 
cuestión el orden del conocimiento prevalente, sus modos de validación y sus localidades. 
Menciona además que establecer un proyecto decolonial implica una crítica epistemo-ética y 
la recuperación de otras voces que provienen de localidades geográficas no europeas 
(pensamiento del Sur, de América Latina e India) como un modo de expandir la geografía del 
conocimiento. 
El giro reconoce que existe una geopolítica y una corpopolítica del conocimiento, los 
sujetos hablan y piensan desde una localización geográfica y dentro de una estructura de poder. 
Grosfoguel habla de dos tipos de localizaciones, la epistémica y una social, las cuales no 
necesariamente coinciden: 
A nivel social es posible que un individuo este en el lado opresivo de las relaciones de 
poder, mientras que su posición epistémica pudiera estar o no en la parte opresiva (…) 
los sujetos coloniales (…) muchas veces piensan y hablan desde una localidad del poder 
opresor, mientras que su propia ubicación social es (…) de la subordinación. (O´Connor 
Acevedo, 2016, p. 132). 
La epistemología europea/occidental se proyecta a sí misma desde un espacio universal, 
al mismo tiempo que pretende hablar desde ningún punto particular, es decir desde un punto 
epistémico cero, sin identificar una localidad social y/o geográfica. El crítico decolonial 
reivindica la voz de quienes están posicionados en espacios donde fueron o son marginados y 
negados; estas voces se acompañan de sus propias ontologías: nuevos modos de vivir y de ser 
en el mundo (O´Connor Acevedo, 2016). 
El vuelco epistémico, se logra conforme Mignolo con un desprendimiento epistémico, el 
cual a su vez requiere un desplazamiento en las coordenadas epistémicas y ontológicas de la 
modernidad- colonialidad ─que creó fronteras entre culturas que sí participaron de la 
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modernidad y las que quedaron fuera de la frontera─, moviéndose entre los niveles de la matriz 
de la colonialidad del poder y buscando otros modos de producir conocimiento desde un 
cambio de lógicas y de términos éticos, políticos, económicos como vectores del diálogo. 
Términos que además provienen de los conocimientos de quienes quedaron por fuera de la 
modernidad, en un exterior ─ no moderno─ que ha sido negado, rechazado e invisibilizado. Es 
lo que está fuera de las fronteras, el potencial político latente para un desplazamiento de 
fronteras, en ese exterior que es parte de la permeabilidad del mismo sistema (O´Connor 
Acevedo, 2016). 
Es en base a esto que Mignolo, menciona que se requiere un espacio de enunciación de 
epistemología fronteriza, un pensamiento que esté en los límites del encuentro de la 
colonialidad con el sujeto colonial, abriendo la posibilidad de interlocución entre personas 
pertenecientes a diferentes localidades y culturales. Siendo el desprendimiento epistémico y la 
epistemología fronteriza quienes abren el camino al proyecto “transmoderno” nombrado por 
Dussel (O´Connor Acevedo, 2016). 
Conforme De Sousa lo establece, el pensamiento abismal moderno, sobresale por la 
construcción de distinciones y en la radicalización de estas: “(…) las intensas distinciones 
visibles que estructuran la realidad social en este lado de la línea están erguidas sobre la 
invisibilidad de la distinción entre este lado de la línea y el otro lado de la línea” (De Sousa 
Santos, 2010, p. 13). 
Manifiesta que el conocimiento y el derecho modernos son las más consumidas 
manifestaciones del pensamiento abismal, que consiste en dar a la ciencia moderna el 
monopolio de la distinción universal entre lo verdadero y lo falso, que se centra en el debate 
epistemológico moderno entre las formas de verdad científicas y no científicas ─como las 
formas alternativas de conocimiento: la filosofía y la teología─. La una existe negando al otro, 
pero al mismo las líneas invisibles se convierten en el fundamento de las visibles. Estas 
tensiones han sido altamente visibles desde un lado de la línea, pero esta visibilidad se erige 
sobre la invisibilidad de otras formas de conocimiento que no pueden ser adaptadas a ninguna 
de las formas expuestas de conocimiento, esto son: populares, laicos, campesinos, indígenas al 
otro lado de la línea; y desaparecen como conocimientos relevantes o conmensurables porque 
están más allá de la verdad y falsedad, son: creencias, opiniones, magia, idolatría, 
comprensiones subjetivas (De Sousa Santos, 2010). 
Respecto al otro gran dominio, el campo del derecho moderno determina lo que es legal o 
ilegal conforme al estado oficial o del derecho internacional. Esta dicotomía abandona el 
territorio social sin ley, lo a-legal y legal o ilegal de acuerdo con el derecho no reconocido 
oficialmente (De Sousa Santos, 2010). 
Para De Sousa (2010), la modernidad occidental es un paradigma sociopolítico que se 
encuentra fundado entre la regularización y la emancipación sociales, una dicotomía presente 
en las sociedades metropolitanas, siendo que los territorios coloniales contaban con su propia 
dicotomía apropiación/violencia. Empero la primera dicotomía está siendo cada vez más 
desfigurada por la presión creciente y la presencia en su medio de la segunda: “De modos muy 
diferentes, el terrorista y el trabajador migrante indocumentado ilustran la presión de la lógica 
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de apropiación/violencia y la inhabilidad del pensamiento abismal para comprender dicha 
presión como algo externo a la regulación/ emancipación” (De Sousa Santos, 2010). 
Esto se debe a que al parecer la modernidad occidental puede expandirse de manera global 
solamente en la medida en que viola los principios sobre los cuales se ha basado la legitimidad 
del paradigma regulación/emancipación a este lado de la línea: “Los Derechos Humanos son 
así violados con objeto de ser defendidos, la democracia es destruida para salvaguardar la 
democracia, la vida es eliminada para preservar la vida”. El autor habla inclusive del regreso 
del Colonizador, resucitando formas de ordenamiento colonial, ahora gobernando la vida de 
los ciudadanos comunes: fascismo del apartheid social, fascismo contractual, fascismo 
territorial (De Sousa Santos, 2010). 
Con ese panorama, Sousa que un nuevo pensamiento posabismal es reclamado y presta 
especial atención al contra movimiento resultado del choque con las líneas abismales globales 
desde los años setenta y ochenta: el cosmopolitismo subalterno. El autor reviste el término de 
cosmopolitismo para identificar los grupos cuyas aspiraciones son negadas o hechas invisibles 
por el uso hegemónico del concepto, pero que pueden ser útiles para el uso alternativo de este, 
logrando una variedad oposicional, una forma cultural y política de la globalización 
contrahegemónica. Encierra, por tanto, proyectos emancipatorios que cuentan con demandas y 
criterios de inclusión más allá de los horizontes del capitalismo global. Son un conjunto extenso 
de redes, iniciativas, organizaciones y movimientos que luchan contra la exclusión económica, 
social, política y cultural propia del capitalismo global (globalización neoliberal) (De Sousa 
Santos, 2010). 
(…)  toda vez que la exclusión social es siempre producto de relaciones de poder 
desiguales, estas iniciativas, movimientos y luchas son animadas por un ethos 
redistributivo en su sentido más amplio, implicando la redistribución de los recursos 
materiales, sociales, políticos, culturales y simbólicos y como tal, está basado en el 
principio de la igualdad y el principio del reconocimiento de la diferencia. (De Sousa 
Santos, 2010, p. 30) 
El pensamiento posabismal implica por tanto un una ruptura radical con los modos 
occidentales modernos de pensar y actuar, es pensar desde la perspectiva del otro lado de la 
línea, en la experiencia social  de Sur-Global no-imperial como metáfora del sufrimiento 
humano sistémico causado por el capitalismo global y el colonialismo (Santos, 1995, citado en 
De Sousa Santos, 2010) . Conforme Sousa este pensamiento es un aprendizaje desde el Sur a 
través de una epistemología del Sur, mismo que confronta la monocultura de la ciencia 
moderna con la ecología de saberes, reconoce la pluralidad del conocimientos heterogéneos- 
uno de los cuales es la ciencia moderna- y en las interconexiones continuas y dinámicas entre 
estos sin comprometer su autonomía (De Sousa Santos, 2010). 
La ecología de saber plantea renunciar a la epistemología general y presupone la idea de 
una diversidad epistemológica del mundo, la existencia de conocimientos ─con sus diversos 
conceptos y criterios para validarlos─ más allá del pensamiento científico. Por otro lado, en 
ella tanto los conocimientos como las ignorancias se entrecruzan; la ignorancia no es 
12 
necesariamente el punto de partida sino el de llegada. Supone además que mientras apunta a la 
credibilidad para un conocimiento no científico, no intenta desacreditar el conocimiento 
científico, sino su uso contrahegemónico en el cual sea explorada la pluralidad interna de la 
ciencia, y promover la interacción e interdependencia entre conocimientos científicos y no 
científicos (De Sousa Santos, 2010). 
Asimismo, la ecología de los saberes tiene como premisa que todos los conocimientos 
tienen límites internos -restricciones en las intervenciones del mundo real impuestas por cada 
forma de conocimiento y externos -reconocimiento de intervenciones alternativas posibilitadas 
por otras formas de conocimiento-, en un marco de concepción contrahegemómica de la ciencia 
(De Sousa Santos, 2010). 
Para ella, el conocimiento-como-intervención-en-la-realidad es de la medida del realismo, 
no el conocimiento-como-una-representación-de-la realidad.  
Cuestiona la distinción entre sujeto/objeto, ya que todas las formas de conocimiento 
mantienen prácticas y constituyen sujetos:  
Todos los conocimientos son testimonios desde que lo que conocen como realidad (su 
dimensión activa) está siempre reflejado hacia atrás en lo que revelan acerca del sujeto 
de este conocimiento (su dimensión subjetiva). Cuestionando la distinción sujeto 
/objeto, las ciencias de la complejidad toman en consideración este fenómeno, pero sólo 
en relación con las prácticas científicas. La ecología de saberes expande el carácter 
testimonial de los saberes para abrazar también las relaciones entre conocimiento 
científico y no-científico, por lo tanto, expandir el rango de la intersujetividad como 
interconocimiento es el correlato de la intersubjetividad y viceversa. (De Sousa Santos, 
2010, p. 37) 
Por otro lado, es importante mencionar, que la ecología de los saberes no concibe los 
conocimientos en abstracción, sino como prácticas de saberes que permiten o impiden ciertas 
intervenciones en el mundo real. Eso en cuanto a lo pragmático, y en cuanto a la jerarquía, la 
preferencia debe darse a la forma de conocimiento que garantice un mayor nivel de 
participación de los grupos sociales que están involucrados en su diseño, ejecución, y control, 
y que son los beneficiarios de la intervención (De Sousa Santos, 2010). 
Finalmente Sousa indica sobre la ecología de saberes que esta no solo acontece a nivel de 
logos sino también del mythos (De Sousa Santos, 2010). 
Con esta postura epistemológica, que se pone en marcha bajo la conciencia de emprender 
un proceso de diálogo con los saberes y las prácticas de las personas en movilidad humana 
representantes de asociaciones y colectivos, reconociendo los discursos hegemónicos y 
contrahegemónicos de los actores, desde una determinada postura y desde este lado de la línea, 
y con el entendimiento claro de la permanente del conocimiento, que además será situado, 
geolocalizado, y desde una postura ética-política comprometida a develar lo que está del otro 
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lado de la frontera, la presente investigación intentará poner en evidencia cómo la 
migración/movilidad humana interpela de manera directa la acepción moderna y generalizada 
de la ciudadanía, la cual niega a determinada clase de sujetos. 
Sobre esta postura se realiza la investigación que incluye como principales dimensiones de 
análisis: la migración/movilidad, la participación y la ciudadanía; las cuales serán expuestas a 
continuación. 
3.2. La migración, las movilidades y la movilidad humana 
Joaquín Arango hace referencia a las “leyes de las migraciones” de Ernest Georg 
Ravenstein (primer artículo, 1985), conjuntos de proposiciones empíricas generales que 
describen relaciones migratorias entre orígenes y destinos, que al ser leyes de la población no 
tienen la misma rigidez que las leyes físicas pues tienen la constante interferencia de la acción 
humana (segundo artículo, 1889). Según el autor, Arango (1985) estos artículos son 
probablemente la primera manifestación del moderno pensamiento científico-social sobre las 
migraciones, empezando una línea de reflexión y búsqueda de regularidades empíricas en los 
movimientos migratorios; sin embargo, ya a varios años de este planteamiento, el desarrollo 
teórico alcanzando aún resulta insuficiente para la comprensión de las migraciones debido a:  
(…) la ambigüedad conceptual del fenómeno, la dificultad de su medición y su carácter 
multifacético e interdisciplinar (…), el estudio de las migraciones es tal relevante como 
complejo y elusivo (…) Definir que es migración y quién es migrante es menos fácil de 
lo que a primera vista parece.  (Arango, 1985, p. 8) 
Conforme lo establece Cristina Blanco “migración” se refiere a uno de los fenómenos 
sociales más relevantes de la era, siendo una palabra de uso común, pero no cuenta con una 
definición operativa que pueda diferenciar los movimientos que pertenecen a dicha categoría 
de los que no; dificultad que por tanto se extiende a “migrante”. Tal ambigüedad, la falta de 
concreción terminológica científica y la ausencia de una definición concisa puede tener dos 
consecuencias con efectos perversos: en primer lugar “(…) deja vía libre al lenguaje común 
para elaborar sus propias categorías (…), muchas veces de la circulación y difusión de 
estereotipos y prejuicios dominantes” (Blanco, 2000, p. 15); y, en segundo lugar: 
(…) junto con las dificultades? que presenta la medición de desplazamientos (…) y la 
diversidad de categorías migratorias utilizadas, configuran un panorama (…) en donde 
se hacer verdaderamente difícil elaborar un claro diagnóstico migratorio que nos 
permita conocer la realidad de cada momento y lugar. (Blanco, 2000, p. 16). 
La misma autora toma de Jackson (1986) tres circunstancias relativas a otras dimensiones 
para acercarse a la idea de lo que puede definirse como un movimiento migratorio, estas son: 
1) Espacial: el movimiento se produce entre dos delimitaciones geográficas significativas; 2) 
Temporal: el desplazamiento es duradero mas no esporádico; y, 3) Social: el traslado supone 
un cambio significativo de entorno físico como social. (Blanco, 2000). De esta manera, son 
consideradas “migraciones”: “(…) los movimientos que suponen para el sujeto un cambio de 
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entorno político-administrativo, social y/o cultural relativamente duradero; (…) cualquier 
cambio permanente de residencia que implique la interrupción de actividades en un lugar y su 
reorganización en otro” (Blanco, 2000, p. 17). 
María Mercedes Eguiguren (2017), a través de una mirada histórica revela la transición 
desde un objeto de estudio construido en relación con el desarrollo nacional hasta la 
conformación de un campo donde se contempla una diversidad de formas de movimiento; el 
interés ya no es la migraciones sino “las movilidades, como aquella categoría que rebasa a la 
de “migración” al ampliar la perspectiva analítica evidenciando la heterogeneidad de 
experiencias que están atravesadas por distintas formas de migración; condición a la que las 
personas en situación de movilidad humana (refugiados, inmigrantes) apelan amparadas en la 
Constitución, dando cuenta que la categoría se traslada de la academia hacia las negociaciones 
políticas (Eguiguren, 2017). 
El Estado ecuatoriano, incluye a la movilidad humana tanto como una condición y un 
derecho como una potencial fuente de vulnerabilidad que está llamado a proteger. Empero su 
gestión de las migraciones se vislumbra cada vez más fragmentaria, por la confluencia entre 
modelos seguritistas y de derechos  (Eguiguren, 2017).  
La academia en Ecuador ha realizado esfuerzos investigativos respecto a la migración y 
movilidad humana desde varios enfoques y frentes; muchos de los cuales se encuentran 
enfocados al proceso de emigración de personas latinoamericanas y fundamentalmente 
ecuatorianas a diferentes países. De esta manera, Herrera y Ramírez en “América Latina 
migrante: estado, familias, identidades” (2008) recopilan estudios relevantes de diferentes 
investigadores respecto a: género, políticas migratorias y ciudadanía, circuitos migratorios, 
mercados laborales, industria del sexo, familias trasnacionales y migración e identidades 
(Herrera & Ramírez, 2008). 
Respecto a los estudios en cuanto a procesos de inmigración en el Ecuador, y que guardan 
relación con el objetivo de la presente investigación, se detallan a continuación. Así la 
investigación del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y el 
Instituto de la Ciudad, “Más allá de las fronteras: La población colombiana en su proceso de 
integración urbana en la ciudad de Quito” (2014), devela la constante tensión en los procesos 
de documentación e indocumentación, debido a la no correspondencia entre la realidad de la 
migración forzada, los criterios de elegibilidad para contar con protección (sistema de asilo) y 
las posibilidades de regularización. Si bien la población colombiana decide establecerse aún 
sin documentos, la indocumentación constituye un verdadero círculo vicioso que trae consigo 
el no acceso a la educación, empleos mal remunerados o precariedad laboral (ACNUR & 
Instituto de la Ciudad, 2014). 
En cuanto a la población en situación de refugio, con visa de refugio o solicitante de refugio, 
no siempre existen diferencias significativas en temas de acceso y protección a derechos en 
relación con la población sin documentación o la población “rechazada” (sin aceptación de 
refugio), de manera específica el común denominador son los abusos laborales y las 
dificultades en el acceso al trabajo. Sobre la participación y empoderamiento social de la 
población colombiana en organizaciones locales o propias, se manifiesta que tiene índices 
bajos, que se atribuyen a factores económicos o la voluntad de evitar riesgos asociados a la 
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salida de su Colombia. Sin embargo, se valora que hay personas con visado que cuentan con 
conciencia de sus derechos (ACNUR & Instituto de la Ciudad, 2014). Se emiten 
recomendaciones para la política pública a nivel local y nacional de las que se destacan: la 
visibilización de la diversidad sociocultural de la ciudad de Quito y de los aportes de los varios 
grupos humanos, el fomento de la construcción de memoria entre la población migrante,  
generar mecanismos de inclusión entre comerciantes informales, la participación y 
empoderamiento social, propiciar acciones concretas para garantizar el acceso a la educación, 
vivienda y entretenimiento, entre otros (ACNUR & Instituto de la Ciudad, 2014). 
Por otro lado, Ahmed Correa (2013) invita a reflexionar sobre la relación entre el “otro” 
(migrante) y la sociedad receptora, específicamente para el caso de la población cubana en 
Quito. Así, la interacción en el escenario laboral se constituye en un campo vital para una 
inserción exitosa de las y los migrantes. La promoción de la ciudadanía universal (decantada 
en la Constitución) y la regularización, son los mecanismos fundamentales para una 
vinculación entre el “otro” y la sociedad receptora. De la misma manera, lo son acciones como 
la promoción de la práctica de vecindad y la producción de una cultura de ciudad cosmopolita 
(Correa, 2013). 
Otra de las importantes reflexiones en torno a la movilidad humana se ha dado sobre el 
derecho a la ciudad y la calidad de vida e integración de la población migrante colombiana en 
Quito. El artículo de Raúl Moscoso (2014) sobre estos temas para el caso de la población 
colombiana, evidencian grandes retos. El entender cómo los discursos estigmatizadores se 
convierten en acciones y mecanismos que legitiman prácticas como la exclusión social, la 
discriminación o la explotación laboral. Este estudio permite postular acciones en torno a la 
promoción de la diversidad social, el trabajar en la lucha de patrones socioculturales, la 
vinculación de la población migrante a los planes de vivienda popular municipal, el fomento 
del microcrédito, etc. (Moscoso, 2014). 
La presente investigación, dentro de las posibilidades de la movilidad humana, aborda y se 
centra específicamente en la inmigración, misma que según Javier de Lucas en La Inmigración 
como Res Politica, desde la filosofía del derecho y la filosofía política, cuenta con dos visiones. 
Una de ellas es la instrumental (el inmigrante tiene valor en cuanto es sólo un trabajador, que 
hay que tolerar) que promueve una construcción del inmigrante como infrasujeto e 
infraciudadano, con el cual no valen las reglas del Estado de Derecho al contrario que para el 
ciudadano; dicha visión es el vínculo entre la heterogeneidad social y cultural y desigualdad 
ante el Derecho, que se traduce en incompatibilidad (De Lucas, 2004). 
La segunda visión implica el reconocimiento del carácter político de la inmigración; las 
características –estructurales─ de los flujos migratorios evidencian que ésta no pertenece a la 
periferia sino al núcleo mismo de la política, es decir, son una oportunidad para comprender 
las condiciones del vínculo social y del contrato social y político bajo criterios de pertenencia 
más que de acceso (De Lucas, 2004). 
El derecho a la libre circulación como derecho universal humano, por ejemplo, sería un 
pilar que cambiaría toda la lógica y alcance del principio de igualdad y las nociones de 
ciudadanía hacia una más plural e inclusiva, donde cabe la integración política. Es allí donde 
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el autor problematiza tanto el acceso a la ciudadanía como la integración, estrechamente 
vinculadas a la creación de comunidad política (De Lucas, 2004). 
Al extranjero inmigrante se le ofrece un “contrato de extranjería” que contempla cierto 
elenco de derechos y deberes, sin embargo, no considera cláusulas relativas a su constitución 
como actor político pleno en la sociedad de acogida. En definitiva, la exclusión del inmigrante 
del “contrato de ciudadanía”  (De Lucas et al., 2008).  
3.3. La ciudadanía 
Conforme al diccionario jurídico, ciudadanía es una “Cualidad de ciudadano de un Estado: 
vínculo político (y, por tanto, jurídico) que une a un individuo (nunca a una persona jurídica) 
con la organización estatal. Conjunto de derechos y obligaciones políticos”(Cabanellas, 2006, 
p. 80). Presuponiendo por tanto, la presencia de una comunidad organizada que reconoce los 
derechos de participación de la persona como miembro de la misma (Dávalos, 2008). 
Alex Valle Franco (2009) menciona que la construcción de la categoría de “ciudadano”, 
difiere en su conceptualización y alcance entre la visión sociológica más conocida y la jurídica:  
(…) así el concepto sociológico de ciudadanía manejado por Marshall se refiere al 
estatus al que se asocian ex lege todos los derechos, o sea tanto los civiles como los 
políticos y los sociales; el concepto jurídico en cambio distingue entre status personae 
(personalidad) y status civitatis o ciudadanía. Los derechos personales corresponden a 
todos los seres humanos, en cambio los derechos de la ciudadanía sólo son de quienes 
tienen esa categoría. (Valle Franco, 2009, p. 7) 
Es así como, según refiere, en gran parte de las constituciones los derechos políticos son 
atribuidos sólo a los ciudadanos, los derechos civiles generalmente son de la persona, pero 
pudiendo el ordenamiento reconocer limitaciones o ampliaciones (la persona es susceptible de 
adquirir derechos- residencia, libre circulación, ejercer una profesión- y contraer obligaciones), 
y los derechos sociales pueden ser en parte de la persona y en parte de los ciudadanos. Se divide 
al ser humano en categorías que justifican tratos diferentes, determinado jerarquías y prácticas 
naturalizadas y que adquieren fuerza de verdadero e irrefutable (Valle Franco, 2009). 
Siendo que esto ha justificado un trato diferenciado con las personas extranjeras tanto a 
nivel jurídico como en el franco ejercicio de derechos, ha favorecido el trato discriminatorio, 
excluyente y xenófobo de los ciudadanos de un país respecto a los extranjeros no ciudadanos, 
y en general, la desigualdad real  (Valle Franco, 2009). 
Ferrajoli de igual manera, cuestiona la definición de Marshall de ciudadanía pues la 
considera una denominación omnicomprensiva (abarca derechos políticos, civiles y sociales) 
que al ser tan amplia se superpone, anulándola, a una segunda figura de estatus. Añade que la 
relación entre ciudadanía y las tres categorías para un jurista es arbitraria; pues la tradición 
jurídica mantiene la distinción entre un status civitatis (o ciudadanía) y un status personae 
(personalidad o subjetividad jurídica), de una devienen los derechos de ciudadanía-exclusivos 
del ciudadano- y del otro, los derechos de la persona que corresponden a todos los seres 
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humanos en cuanto individuos o personas y no como pertenencia a una determinada polis o 
comunidad política (Ferrajoli, 2004). 
Añade, que no se trata de un simple problema terminológico y más aún en las crisis de los 
Estados y las comunidades nacionales ya presentes en la final del siglo XX, conectadas con 
fenómenos tales como: migraciones de masas, conflictos étnicos y la distancia entre Norte y 
Sur. Menciona que la ciudadanía ya no es un factor de inclusión e igual como a inicios del 
Estado Moderno (Ferrajoli, 2004). Se infiere por tanto que la noción de ciudadanía es 
cambiante y transforma la realidad social en la cual surge y se aplica. 
La apuesta ahora está en desvincular los derechos fundamentales y su universalidad, de la 
ciudadanía- entendida como pertenencia a una comunidad estatal determinada-, lo cual 
involucra: 
(..) reconocer el carácter supraestatal —en los dos sentidos de su doble garantía 
constitucional e internacional— y por tanto tutelarlos no sólo dentro sino también fuera 
y frente a los Estados, poniendo fin a este gran apartheid que excluye de su disfrute a 
la gran mayoría del género humano contradiciendo su proclamado universalismo”. 
(Ferrajoli, 2004, p. 117).  
Esto implica transformar en derechos de la persona los dos únicos derechos que han 
quedado reservados a los ciudadanos: el derecho de residencia y el derecho de circulación; 
así mismo la puesta en marcha de un nuevo ordenamiento que Ferrajoli llama como el 
constitucionalismo mundial (instaurado a través de convenios internacionales pero al momento 
carente de garantías) que rechace la ciudadanía (Ferrajoli, 2004). 
La globalización de la migración internacional está desafiando muchos de los 
presupuestos teóricos con los que las ciencias sociales habían operado a partir de su 
énfasis metodológico en el Estado Nación. Uno de estos presupuestos es la vinculación 
entre ciudadanía y territorio. El que miles de personas posean simultáneamente dos o 
más ciudadanías nacionales, el que se pueda votar en elecciones democráticas en más 
de un país, y el que se ejerza de facto el derecho al trabajo más allá de las fronteras 
nacionales, son indicadores de que la ciudadanía como se le había entendido hasta la 
segunda posguerra ya no tiene expresión empírica. (Estévez, n.d., p. 4) 
Para Adela Cortina, la convivencia en una sociedad de bagajes culturales diferentes puede 
tomarse como una ocasión para crecer en humanidad y personalmente, “(…) no se trata de 
asimilar a la cultura dominante a quienes en una sociedad se identifican con una cultura distinta 
a ella, sino de posibilitar que conserven su adhesión a identidades culturales diversas (…) 
asegurar una conviencia auténtica (…) (Cortina, 1997/2009, p. 58). 
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 Desde esta posibilidad de ciudadanía, “la libertad como participación en lo público”, “la 
igualdad”, “el respeto activo” “la solidaridad”, “el diálogo” como valores de la ciudadanía 
(Cortina, 1997), la participación de la población inmigrante no sería increpada.  
Cortina (1997/2009)  trae de Kant su ideal de la ciudadanía cosmopolita como un proyecto 
común realista, donde se habla de ciudadanos del mundo  “(….) porque hoy en día no puede 
tenerse por justa ninguna comunidad política que no tenga en cuenta a los “extranjeros”, 
además de atender a los propios”. Desde ahí desarrolla su propuesta de interculturalismo 
universal  en un contexto donde priman las democracias liberales –y su cultura dominante: la 
liberal- y las restantes se sienten relegadas, evidenciando una jerarquizacion de culturas. 
Parece ser un ideal contradictorio puesto que los miembros de una comunidad política se 
identifican precisamente porque se saben diferentes de los otros que no pertecen a la misma 
(Cortina, 1997). 
Para Ariadna Estévez (n.d.), ante la ciudadanía nocional actual, surge la transformación 
empírica de la ciudadanía en sus cuatro dimensiones analíticas:  
En primer lugar la “Ciudadanía como estatus legal”, se refiere a los derechos adjudicados 
de acuerdo con esa pertenencia (obligaciones) (Estévez, n.d.). 
La segunda, la “Ciudadanía como membresía”, ligada a la ciudadanía nominal conocida 
también como nacionalidad, la cual denota el estatus legal de la membresía, simbolizada por la 
posesión de un pasaporte. Es el estatus como ciudadano de un Estado Nación determinado, 
categoriza a los individuos de acuerdo con el nombre del Estado al que pertenecen. Los 
principios para la adquisión de la ciudadanía y las reglas derivadas de ella son diferentes en 
cada país (Estévez, n.d.). 
Se otorga en base a tres principios: 1) residencia: lugar de nacimiento o lugar de 
permanencia en un determinado territorio durante un tiempo dado; 2) descendencia y 
parentesco: se da a aquellos padres que tienen o han tenido la ciudadanía de un Estado 
independientemente si viven o no en el territorio; y, 3) por consentimiento: conocida como 
naturalización, que requiere ser concentida por el Estado y el candidato a ser ciudadano 
(Estévez, n.d.). 
Se ha constituido en una forma de de inclusión/exclusión en la que los migrantes son 
exluidos de forma simultánea tanto de la adjudicación de derechos completos y de la 
participación política. Donde los migrantes indocumentados son los más excluidos (Estévez, 
n.d.). 
La tercera, la “Ciudadanía como participación”, que considera las perspectivas que 
priorizan las obligaciones sobre los derechos.  Incluye la vinculación activa a una polis a través 
del voto, organizaciones civiles o comunitarias, entre otros aspecto (Estévez, n.d.). 
Y la cuarta, la “Ciudadanía como identidad”,  se basa en las teoría pluralistas culturales, las 
cuales determinan que la ciudadanía no es simplemente un estatus legal que adjudica derechos 
y obligaciones, es también una identidad que nos es fija ni está definida por la cultura y la 
identidad dominantes, las del Estado Nación (Estévez, n.d.). 
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En ese sentido las más importantes propuestas de nociones de ciudadanía son: la ciudadanía 
transnacional, la ciudanía postnacional, la idea de denizen y la ciudadanía global o cosmopolita 
(en su dimensión de activismo y su dimensión de justicia social). Así: 
(…) la ciudadanía trasnacional se enfoca en derechos culturales y políticos, la 
postnacional en una idea muy general de derechos humanos, y la ciudadanía global en 
la instauración de un estatus global que sobre todo apela a la participación en instancias 
supranacionales. La idea de denizen simplemente conceptualiza, sin imponer un 
horizonte normativo más amplio, lo que sucede a nivel empírico en algunos países 
europeos. (Estévez, n.d., p. 22) 
La ciudadanía transnacional: “(…) se basa en la idea de que la globalización produce 
identidades culturales y sociales que trascienden las fronteras nacionales por lo que se producen 
múltiples y diferenciadas formas de pertenencia” (Estévez, n.d., p. 19). Debe asegurar la 
participación ciudadana en nuevos puntos de poder, supra o subnacionales, públicos o privados. 
Este enfoque rechaza la idea que la implementación de derechos y la membresía deben rebasar 
el Estado Nación y ser implmentados por un Estado Global. 
La ciudadanía postnacional, que devela que los fljuos migratorios hacen que la ciudadanía 
nacional pierda terreno en relaciòn con modelos más universales basados en nociones 
desterritorializadas de derechos de las personas. La creciente imposición de los regímenes 
internacionales de derechos humanos llevan a proponer una ciudadanía que traspase la idea de 
la identidad nacional y asigne derechos en función del estatus de “ser humano” (derechos 
humanos). Implica nociones de pertenencia ciudadana más universales e incluyentes que se 
contraponen a la idea de ciudadanía limitada por la soberanía estatal (Estévez, n.d., p. 20). 
Estevez, refiriéndose a Soysal, dice que este tipo de ciudadanía: 
(…) no es más que el reconocimiento de los derechos ya ejercidos por los inmigrantes 
que no tienen ciudadanía nacional pero participan en la comunidad política y social, y 
son universales porque los mismos migrantes los reclaman como derechos humanos y 
no solamente ciudadanos. (Estévez, n.d., p. 20). 
Evidencia la emergencia de sistemas normativos de aplicación supranacional para 
universalizar el campo de los derechos humanos, y amplian su aplicación a migrantes e 
inmigrantes como los sistemas universal y regional de derechos humanos. (Estévez, n.d., p. 
20). 
Estévez, por otro lado, pone de manifiesto  la concepción de denizens de Hammar (1990), 
refiriéndose a los residentes permanentes de otro país con empleo: “Los denizens gozan tanto 
de derechos como de obligaciones en el país anfitrión, y se han integrado ya a la sociedad de 
éste. Sin embargo, no tienen los derechos políticos otorgados en la ciudadanía nacional” 
(Estévez, n.d.), como el de votar y ser votados. 
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La ciudadanía global  o cosmopolita, por su parte se inserta en el marco normativo del 
cosmopolitismo como un modelo de política global en el que “ (…) las relaciones entre 
individuos trascienden el Estado Nación instituciones y regímenes legales globales, incluyendo 
de forma importante el régimen de derechos humanos” (Estévez, n.d., p. 21). Se reconoce la 
idea de un Estado Global verdaderamente democrático. Respecto a la migración, sugiere que 
debe haber una distinción entre derechos ciudadanos y de nacionalidad puesto que las personas 
deben disfrutar derechos civiles, sociales y políticos en màs de un país, y ser tratados con 
igualdad (Estévez, n.d.). 
Estevez distingue la postura al respecto de Isin (n/d) que diferencia la ciudadanía global de 
la ciudadanía cosmpolita, indicado que esta última no pasa necesariamente por un Estado 
Global y la primera sí: 
La ciudadanía cosmopolita busca la forma para que nuevos derechos y obligaciones 
puedan ser institucionalizados sin necesidad de apelar a un Estado Global. Asimismo, 
busca institucionalizar los derechos a la movilidad y a la transacción, que incluyen: el 
derecho de los migrantes al trabajo, a tener un pasaporte, a entrar a un país, al asilo, al 
refugio, a contraer matrimonio fuera del propio Estado, y el derecho a tener propiedad, 
bienes, servicios o inversiones a través de varios Estados. Estos derechos deben ir 
acompañados de las obligaciones relevantes, específicamente relevantes, 
específicamente un impuesto a la movilidad y a la transacción que pudiera solventar los 
costos de las demandas de los migrantes en cualquier Estado del mundo. (Estévez, n.d., 
p. 21 y22) 
Para la autora, ninguno de estos enfoques problematiza lo suficiente a la “membresía” y 
ahí radica el principal reto para la epistemología de la ciudadanía debido a la globalización de 
la inmigración y las dificultades de acceso a derechos de los migrantes; se requiere por tanto 
un marco de justicia más amplio que tomen en cuenta la responsabilidad de los Estados en la 
relación migración y globalización (Estévez, n.d.). 
Estévez plantea entonces una propuesta que considera más integral: la ciudadanía 
universal. Misma que surgiría como parte de un sistema de justicia global basado en la 
legislación de los derechos humanos: 
La justicia global que aquí se desarrollará parte de la premisa de que construir una 
noción de justicia global que considere la responsabilidad de los países y que vea a los 
migrantes como sujetos activos en la transformación de la estructura debe partir de una 
visión epistemológica “descolonizada. (…) La idea de ciudadanía universal es un 
esfuerzo de descolonización epistemológica, por lo que la idea de justicia global, 
dominada por las visiones liberales cosmopolitas, debe pasar por el mismo proceso 
(Estévez, n.d.). En este caso, la descolonización epistemológica implica: 1) considerar 
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la dimensión material de la individualidad y la colectividad de los migrantes; 2) 
considerar las cuestiones de poder que subyacen en las relaciones entre países; y 3) 
partir de una visión no liberal de los derechos humanos (en este caso una sociopolítica). 
(Estévez, n.d., p. 27) 
Si las naciones emisoras y receptoras de migrantes son responsables de las dinámicas de la 
globalización, deben tener obligaciones hacia las personas que llegan al territorio aun siendo 
indocumentadas. Su responsabilidad, no es altruista o filantrópica, radica en poner las bases 
para que los migrantes actúen como sujetos sociales en la defensa de sus propios derechos y en 
la transformación estructural, esta es para Estévez la base de la ciudadanía universal (Estévez, 
n.d.) 
Es una ampliación de la ciudadanía en términos de membresía, sin reemplazar la ciudadanía 
nacional sino más bien estableciendo una ciudadanía paralela. La justicia global debe estar 
basada en la propuesta cosmopolita del derecho a la movilidad que las organizaciones de 
migrantes reclaman (Estévez, n.d.). La membresía así se amplía a los migrantes 
independientemente de sus estatus legal pero no reemplaza al a ciudadanía nacional, existe de 
forma paralela puesto que su fundamento es el derecho a la movilidad no la pertenencia a un 
territorio. 
Dicho derecho se fundamenta en una visión sociopolítica y descolonizada de los derechos 
humanos.  Los derechos de la ciudadanía universal se definen de acuerdo con las necesidades 
y obligaciones de los migrantes según ellos mismos, con base en las convenciones 
internaciones de derechos humanos; estos serían articulados en cuatro dimensiones: 
- Dimensión de movilidad: permite que el derecho a emigrar se complemente con las 
oportunidades. 
- Dimensión básica para una vida digna: debe garantías los derechos mínimos no solo 
para sobrevivir sino para tener una vida satisfactoria, que incluye, pero no se limita a 
las garantías sociales. 
- Dimensión para el ejercicio de la diferencia: establece las garantías para el ejercicio de 
la identidad y la diferencia. 
- Dimensión política: establece una serie de garantías políticas para la gestión de 
derechos más allá del derecho al voto (Estévez, n.d.). 
Tales derechos deben ser acompañados con las respectivas obligaciones de los migrantes 
en función de los derechos: participar en el desarrollo, acatar las leyes del Estado en que 
residen, respectar la cultura de su pueblo (Estévez, n.d.). 
Alex Valle Franco analiza este mismo concepto de ciudadanía universal, entendiéndolo 
como: 
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(...) un elemento configurador de derechos de las personas que habitan un 
conglomerado geopolítico y el tratamiento sociojurídico que se ha otorgado a los no 
ciudadanos, postulando de otra parte la ciudadanía universal como un objetivo 
necesario para el logro de la igualdad material. (Valle Franco, 2009, p. 3 y 4). 
Por otro lado, Saskia Sassen coloca a la “ciudadanía” como un contrato teorizado de 
manera incompleta entre Estado- ciudadano y en ese punto de incompletud permite el debate 
en cuanto a la construcción de lo político y la demanda de una expansión de inclusiones de 
quienes se encuentran ajenas a esta institución formal, de quien queda por fuera, en este caso 
la persona inmigrante y los grupos forzados a ocupar un lugar de minoría  (Sassen, 2016). 
Son las dinámicas sociales emergentes, ahora la globalización, que permiten que estos 
grupos en desventaja busquen construir nuevas formas de lo político, modificando una 
institución en extremo formalizada sin sacrificar su estatuto formal al mismo tiempo que el 
significado de lo nacional se modifica; yendo más allá de lo transnacional y postnacional. 
Son las dinámicas sociales emergentes, ahora la globalización y digitalización, que 
permiten que estos grupos en desventaja busquen construir nuevas formas de hacer lo político, 
modificando una institución en extremo formalizada sin sacrificar su estatuto formal al mismo 
tiempo que el significado de lo nacional cambia, más allá de las tendencias transnacionales y 
postnacionales que también se encuentran operando (Sassen, 2016). 
Esas modificaciones pueden entenderse como una “desnacionalización” parcial y con 
frecuencia incipiente de la ciudadanía, como institución que ha sido parte del aparato formal 
del Estado nación, ha universalizado al ciudadano nacional como el sujeto -portador de 
derechos y ha producido de forma creciente una interacción entre derechos ciudadanos y 
derechos humanos  (Sassen, 2016). 
Las inestabilidades y posibilidades de cambio se hacen más evidentes al incluir los 
derechos de la ciudadanía, las prácticas ciudadanas y las dimensiones subjetivas de la 
ciudadanía (Sassen, 2016). 
Se producen cambios en las relaciones formales e informales entre el Estado nación y el 
ciudadano, una gama de prácticas políticas emergentes de grupos y organizaciones 
poblacionales – silenciosos o silenciados- , produciendo aperturas operacionales y retóricas 
para el surgimiento de nuevos tipos de sujetos -actores- políticos no formalizados o 
parcialmente formalizados y nuevas espacialidades para la política (Sassen, 2016). 
En ese sentido, la autora distingue entre los indicadores de ciudadanía que parten del 
aparato formal del Estado nación -ciudadanía como institución formal), estos son:  
(…) relaciones cambiantes entre ciudadanía y nacionalidad, la interacción 
crecientemente formalizada entre derechos ciudadanos y derechos humanos, las 
implicaciones para la ciudadanía formal de la privatización del Poder Ejecutivo, junto 
con la erosión de los derechos a la intimidad de los ciudadanos, y la elaboración de una 
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serie de derechos ciudadanos móviles, para los profesionales de alto nivel involucrados 
en novedosos tipos de transacciones económicas formales transfronterizas. (Sassen, 
2016) 
 Y los indicadores de ciudadanía que surgen por fuera de ese aparato formal incluyen los 
desarrollos institucionales incipientes por lo general no formalizados. 
A través de procesos de regularización que las personas inmigrantes indocumentadas 
pueden exigir después de demostrar el cumplimiento material de requerimientos, logran alterar 
su estatus; se trata de actores excluidos que son reconocidos cuando se formalizan. Otro 
ejemplo se da cuando sujetos que son incluidos en el conjunto de ciudadanos formales, pero 
que son categorizados como no políticos en la formalidad del término- como la ama de casa o 
la madre- pero que sin embargo pueden tener agencia política y ser actores políticos 
emergentes. Un tercer ejemplo empírico, afirma, son los sujetos no plenamente autorizados por 
la ley como las personas inmigrantes indocumentadas, pueden funcionar como portadores de 
derechos parciales, por ejemplo, el de recibir un suelo por su trabajo (Sassen, 2016). 
A lo largo de este proyecto del Estado moderno, la membresía política como categoría 
nacional, llega al punto de presentarse como una condición heredada (algo dado) en lugar de 
un proceso de construcción de un sujeto portador de derechos. En este caso, Sassen pone de 
manifiesto ciertas consideraciones al respecto. 
De la misma forma, existen tesis de posgrado a nivel latinoamericano que trabajan esta 
relación entre inmigración, ciudadanía y participación. Así se encuentra a Rojas (2014) con 
Inmigrantes ciudadanos. Construcciones discursivas de migración y ciudadanía en residentes 
bolivianos en Calama, el cual hace referencia a categorías como “el inmigrante no ciudadano”, 
“el inmigrante ciudadano excluido”, “el inmigrante ciudadano sin fronteras”, etc.  (Rojas, 
2014). 
3.4. La participación  
La Real Academia Española de la Lengua, define “participar” como: 
1. Tomar parte en algo. 
2.  Recibir una parte de algo. 
3. intr. Compartir, tener las mismas opiniones, ideas, etc., que otra persona.
  
Participa de sus pareceres. 
4. Tener parte en una sociedad o negocio o ser socio de ellos. 
5. Dar parte, noticiar, comunicar. (Real Academia Española, 2020) 
Para Marisela Montenegro los significados de la palabra “participación” da cuenta sobre 
cómo una persona está involucrada en algo colectivo, por tanto, es algo social ya que implica 
una relación social con otras personas respecto a un asunto: 
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La relación que se establece en la participación implica que mientras los individuos 
forman parte de algo, también reciben parte de ese algo, ya que desarrollan 
conjuntamente un proceso de reflexión y acción que les pertenece y en el que comparten 
opiniones e ideas. La participación, por tanto, implica un proceso en el que los 
individuos influyen -y son influidos- en las decisiones de un colectivo en relación con 
asuntos que son de su interés. (Montenegro M., 2004, p. 79) 
Desde ahí la autora realiza puntualizaciones sobre los diferentes desarrollos teóricos que se 
han generado respecto a los diferentes tipos de participación. 
Así, la participación política se entiende como: “(…) conjunto de actividades realizadas 
por un individuo o grupo con la finalidad de incidir en una u otra medida en los asuntos 
públicos” (Montenegro M., 2004, p. 79). Entendiendo que se relaciona con las formas que los 
actores colectivos desean influir o influyen en asuntos vinculados a la manera como en que se 
concibe la sociedad (sus valores y procedimientos para su adopción), los seres sociales y las 
relaciones entre ellos. 
 Los modelos explicativos sobre la participación son varios para Montenegro (2004) son:  
- Los movimientos de masas, conforme la explicación de Le Bon en 1985 las personas 
cuando se encuentran en situación de masa se comportan diferente a como lo hacen de 
forma cotidiana. Para él las masas responden a reacciones irracionales ya que la 
responsabilidad es diluida en la masa como conjunto. Existen líderes concretos, y en el 
contagio colectivo, se los sigue con facilidad. Hay un carácter emocional y 
desorganizado en los movimientos de masa, se presentan impulsos momentáneos y no 
implica un movimiento colectivo planificado y ejecutado. Supone un nivel básico de 
participación, impulsivo en comparación a la participación política. 
-  La teoría de la privación relativa plantea que los movimientos sociales tienen como 
fuerza motivacional de la acción colectiva, el entendimiento de lo social como injusto, 
la desigualdad social y el descontento por la insatisfacción de sus expectativas con 
respecto a condiciones que los individuos afectados consideran legítimas. En ese 
sentido es fundamental que las personas participantes identifiquen en las causas los 
factores productores de los conflictos, generen un proceso de reflexión y de acción con 
colectivos hacia un fin específico para modificar el estado de las cosas causantes de su 
descontento. 
- Para la teoría de movilización de recursos, de J. Davies en 1962, los movimientos 
sociales y las acciones colectivas cuentan con una lógica de grupos racionalmente 
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organizados en busca de determinados objetivos, asimismo su origen y desarrollo 
dependen de los recursos de organización con los que cuentan, los propios y los otros 
existentes en la sociedad. La participación desde allí se entiende a partir de la conciencia 
de las personas sobre las necesidades que tienen por ser parte de un colectivo y por su 
inserción en una estructura social que distribuye desigualmente los recursos en los 
diferentes estratos. Los movimientos plantean la necesidad de distribución de diferente 
índole. 
- La teoría de los nuevos movimientos sociales evidencia las limitaciones del 
entendimiento de los movimientos sociales como organizaciones meramente dirigidas 
a la movilización de recursos concretos y como representantes de actores se sitúan en 
una estructura social homogénea. Movimientos como los ecologistas, feministas y el 
movimiento gay, en la segunda mitad de la década de los sesenta, muestran que lo que 
comparten sus miembros no es su posición en la estructura social sino una característica 
identitaria -género, raza, opción sexual- que los colocaba en formas de opresión y 
discriminación -patriarcado, racismo, homofobia-, ante lo cual fomentan el 
reconocimiento de las condiciones de opresión de los determinados colectivos y 
desarrollan acciones colectivas para logran reivindicaciones concretas y obtener 
transformaciones simbólicas a partir del cambio de valores de la sociedad. 
- Los Movimientos sociales contemporáneos, a raíz de la década de los noventa, no 
siempre pueden ser explicados a partir de las dos teorías que anteceden. El movimiento 
antiglobalización, por ejemplo, muestra el desarrollo de acciones colectivas que se 
reproducen en el ámbito global si bien tienen especificidad local al agrupar 
asociaciones, colectivos, ONG y personas de las ciudades donde se producen; se 
muestran en contra de la expansión de la economía capitalista y sus consecuencias en 
la creación y reproducción de las relaciones de opresión y pobreza. 
Montenegro distingue los espacios en los cuales la participación política se desarrolla, a 
través de dos clasificaciones. 
La primera, la participación institucional se da a través de las vías propuestas y 
posibilitadas desde la Administración pública (audiencias, consultas populares, consejos 
asesores), generalmente con competencias consultivas y no decisorias, y que complementan la 
democracia representativa e introducen a la ciudadanía a la dinámica de dicha administración, 
para que las personas y grupos incidan en cierta medida en la definición de las políticas que les 
atañen. Por otro lado, la participación instituyente surge de la participación ciudadana de 
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iniciativa civil (ONG, movimientos sindicales, procesos de participación comunitaria, 
movilizaciones puntuales) y de manera autónoma a la administración, y sus vías son variadas 
(Montenegro M., 2004). 
La segunda clasificación, se refiere al aspecto formal e informal de la participación. La 
formalidad se encuentra directamente vinculada a la vía institucional, sin embargo, las vías 
instituyentes pueden diferir en su grado de formalización. Existen organizaciones de sociedad 
civil legalmente constituidas y registradas según las leyes componentes en cada contexto social 
donde se desarrolla su acción, estas son las formales -con vías instituyentes formales-: 
asociaciones, cooperativas, fundaciones; sus formas de relacionarse con la Administración 
variadas (jurisdicción, subvención, negociación, promoción), con riesgo a implicar su 
autonomía en algunos casos. Las organizaciones informales son redes de colectivos, colectivos 
e individuos sin registro legal, generalmente menos estructuradas y no gestionan dinero de la 
administración pública, por lo cual es más factible que cuenten con actitud de confrontación 
política (Montenegro M., 2004). 
Por otro lado, Montenegro separa de la participación política, las categorías de 
participación asociativa y participación comunitaria.  
Sobre la participación asociativa, no se da en torno a organizaciones sociales de acción 
colectiva, sino que ocurre en el seno de organizaciones, grupos y colectivos en los que se 
presentan procesos de definición de objetivos comunes y que inciden sobre la realidad para 
transformarla. De la misma forma, eso sí, pueden actuar en espacios institucionales o 
instituyentes y ser formales o informales. Tiene dos vertientes de análisis, una la participación 
interna, de los diferentes miembros del grupo, según su disponibilidad, voluntad de implicación 
y lugar, para la conformación de la identidad grupal y para incidir en las reflexiones y acciones 
del grupo o colectivo como actor social; y otra, el grado de autonomía y soberanía de la 
organización, frente a sus relaciones con otros actores sociales de su contexto inmediato, en 
cuanto a su origen, historia y financiación (Montenegro M., 2004). 
Finalmente, la participación comunitaria se realiza en el seno de comunidades concretas, 
y se interpreta como política al ser acciones organizadas para incidir en asuntos públicos que 
afectan a la comunidad y como asociativa al proceder de grupos organizados, que pueden ser 
formales e informales, seguir vías institucionales o instituyentes. Es un espacio dinámico en el 
cual se reflexiona y actúa colectivamente para la mejora de las condiciones de vida de los 
miembros de la comunidad, en asuntos que han definido que son de su interés o que les afectan. 
Entre sí existe un sentimiento de pertenencia que motiva la participación, un sentimiento de 
confianza que las recompensas se distribuirán de manera colectiva pues las necesidades son 
compartidas, y la participación de cada quien es una garantía de control para que suceda de esa 
manera (Montenegro M., 2004). 
Contextualizando al objetivo de la investigación, existen diversas perspectivas teóricas para 
abordar la relación de la participación y ciudadanía en la población migrante, así, en La 
Participación en el Ámbito Local como Modelo de Construcción de la Nueva Sociedad (Bilbao 
Urkidi, 2012), que articula la noción de capital empleada por Woolcock y Putnam con la 
participación.  Ello en el marco de la propuesta de incorporación social del Centro Social 
Ignacio Ellacuria para Bilbao y Bizkaia en el ámbito de una nueva sociedad –intercultural- de 
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migración; la cual contempla varios aspectos: acompañamiento de los procesos migratorios, 
fortalecimiento asociativo y participativo de las personas migrantes a través de asociaciones 
propias, incidencia social y política a través de campañas de sensibilización, etc. Mencionan 
como principios la paridad, corresponsabilidad y diálogo entre los diferentes valores culturales, 
sociales y religiosos, para fomentar el encuentro y el enriquecimiento mutuo (Bilbao Urkidi, 
2012). 
Ledesma (2013) en su reseña sobre Política en Movimiento: Estado, ciudadanía, exilio y 
migración en América Latina hace referencia al vínculo entre ciudadanía y participación 
política señalando que los procesos políticos de los migrantes van más allá de los procesos 
electorales; de igual manera, menciona la importancia de la cultura entendida como disparador 
de la participación política e insumo básico para la construcción de la autonomía política de 
los migrantes. Plantea comprender la vinculación entre la migración internacional, los 
migrantes y las diversas manifestaciones de la política, más allá de enfoques economicistas y 
funcionalistas transnacionales que comprenden la realidad desde lógicas individualistas y 
racionales. En definitiva, la dimensión política es el resultado de la constitución de vínculos 
culturales, económicos, sociales y simbólicos que surgen en la experiencia del migrante 
(Ledesma, 2014). 
Gálvez (2013), por su lado, en la Ciudadanía y los Inmigrantes: Un desafío a la democracia 
realiza una reflexión en base a su investigación sobre las organizaciones inmigrantes en New 
York, enfatizando la existencia de una modalidad alternativa de ciudadanía –cultural- fundada 
en nociones de humanismo universal. Su noción de ciudadanía no da por sobreentendido que 
exista la necesidad que las demandas de los actores gocen de legitimidad en el Estado nacional, 
es decir, se ejerce y existe a pesar de no contar con ésta (Gálvez, 2013). 
En Los derechos de participación como elemento de integración de los inmigrantes De 
Lucas evidencia que la complejidad de la movilidad humana produce un profundo debate y 
desafía la concepción de ciudadanía.  Implica una reflexión sobre el “pertenecer”: sobre la 
condición de pertenencia a la comunidad política basada en el vínculo de la nacionalidad (De 
Lucas et al., 2008).  
Los flujos migratorios interpelan directamente a los dos elementos centrales que 
conformaron el perfil excluyente de la categoría en su acepción moderna: la negación de 
determinados derechos a determinadas clases de sujetos y el anclaje de la categoría en el marco 
territorial del Estado-Nación, asumido como culturalmente homogéneo (De Lucas et al., 2008).  
De Lucas menciona constantemente la importancia del ámbito local como marco 
especialmente idóneo para la integración cívica de los migrantes, es decir, para la incorporación 
de los migrantes a la ciudadanía local. Los tres bloques de propuestas de acción planteados 
para avanzar hacia una ciudadanía inclusiva en la localidad son: participación política (ligada 
a la ciudadanía, desnacionalización de la ciudadanía), participación cívica (consejos 
consultivos, asociacionismo inmigrante) y participación social (normalizar la participación 
del inmigrante en el conjunto de relaciones y espacios de la vecindad) (De Lucas et al., 2008). 
Ana Paula Penchaszadeh y Corina Courtis en Sujetos políticos migrantes y el dilema de la 
naturalización. ¿Variaciones posnacionales? de acuerdo con De Lucas y otros autores reiteran 
que es un hecho evidente que las migraciones ponen en jaque la estructura tradicional de la 
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comunidad política basada en el matrimonio Estado-Nación y que el reconocimiento pleno de 
los inmigrantes como ciudadanos sólo puede darse a través de un doble ejercicio de carácter 
posnacional. Así ubican a las migraciones como fenómenos complejos y multidimensionales 
que necesariamente interpelan la estructura nacional de los órdenes políticos actuales y 
analizan al migrante como sujeto político yendo más allá de la noción de sujeto de derechos 
(Penchaszadeh & Courtis, 2016). 
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4. METODOLOGÍA  
El diseño de investigación fue realizado desde una perspectiva crítica y enmarcado en 
la apuesta epistémica decolonial, bajo el supuesto que proyectos políticos de ciudadanías 
alternativas o la construcción de un sujeto político sin nación, no son reconocidos por la red de 
poder colonial ni el discurso moderno predominante, es decir por el sistema de poder de la 
colonialidad-modernidad; y por tanto, requiere de un planteamiento de una metodología “otra” 
(decolonial) para transitar hacia un proceso de gestión del conocimiento descolonizante y 
evidenciar abiertamente una postura ideopolítica (Ortiz et al., 2018) del asunto en cuestión. 
Así mismo se pone de manifiesto cómo las migraciones internacionales en el marco de la 
globalización interpelan la ciudadanía nocional y cómo las realidades, las experiencias, las 
prácticas y las voces de las y los migrantes en el marco de su participación social y política 
producen constantes tensiones y esbozan posibilidades de ciudadanía más justas y que además 
no impliquen la supresión de su identidad. 
El giro decolonial cuestiona el orden de conocimiento prevalente, así como sus modos de 
validación y localidades. En palabras de O´Connor (2016): “Para establecer un proyecto 
decolonial, es necesario primero una crítica epistemo-ética. Es la recuperación de otras voces 
provenientes de localidades geográficas no europeas: el pensamiento del Sur, de América 
Latina e India; es un modo de expandir la geografía del conocimiento”. 
En ese sentido, la presente investigación se comprometió con una decolonialización del 
saber ante el reconocimiento del vínculo específico entre conocimiento y poder sobre la cual 
descansa la eficacia neutralizadora de la construcción discursiva de los saberes sociales 
modernos y la legitimización de las relaciones asimétricas de poder (Grupo de Estudios Sobre 
Colonialidad, 2012).  
Para Coronil (1999) dichos saberes sociales modernos cuentan con algunas operaciones 
cognitivas que los caracterizan, entre los cuales tiene la capacidad de convertir las diferencias 
en jerarquías y naturalizar esas representaciones (Grupo de Estudios Sobre Colonialidad, 
2012). 
Se planea generar un conocimiento situado (Haraway, 1988), pues no busca generalización 
ni universalización y donde las voces y los saberes del sujeto-actor (mas no objeto) juegan un 
rol protagónico (Leyva & Speed, 2008). 
A partir de ese planteamiento se plantea una metodología con enfoque cualitativo desde 
un paradigma interpretativo y de corte transversal. 
Se plantea por tanto un muestreo por intensidad, a través de cual la elección se hace en 
relación a las características específicas que poseen ciertas personas y que son de interés para 
la investigación (En Morse, 1998, Patton, 1990 en Montero, 2006a). 
Para la presente investigación la población participante– los sujetos políticos─ son las 
personas inmigrantes colombianas y venezolanas que residen y tiene su acción social política 
en espacios formales y no formales de participación en el DMQ. Se levantó la información con 
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aquellas personas representantes, fundadoras y/o pertenecientes a las asociaciones y colectivos; 
desde la población venezolana:  
- Daniel Regalado, representante de Venezuela en Ecuador y participante del Consejo 
Consultivo de Movilidad Humana del Consejo de Protección del Distrito Metropolitano 
de Quito. 
- Gustavo Isava, representante de Migrante Universal       
- Roica Salas, integrante de Asociación Civil Venezuela en Ecuador 
- Yasmina Hera, representante de Asociación de Periodistas Venezolanos en Ecuador 
Desde la colombiana: 
- María C. Mendoza, mujer activista en condición de refugio, participante de Consejo 
Consultivo de Movilidad Humana del Consejo de Protección del Distrito Metropolitano 
de Quito, Red Nacional de Mujeres, Mesa de Víctimas de Colombia en Quito. 
- “María”2, representante de Alianza Internacional de Migrantes Ecuador (IMA Capítulo 
Ecuador),  
- Diana Mesa, representante del Colectivo de Exiliados y Refugiados en el Ecuador y 
REVICPAZ-LAC 
De la misma forma, Además, se cuenta con las intervenciones de representantes de 
entidades públicas y la academia, cercanos a los temas en cuestión: 
- Javier Arcentales, abogado, docente de la Universidad Andina Simón Bolívar, defensor 
de derechos humanos de las personas en movilidad humana 
- Verónica Moya, secretaria ejecutiva encargada del Consejo de Protección del Distrito 
Metropolitano de Quito. 
- Leopoldo Rovayo de la Dirección de Información y Análisis de la Movilidad Humana, 
en el Viceministerio de Movilidad Humana. 
Desde allí y con la finalidad de contar con varias fuentes de información para presentar el 
relato con profundidad, las técnicas o herramientas de recolección de datos empleados fueron: 
Revisión y análisis documental: Sobre instrumentos internacionales, normativa y política 
pública nacional y local, estudios e investigaciones que contiene experiencias vinculadas al 
interés de estudio, revisión de información de medios de comunicación y redes sociales. Esta 
                                                          
2 Participante no autoriza uso de nombre. 
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herramienta contribuyó de manera fundamental al primer objetivo y proporcionará insumos 
para el ejercicio comparativo. 
Entrevistas a profundidad: Dicha técnica se planificó para para poner de manifiesto la voz 
de personas representativas de los grupos sujetos de investigación, pero que no funjan de 
lideresas o lideresas. Empero, por la coyuntura de declaración de pandemia por COVID-19,  se 
aplicó este tipo de entrevistas, de manera individual, a quienes ejercen liderazgo en sus 
diferentes asociaciones y colectivos. Siendo que se aplicaron 4 entrevistas a población 
venezolana (dos mujeres y dos hombres) y 3 entrevistas a población colombiana (todas 
mujeres, toda vez que fueron quienes accedieron a participar en la investigación). 
Así mismo se realizaron dos entrevistas a servidores/as públicas vinculadas con procesos 
de participación de personas en situación de movilidad humana en espacios en el DMQ como 
la Mesa Nacional de Movilidad Humana (Viceministerio de Movilidad Humana- Dirección de 
Información y Análisis de la Movilidad Humana) y el Consejo Consultivo de Derechos de 
Movilidad en el DMQ (Consejo de Protección de Derechos- secretaria ejecutiva, 2020).  
Se incluye una entrevista a un representante de academia, abogado constitucionalista y 
activista de las causas vinculadas a la movilidad humana, con el fin de contar con otra arista de 
análisis. Todas las entrevistas contaron con consentimiento informado. 
Los datos generados a raíz de las entrevistas favorecen el cumplimiento de los tres objetivos 
planteados en la investigación. 
Para el análisis de datos, posteriormente a organizar los archivos de información (notas de 
campo, transcripciones, archivos, notas de prensa, entre otros), se plantea el caso (Creswell, 
n.d.). Para estar acorde a la postura epistemológica planteada se empleará Análisis de 
Contenido, como una posibilidad de emprender un ejercicio reflexivo. Es así que de las 
dimensiones que emergieron del marco teórico se establecieron categorías de análisis.  
Se  intentará poner en escenario algunas de las tensiones dialécticas que se encuentran en 
el núcleo de la modernidad occidental, tales como: la regulación social y la emancipación 
social, el estado y la sociedad civil (donde se vislumbran las políticas de derechos humanos en 
sus versiones hegemónicas como contra hegemónicas) y el Estado-nación –soberano- y la 
globalización –neoliberal y la contra hegemónica- (De Sousa Santos, 2010).  
Tal como lo plantea De Sousa (2010), es importante avanzar hacia un pensamiento crítico 
postabismal, ecológico en el sentido en que se basa en la pluralidad de conocimientos 
heterogéneos y sus interconexiones continuas y dinámicas. Por tanto se plantea la investigación 
desde una ecología de saberes, entendiendo que el pensamiento postabismal presupone: la idea 
de una diversidad epistemológica del mundo; plantear una epistemología general de la 
imposibilidad de la epistemología general; el reconocimiento de la existencia de una pluralidad 
de conocimientos (más allá del conocimiento científico, no existe una sola forma válida y 
exacta del conocimiento); tanto como los conocimientos interactúan lo hacen también las 
ignorancias; forzar la credibilidad para un conocimiento no científico, apostar por el uso 
contrahegemónico del conocimiento científico (prácticas científicas alternativas: 
epistemologías feministas y postcoloniales) y promover la interacción e interdependencia  entre 
el conocimiento no científico y el científico; los conocimientos no son abstracción sino 
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prácticas de saberes que permiten o no ciertas intervenciones en el mundo real (De Sousa 
Santos, 2010).   
Finalmente es de gran importancia mencionar que una vez concluido este informe, se 
contempla una fase de devolución (Leyva & Speed, 2008) a la comunidad- política- inmigrante 
venezolana y colombiana que reside en Quito, sujeto de la investigación. En el sentido en que 
el estudio pretende plantear un beneficio para ella.  
Los recaudos éticos se plantearon a partir del consentimiento informado. Todas las personas 
participantes fueron notificadas del objetivo de la investigación, así como el uso que se daría a 
la información recolectado. Se solicitó su aprobación del uso de su nombre salvo un caso que 
solicitó explícitamente que se mantenga el anonimato. Se indicó también que al participar en 
esta investigación no corrían ningún riesgo y que en cualquier momento podían dejar de 
participar de modo voluntario.  
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5. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 
5.1. Migración, movilidades y movilidad humana 
Concepciones en torno a la migración, movilidades, movilidad humana 
El marco de normativa internacional, nacional y local respecto a la movilidad humana es 
amplio y basto; sus enunciados se plantean desde el discurso de los derechos, la dignidad, la 
no discriminación, la protección, la inclusión y cohesión social.   
El Ecuador ha ratificado varios instrumentos internacionales generales sobre derechos 
humanos y específicos sobre derechos de la población migrante (trabajadores, no 
documentados, refugiados) así mismo ha contemplado en su Constitución (2018) importantes 
enunciados tales como el “derecho a migrar” y la “Ciudadanía Universal” (libre movilidad de 
los habitantes del planeta).  
La Ley Orgánica de Movilidad Humana (LOMH) define la Movilidad Humana como: “Los 
movimientos migratorios que realiza una persona, familia o grupo humano para transitar o 
establecerse temporal o permanentemente en un Estado diferente al de su origen o en el que 
haya residido previamente, que genera derechos y obligaciones”(LOMH, Art. 3, numeral 8).  
En el Plan Nacional de Desarrollo Toda una Vida, 2017 al 2021, plantea acciones para la 
reafirmación y ejercicio pleno de derechos de varios grupos sociales entre ellos el de las 
poblaciones en situación de movilidad humana y sus familias.  
La Agenda también establece el Enfoque de Movilidad Humana, entendido como aquel 
que:  
(…) asume las diferentes dinámicas de Movilidad Humana, es decir, la salida, el 
tránsito o permanencia en un lugar diferente al de origen residencia habitual y retorno, 
como factores decisivos en el ejercicio de los derechos humanos de todas las personas 
con independencia de su nacionalidad y calidad migratoria. (Consejo Nacional para la 
Igualdad de Movilidad Humana, 2020, p. 18) 
Se establece una clara relación entre movilidad humana y el ejercicio de derechos humanos 
y se señala el vínculo entre movilidad humana y desarrollo para valorar el impacto positivo de 
la migración en los países de origen y destino, sus aportes y contribuciones en aspectos 
económicos, productivos, sociales y culturales (Consejo Nacional para la Igualdad de 
Movilidad Humana, 2020). 
En el Plan Nacional de Desarrollo Toda una Vida, 2017 al 2021, plantea acciones para la 
reafirmación y ejercicio pleno de derechos de varios grupos sociales entre ellos el de las 
poblaciones en situación de movilidad humana y sus familias (República del Ecuador- 
Senplades, 2017). 
34 
En cuanto a la normativa local, la Ordenanza 271, expedida el 29 de septiembre del 2008, 
a la par de la Constitución del Ecuador (ratificada en referéndum el 28 de septiembre del 2008 
y entra en vigor el 20 de octubre del mismo año) y asumida en todas sus partes en la Ordenanza 
001 que expide el Código Orgánico Municipal, define a la movilidad humana en el Artículo 
11.5.139: 
La movilidad humana se encuentra inserta en el proceso de globalización, donde 
diferentes actores y grupos sociales reproducen desigualdades y encuentran 
oportunidades, en un contexto de profundización de inequidades y discriminación a 
nivel mundial y de relaciones sistémicas entre las políticas económicas y el deterioro 
de la situación de la población, las mismas que deben ser transformadas positivamente, 
por lo que se reconoce a las personas el derecho a migrar. No se identificará ni se 
reconocerá a ningún ser humano como ilegal por su condición migratoria. (Código 
Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 382) 
Para el abogado y defensor de derechos, el término movilidad humana, incluido a partir de 
lo enunciado en la Constitución, conforme lo ya descrito, permite agrupar las diversas causas 
y formas de migración: 
El tema de la concepción de la categoría movilidad humana te abre a otras formas de 
movilidad, que incluyen todas las causas por las cuales las personas puedan moverse, 
no cierto, todas las formas incluyendo el tema de los ámbitos geográficos, si es una 
movilidad interna, internacional, voluntaria, si es forzada. El ámbito de la movilidad 
humana es más amplio. (J. Arcentales, comunicación personal, 04 de noviembre, 2020) 
La dimensión de la movilidad humana por condición migratoria 
La Agenda Nacional de Igualdad, asume el concepto de movilidad humana incorporado en 
la Ley, añadiendo que el tránsito o estadía genera derechos y obligaciones “independientemente 
de la situación migratoria”. Se menciona que el término reemplazó al de migración y que el 
mismo refiere un proceso complejo donde confluyen diversos factores que se interconectan e 
interactúan, así como una amplia categorización de situaciones definidas en la LOMH:  
- Personas ecuatorianas en movilidad humana: emigrantes; personas retornadas: 
voluntario o deportado. 
- Personas extranjeras en Ecuador: inmigrantes: residente temporal o permanente; 
visitante temporal: transeúnte, turista. 
- Personas extranjeras sujetas a protección internacional: solicitante de protección 
internacional; persona en condición de refugio, asilo diplomático o territorial, apátrida. 
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De esta forma se entiende como la movilidad humana abarca para el Estado Ecuatoriano 
las diferentes condiciones migratorias. Así mismo se incorporan las personas víctimas de trata 
de personas y/o tráfico de migrantes, y las intersecciones que pueden tener todas estas 
categorías con los grupos de atención prioritaria determinadas en la Constitución del Ecuador 
(CRE, Artículo 35) (Consejo Nacional para la Igualdad de Movilidad Humana, 2020).  
Por otro lado, la normativa local, la Ordenanza 188, expedida antes de la Constitución del 
Ecuador y asumida en todas sus partes en la Ordenanza 001 que expide el Código Orgánico 
Municipal, considera en el Artículo 11.5.139. a las personas en movilidad humana 
“independientemente de su condición migratoria:  
a. A las personas que salen del Distrito Metropolitano de Quito con la intención de 
asentarse de manera temporal o definitiva fuera de esta circunscripción;  
b. A las familias de las personas que salen del Distrito Metropolitano de Quito, y que 
se encuentran habitando en la ciudad;  
c. A las personas ecuatorianas o extranjeras que llegan al Distrito Metropolitano de 
Quito para asentarse en él, ya sea con fines de tránsito o de permanencia temporal o 
definitiva;  
d. A las personas ecuatorianas o extranjeras, que por causa de cualquier tipo de 
violencia, buscan refugio en el Distrito Metropolitano de Quito; y,  
e. A las personas ecuatorianas o extranjeras, que por causa de cualquier tipo de eventos 
naturales que produjeran catástrofes, buscan protección en el Distrito Metropolitano de 
Quito. (Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 382) 
Desde ese entendimiento de movilidad humana, el Estado ha establecido una 
categorización basada en las condiciones migratorias: emigrante/ecuatoriano retornado, 
inmigrante, persona con necesidad de protección/refugiado, además de considerar a las 
víctimas de trata de personas y tráfico de migrantes. 
En el caso de la Municipalidad de Quito, la normativa se muestra más inclusive, 
considerando la familia de las personas que migran, y a cualquier persona que requiera 
protección sin considerar que esta sea a través de la solicitud de refugio o carnet de refugio.  
La dimensión legal de la regularidad- irregularidad en la movilidad humana 
Desde la perspectiva de un académico y defensor de derechos humanos, existe una franca 
brecha entre lo planteado en la Constitución y la gestión de las migraciones por parte del estado 
ecuatoriano, la misma que se plantea en términos de regularidad- irregularidad:  
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(…) Ahora haciendo un balance, yo siento que el Ecuador ha aprendido poco, de 
algunos aprendizajes muy poco instalados en la en la institucionalidad en relación a 
movilidad  humana si bien hay una Constitución  garante de derechos, creo que  en la 
práctica, lo que ves, es que no hay como tal un aprendizaje instalado de cómo se 
gestiona la migración (…) Creo que ahí hay unas falencias  muy graves en las que la 
política pública desde la migración se sigue basando en la regularidad o la irregularidad 
las personas, (…). (J. Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020). 
Siendo que se mantiene en la práctica un enfoque de seguridad-control de las migraciones, 
vinculado sin lugar a duda, a la defensa de la soberanía: 
(…) se cree que la migración se controla a partir de la imposición de multas, del cierre 
de fronteras, es una visión que todavía se mantiene permeada por la seguridad, muy 
reacios a que exista regularidad migratoria, muy reacia al acceso a derechos de la 
población inmigrante y eso, creo que queda mucho en deuda el país, en temas más 
amplios. En temas específicos, por ejemplo, el refugio, el refugio se ha reducido 
únicamente a la consecución de un papel, de un carné de refugiado, pero si una persona 
refugiada, por ejemplo, requiere mayor protección porque sé que su vida peligra 
también aquí, la Fiscalía poco sabe de la condición de refugiados. Entonces creo que 
hay una brecha grande entre la Constitución y las prácticas creo que hay un balance que 
en su mayoría es negativo.”. (J. Arcentales, comunicación personal, 04 de noviembre, 
2020). 
Lo que evidencia que la gestión migratoria no representa lo expuesto en la Constitución y 
la Agenda Nacional de Igualdad, no se traduce a la preocupación del acceso a derechos de la 
población inmigrante con ciertas formas de regularización o en situación irregular, y respecto 
a la protección internacional que acompaña el reconocimiento del refugio se mantiene en un 
papel.  Tratándose al parecer de un proyecto que no tiene cabida en la práctica. 
Lo que pone de relieve el enfoque seguritista que se mantiene en la gestión de las 
migraciones, si bien la Constitución del Ecuador enuncia la libre movilidad, y la igualdad de 
derechos y obligaciones con los nacionales. 
La dimensión de la movilidad humana a través de representaciones sociales 
Ser una persona en movilidad humana es entendida de manera general como: “(…) alguien 
que ejerce un derecho, el derecho humano a moverte en el mundo para poder mejorar sus 
condiciones de vida no, para buscar una vida digna en términos muy amplios “(J. Arcentales, 
entrevista, 04 de noviembre, 2020). 
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A continuación, se expondrán las diferentes representaciones que los actores participantes 
de la investigación tienen al respecto del ser una persona en movilidad humana desde sus 
vivencias y prácticas.  
Para Yasmina (entrevista, 05 de diciembre, 2020), fundadora de la Asociación de 
Periodistas Venezolanos en Ecuador (APEVE), ser migrante se resumen en: “Emprender, 
sacrificio esa es una de las principales y primordiales palabras que deberían estar dentro de este 
vocabulario de migrante, sacrificio, volver a comenzar (…)”. Para Luz Miriam Jaramillo de 
Alianza Integral de Migrantes, ser migrante es: 
(…) abandonar tu tierra, tus seres queridos las cosas que quieres e ir a buscar un mejor 
porvenir en otro país, no necesariamente se migra porque uno es un muerto de hambre, 
se migra porque uno quiere mejorar las condiciones de vida que no tenían en el país. 
(Entrevista, 17 de diciembre, 2020) 
La condición de migrar, de estar en movilidad humana, se vincula entonces con ejercer un 
derecho, y es también a nivel persona, perder o sacrificar algo para volver a empezar, con la 
promesa de la mejora de las condiciones de vida. 
Partiendo del hecho que si bien bajo el paraguas normativo y de política pública, existe un 
entendimiento de la movilidad humana como una noción amplia que puede congregar la 
globalidad de las condiciones migratorias, conforme lo investigado se mantiene la 
jerarquización en las migraciones, siendo que “(…) usualmente la migración es percibida desde 
la valoración de la diferencia, usualmente una valoración de diferencia negativa dependiendo 
el perfil de la persona migrante” (J. Arcentales, comunicación personal, 04 de noviembre, 
2020). 
Desde esa perspectiva la diferenciación en ese ser migrante se ha establecido en función de 
varias categorías tales como ser: “extranjero”, “inmigrante”, “emigrante”, “pobre”, “regular”, 
“irregular”, “migrante indocumentado”, “refugiado”, dando cuenta de una jerarquización de la 
migración. 
Respecto al término extranjero, la Ley Orgánica de Movilidad Humana (LOMH) define a 
la persona extranjera en el Ecuador como “(…) aquella que no es nacional del Estado 
ecuatoriano y se encuentra en el territorio en condición migratoria de visitante temporal o 
residente” (LOMH, Art.42); la persona inmigrante: “(…) toda persona extranjera que ingresa 
al Ecuador con el ánimo de fijar su residencia o domicilio de forma temporal o permanente en 
el territorio”. (LOMH, art.3); los visitantes temporales: “(…) toda persona extranjera con 
categoría migratoria de transeúnte, turista y solicitante de protección internacional” (LOMH, 
art.3). 
Contemplando uno de los términos más comunes en cuanto a su uso, “extranjero”, según 
el académico y abogado defensor de derechos de las personas en movilidad humana, éste tiene 
una connotación de exclusión: 
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(…) contiene, digamos, un significado excluyente respecto de la nacionalidad y de la 
pertenencia a un país, quién no pertenece o no es nacional de un país, es considerado 
una persona extranjera, está más vinculado al ámbito de la migración internacional, que 
implica los cruces de frontera, creo que esas serían las principales diferencias. (J. 
Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
Para la secretaria ejecutiva (e) del Consejo de Protección de Derechos del DMQ, es una 
categoría que marca un límite, un distanciamiento y una diferenciación entre el originario o el 
que tiene la nacionalidad del país receptor y el otro; que la Constitución trata de desmontar. En 
sus palabras:  
(…) el extranjero si me parece que es una categoría fuerte de diferenciación, muchas 
veces está asociada con prácticas más xenófobas, de rechazo, de discriminación, etc., 
entonces el que no es parte de nosotros, me parece que es una categoría mucho más 
fuerte que también está considerada evidentemente en la Constitución cuando trata de 
desmontar todo este discurso político de este extranjero y dice que la ciudadanía es 
universal y que no existe como esa diferencia por lo menos en el territorio ecuatoriano 
y establece los mismo derechos para los ecuatorianos como para las personas que 
vengan de afuera. (V. Moya, comunicación personal, 07 de noviembre, 2020) 
Para Luz Miriam Jaramillo (entrevista, 17 de diciembre, 2020), colombiana e integrante de 
Alianza Integral de Migrantes, manifiesta que “Extranjero es una persona extraña en un país”, 
pero es una posición que va cambiando conforme más tiempo se encuentra en el país: “(…) 
cuando nosotros estamos ya en un país y decidimos radicarnos en un país por trabajo, por 
estudio, porque huimos de un conflicto (…) nos adaptamos a cultura de ese país, es decir 
comenzamos a cambiar, comenzamos a integrarnos (…). 
Por otro lado, el representante de Asociación Civil Venezuela en Ecuador considera que el 
término “extranjero” no tiene un tinte discriminatorio fundamentado en la historia de su país 
de origen respecto a la visión y gestión de la inmigración, incluyendo la ecuatoriana:  
Yo soy de un país, netamente desarrollado por la migración, por extranjeros, por 
desplazamientos de otros países hacia Venezuela, esa es nuestra historia (…) para 
nosotros no existe hasta que yo estuve por lo menos, no existe ningún tipo de conflicto 
decirle tú eres extranjero porque no es peyorativo, no es ofensivo sino simplemente es 
curiosidad para poder entablar una amistad, ya que para nosotros los extranjeros son 
tan parte del país como lo que es el nativo. (G. Isava, entrevista, 11 de noviembre, 2020) 
Roica Salas (entrevista, 13 de noviembre, 2020), que participa activamente desde hace 
cuatro como integrante en la Asociación Civil Venezuela en Ecuador, manifiesta que el término 
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extranjero se relaciona de forma exclusiva con la inmigración: “(..) movilidad es un grupo de 
personas que se pueden trasladar de un lugar a otro, extranjero venimos de otro lugar, 
inmigración incluye todo los que salimos del país y los mismos que estamos en el país.”. 
En cuanto a la población inmigrante, se evidencia una condición de “extranjero” con varias 
connotaciones de por medio conforme las vivencias de los diferentes actores en movilidad 
humana entrevistados, pero con un factor común, lleva una connotación de diferenciación. 
Otro de las representaciones puestas sobre la mesa es la de la persona refugiada. Misma 
que para la Ley Orgánica de Movilidad Humana, se comprende como:   
(..) toda persona que, confundados temores de ser perseguida por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no 
quiera acogerse a la protección de tal país. (LOMH, art.98). 
Desde la voz de los actores familiarizados con el proceso de refugio, dan cuenta sobre como 
el “ser reconocido” por el estado ecuatoriano como “refugiado”, da una identidad, pero no ha 
significado contar con la protección internacional que amerita. Mas si conlleva un trato 
diferenciado “discriminatorio”.  
Conforme refieren los actores, por otro lado, se menciona cómo se realza la contribución 
de las personas emigrantes y los ecuatorianos retornados frente a la de personas en las otras 
condiciones migratorias, lo cual se ha visto reflejado además en acciones afirmativas concretas, 
que han favorecido inclusive el sostener los derechos políticos de “ciudadanos ecuatorianos” 
en otros territorios no nacionales. Esto frente al poco valor que se le entrega a la contribución 
de las personas inmigrantes en determinadas condiciones. 
Dimensión estructural social, económica y política de la movilidad humana 
Gestión de las migraciones por parte del Estado 
La política sobre la movilidad humana del estado ecuatoriano dice estar fundamentada en 
los enunciados de la Constitución de la República del Ecuador (CRE), es decir en la libre 
movilidad, la eliminación progresiva de la condición de extranjero, la ciudadanía universal. 
Conforme lo mencionó Javier de Lucas, el “derecho a la libre circulación” como derecho 
universal humano, es un pilar que cambia la lógica y el alcance del principio de igualdad y una 
ciudadanía más plural e inclusiva, donde tiene cabida la “integración política” (De Lucas, 
2004). 
La tan esperada Ley Orgánica de Movilidad Humana empero resulta llena de contrastes y 
evidencia una política de control al tratarse de la inmigraciones o migraciones internacionales, 
anclándose en el régimen global de gestión de la migración (regulaciones migratorias y las 
políticas fronterizas), bajo la bandera de la soberanía, en relación y tensión con el capitalismo 
y la gobernabilidad neoliberal (con sus formaciones posnacionales). Los discursos al respecto 
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de la gestión de las migraciones, plantea límites para la “libre movilidad” que promulga la CRE 
por un lado y por otro la integración de los migrantes. 
En esa gestión del estado se pueden develar la tensión inclusión-exclusión, y del mercado 
laboral y la ciudadanía. 
Desde los diferentes actores entrevistados existe una diversidad de perspectivas sobre la 
gestión que ha realizado el estado ecuatoriano en la ejecución de lo expuesto desde lo 
normativo, fundamentalmente desde la CRE. 
Para el embajador L. Verdesoto, director de Información y Análisis de la Movilidad 
Humana, dependencia directa del gabinete del viceministro de movilidad humana, política 
migratoria se resume: 
(…) la política pública en relación a la migración está basada básicamente en lo que 
dice la Constitución Ecuatoriana: Es que reconoce a la migración como un derecho y 
no criminaliza la migración.” (…) Las migraciones, el Estado Ecuatoriano las está 
gestionando desde el punto de vista de la libre movilidad, está concebida, y la no 
criminalización de la migración que está concebida desde nuestra Carta Magna, desde 
nuestra Constitución; de ahí que el Ecuador en lugar de poner barreras, por ejemplo 
para la diáspora de ciudadanos venezolanos que vinieron a partir del 2017 y alcanzó un 
pico máximo el 2019, no ha puesto freno a eso, sino que más bien a tratado de generar 
una acogida positiva toda esa migración. Tomando en cuenta también que hay de por 
medio un tema humanitario. (Entrevista, 22 de diciembre, 2020). 
Daniel Regalado expresa que el estado ecuatoriano tiene las políticas públicas y los 
acuerdos internacionales, pero no la aplican de forma idónea a la realidad de la población 
migrante y desplazada, fundamentalmente la venezolana y colombiana. Plantea que una 
aplicación adecuada es regular la condición de los migrantes en el país para avanzar hacia una 
política de inclusión:   
Si no hace una regularización masiva sin tanto protocolos, sino reconociendo y viendo 
quién es esa persona, dónde está ubicada, y por qué está ubicada y cuál es la manera 
más idónea de regularizarla, a pesar, conociendo ya (...) su situación país, entonces 
fuera mucho más sencillo. Porque tener personas irregulares en el país, de alguna 
manera que no son visibles para las políticas nacionales o hasta económicas del país, 
eso genera el descontrol dentro del mismo gobierno y afecta a la misma población 
nacional y extranjera. Entonces al tener una regularización (…) es mucho más factible 
aplicar políticas de inclusión y es lo que no ha hecho este gobierno. (Entrevista, 27 de 
octubre, 2020) 
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Según Javier Arcentales, el Ecuador se ha configurado con un país con una movilidad 
humana intensa de emigración, refugio e inmigración, pero que sin embargo no cuenta con un 
aprendizaje instalado en la institucionalidad. Se sigue basando en la migración desde la 
regularidad-irregularidad de las personas, marcando una clara brecha entre la Constitución y 
las prácticas, con un balance negativo. Conforme sus palabras: 
(…)  hay unas falencias muy graves en las que la política pública desde la migración se 
sigue basando en (…)  ponemos visa o no ponemos visa, una fuerte idea de control y 
de punitivismo, de castigo a las personas migrantes (…) se cree que la migración se 
controla a partir de la imposición de multas, del cierre de fronteras, es una visión que 
todavía se mantiene permeada por la seguridad, muy reacios a que exista regularidad 
migratoria, muy reacia al acceso a derechos de la población inmigrante y eso creo que 
queda mucho en deuda el país, en temas más amplios. En temas específicos, (…) el 
refugio se ha reducido únicamente a la consecución de un papel (…) pero si una persona 
refugiada (…) requiere mayor protección porque sé que su vida peligra también aquí, 
la Fiscalía poco sabe de la condición de refugiados. (Entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
María C. Mendoza (entrevista, 12 de diciembre 2020), hace referencia a las demoras en del 
país de tramitar la solicitud de refugio: “uno llega pide refugio le dan a uno tres fechas, contar 
y contar y contar lo que pasó, vivir eso tres veces eso es un irrespeto, remover las causas (…) 
aparte de eso se demora (…) para darle una visa permanente”. Y afirma que el contar con la 
visa y luego la cédula “no nos sirve para nada. 
Conforme, Verónica Moya (entrevista, 07 de noviembre, 2020), la gestión de las 
migraciones es todavía muy débil y lo que sucede en Quito es una experiencia significativa que 
aún contacto con fuerza política, académica y social tiene dificultades para gestionar de mejor 
manera. Expresa además que no está en las agendas de las autoridades naciones y locales para 
abordar el tema con fuerza, recursos y servicios, y que de alguna forma la propia dinámica 
social no favorece esto: “(…) eso pasa por algunos temas de organización, de representación 
(…)  eso si hace que tengan (…)  que gestionar (…)  los grupos que están en esa circunstancia, 
pero como una política pública clara, con recursos, con estrategias (…) no hay fortalecida” 
Diana cuestiona que a pesar que se conozca la situación de Venezuela, el gobierno esté 
planteando sacar una reforma a la Ley de Movilidad Humana:  
(…) las personas (…) que están en la cabeza de estos cambios de la ley migratoria no 
son personas idóneas porque hay que estudiar todo, hay que estudiar cómo está la 
condición en Venezuela, qué es lo que está pasando en Venezuela, por qué la gente está 
viniendo, si lo saben, pero se hacen los que no. (Entrevista, 11 de enero, 2021) 
Gustavo Isava (Entrevista, 11 de noviembre, 2020), hace mención del Decreto 826 que 
firmó el presidente Lenín Moreno el 25 de julio de 2019, otorgando una “amnistía migratoria” 
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para todas las ciudadanas y ciudadanos venezolanos que no han violado las leyes del Ecuador 
y que ingresaron a través de los puntos de control migratorio al territorio del Ecuador o que 
habiendo ingresado regularmente se encuentran en condición migratorio irregular por haber 
excedido el tiempo de permanencia. 
Pero menciona que aún el 80% de la población venezolana en el país se encuentra irregular. 
De la misma forma manifiesta su preocupación por la reforma de la ley orgánica respecto a las 
causales de deportación y su expectativa por el nuevo gobierno ha posicionarse en el 2021:  
(…) vamos a ver quién queda electo y a ver qué política migratoria podemos conseguir 
que se cambie (…), por el momento con la nueva Ley que viene en proyecto (…)  sigue 
siendo lo mismo, sólo están picando mucho más en la parte de la deportación. 
(Entrevista, 11 de noviembre, 2020) 
María, por su parte considera que el Ecuador no estuvo preparado para recibir a la 
migración venezolana, pero que en términos generales a nivel mundial existe una 
estigmatización y criminalización hacia los migrantes: “en cualquier parte que tú vas (…) y es 
la cosa que el inmigrante es el peligro (…) es el que ha ocasionado el problema de la crisis que 
viven los países” (Entrevista, 17 de diciembre, 2020).  
De la misma forma menciona, que no hay una política de acogida, “(…) se recibe a la gente, 
pero no ha habido una política de integración”. Y conforme a lo que menciona la integración 
tiene que ver con el contar con los papeles en regla “(…) para que tus hijos puedan acceder a 
la cultura, que tú puedas acceder al trabajo, que tengas mejores condiciones de vida” 
(Entrevista, 17 de diciembre, 2020). El no trabajar en estas políticas favorece la presencia de 
“criminalización” y “xenofobia”:  
Las movilidades desde esa perspectiva se convierten en una preocupación y otras veces, 
una “anomalía” como resultado mecánico de desequilibrios de oferta y demanda en los 
mercados laborales (Casas-Cortés & Cobarrubias, 2020, p. 67). Poniendo como ejemplo, la 
declaración de “migración inusual” de la población venezolana.  
Conforme los estudios de Autonomía de la Migración (AdM), las regulaciones migratorias 
y las políticas fronterizas interactúan con las migraciones, pero no las afectan de manera causa- 
efecto o de forma aritmética: “más control, menos migración”(Casas-Cortés & Cobarrubias, 
2020). Las migraciones actúan con cierta autonomía entendidas como movimientos sociales. 
 
Trayectorias de la movilidad humana: prácticas 
Sin lugar a duda, la visión de la migración -inmigración- de las personas en movilidad 
humana entrevistadas tiene directa relación con sus vivencias. Éstas dan cuenta que existen 
diversas razones que motivaron su migración hacia el Ecuador, en algunos casos respondiendo 
a las diversas olas migratorias, mismas que difieren respecto a características de la población 
en movilidad humana, en cuanto a la educación, situación socioeconómica, clase. Ello se pone 
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en evidencia el caso de los representantes de las organizaciones orientados a la defensa de los 
derechos de los inmigrantes, venezolanas y colombianos. 
Así Daniel Regalado, presidente de la Asociación Civil Venezuela en Ecuador, lleva 
alrededor de 14 años viviendo en Ecuador y refiere que migró por motivos personales al quedar 
viudo. Planificó viajar por varios países latinoamericanos, vino como turista a Ecuador y 
recibió una oferta de trabajo con la posibilidad de contar con toda la documentación necesaria. 
Renunció a su empleo en el periódico El Nacional de Caracas y se instaló en Quito. Su 
migración no respondió a la situación de gobierno que posteriormente afecta a Venezuela 
(entrevista, 27 de octubre, 2020). 
Gustavo Isava, representante del Colectivo “Migrante Universal”, planificó su migración a 
raíz del fallecimiento de su padre a un país dolarizado con posibilidades de crecimiento y 
contando con una red de apoyo en Ecuador puesto que venía con cierta frecuencia. Sus 
hermanos que viven en Estados Unidos le dieron el pasaje y vive en Quito desde octubre del 
2018 (3 años), empezó con la visa residencial temporal UNASUR y posteriormente avanzó 
mientras se organizaba. Si bien cuenta con una regularización, mantiene las dificultades en la 
homologación de su profesión de abogado, trabaja asistiendo a un abogado venezolano que 
tiene matrícula en el Ecuador y lleva más tiempo en el país.  
Manifiesta además G. Isava (entrevista, 11 de noviembre, 2020) que la población que asiste 
enfrenta varias complicaciones a nivel económico y laboral: “(…) a veces el venezolano 
solamente por conseguir trabajo, no le importa que no le paguen el sueldo básico unificado, 
que le paguen algo, (…) por eso te digo, para un país tan pequeño es bien, bien complicado” y 
en los procesos de regularización:  
(…) al venezolano le cuesta hacer trámites ante Venezuela, sacar un pasaporte, es 
costoso, es complicado, está todo muy complicado y segundo tramitar una visa a un 
venezolano aquí es lo más costoso (…) Hay como medio discriminación, no quiero 
llamarlo discriminación, pero sí debería haber cambios de política regulatoria tanto 
analizadas muy bien por el gobierno y Cancillería (…). (G. Isava, entrevista, 11 de 
noviembre, 2020) 
Por su parte, Roica Salas, que participa en la Asociación Civil Venezuela en Ecuador y 
lleva desde julio de 2016 en el país, tuvo vivencias diferentes que la motivaron a migrar:  
Delincuencia, secuestraron el recorrido donde iba mi hija, iban a secuestrar a mi hija, 
llegaron a molestar a mi casa queriendo hacerle daño a uno de mis hermanos por 
equivocación, toda la delincuencia, lo que nos hizo salir del país, fue la delincuencia. 
La parte económica en ese momento siempre nos daba, los negocios daban para uno no 
salirse. Lo que era el miedo cuando tú salieras, tenías que llegar, entrar estar pendiente 
que no te vayan a hacer nada, eso fue lo que nos llevó a salir del país (R. Salas, 
entrevista, 13 de noviembre, 2020). 
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Sin embargo, su plan migratorio contó al igual que en los otros casos con una red de apoyo 
en Ecuador: “En el momento que yo pensé salir (…) para mí fue una experiencia triste porque 
dejaba mi país, pero en realidad mi hermano y mi mamá estaban aquí. Entonces no fue 
complicado tanto en ese momento.” De la misma forma su migración fue segura en 
comparación a otras en esos momentos (R. Salas, entrevista, 13 de noviembre, 2020). 
Yasmina, docente universitaria, periodista y representante de la Asociación de Periodistas 
Venezolanos en Ecuador (APEVE) describe su salida a través de la situación humanitaria y la 
posición de su gobierno: 
Salí de mi país por la situación de la crisis humanitaria, aunque no es tanto por la crisis 
humanitaria, sino que me vi obligada a salir del país porque yo en algún momento fui 
funcionaria pública del gobierno, me salí al ver la situación de lo que ya venía 
presentándose en el país y que no era el proyecto que nos habían vendido en aquel 
momento (…)  cada día me daba cuenta cómo iba cayendo la situación en el país (Y. 
Hera, entrevista, 05 de diciembre, 2020). 
Conforme refiere, su posición activista por los derechos humanos y la libertad de expresión, 
la colocan en la oposición al gobierno y la enfrentan a la persecución política: 
(…) yo venía siendo una protestante a nivel de comunicador social  en contra del 
gobierno y en las universidades donde estaba, pertenecía a  una universidad pública del 
Estado a nivel de las Fuerzas Armadas (…) yo era docente ahí y comienza la 
persecución porque yo no cumplía con los lineamientos que ellos me daban (…) 
impuestos por un gobierno que lamentablemente, yo siempre estuve en contra de eso, 
al ver la manera que estaban queriendo manipular a los jóvenes (..) ahí comienza la 
persecución , mi esposo que también era funcionario militar en ese momento (…) que 
no siguiera haciendo las denuncias públicas como yo lo hacía en los medios de 
comunicación,  haciendo un llamado a la sociedad civil y a los jóvenes que despertaran 
y  lo que estaba sucediendo en el país. (Y. Hera, entrevista, 05 de diciembre, 2020) 
Yasmina toma la decisión de migrar después que su esposo y ella fuesen amedrentados y 
su hijo golpeado.  Deciden que ella saldría con su hijo mayor sin rumbo fijo, fueron primero a 
Colombia y decidió posteriormente llegar a Ecuador, al tener una cuñada y una conocida 
ecuatorianas en Venezuela y por cercanía en cuanto a cultura. Manifiesta su incertidumbre en 
el trayecto y la dificultad para asimilar lo que estaba viviendo: 
(…) primera vez que salía de mi país en la situación como estaba saliendo tenía mucho 
miedo, no lo voy a negar, había momentos que yo pensaba que me quería devolver y 
sentía que era un sueño, pero al momento te puedo decir, que yo salí de Venezuela 
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llorando y llegué a Ecuador llorando. (Y. Hera, comunicación persona, 05 de diciembre, 
2020) 
Trabajó inicialmente en una empresa de armado de manualidades donde fue explotada 
laboralmente. Al dejar el trabajo, tuvo tiempo para avanzar con su documentación, pudo 
regularizarse al buscar apoyo con el Servicio Jesuita para Refugiados. 
María C. Mendoza lleva 20 años en el país después de salir de Colombia ante un riesgo de 
vida de su esposo: 
(…) nos tocó dejar nuestra familia, nuestros hijos, que es lo que más duele no, dejar mi 
hermano (…), dejar mi familia, llegamos con una mano atrás y otra adelante como se 
dice, mi esposo era concejal y tuvimos un atentado, de allá pues nos tocó salir de la 
clínica porque le iban a acabar de rematar, llegamos con él herido, le faltó el último 
punto porque no le alcanzaron a rematar el último punto (M. Mendoza, entrevista, 12 
de diciembre, 2020). 
Las condiciones de su migración fueron complejas y dividieron a la familia (“nuestras hijas 
se fueron unas para un lado, otras para otro”), de igual manera su llegada, sin conocer a nadie 
en Ecuador y debido a la discriminación y xenofobia por “ser colombiano” se les dificultó 
conseguir de forma inmediata una vivienda. Señala que las condiciones le cambiaron como 
persona: 
(…) íbamos arrendar no podíamos, no nos daban arriendo, colombiano no, fue una cosa 
tremenda y llegamos al parque de Cotocollao, ahí nos cogió la tarde ahí nos tocaba 
cubrirnos. Yo nunca sabía lo que era dormir en la calle, lo que era comer de la basura, 
nunca sabía que la vida era dura, mis padres nunca me enseñaron que la vida era dura 
(…) aquí me hice persona, me hice gente porque yo era muy presumida hasta que llegué 
aquí y puse los pies sobre la tierra y aquí aprendí a ser gente, aprendí como a ser yo, 
fue durísimo. (M. Mendoza, entrevista, 12 de diciembre, 2020) 
Indica que tuvieron visa provisional y en el año 2005 accedieron al refugio, lo cual no 
implicó una gran diferencia en el acceso a servicios y derechos, ni tampoco en la llamada 
protección internacional. Tiene desde entonces un historial de activismo y formación como 
promotora. 
Por su lado, María, colombiana y representante de la Alianza Internacional de Migrantes 
(IMA), vino a Ecuador cuando tenía 17 años en calidad de estudiante, no experimentó lo que 
las personas sí cuando entraban por cuestiones políticas, específicamente por persecución. Se 
radicó en el país hasta que cumplió 33 años (1993) y se fue a Italia, regresando desde entonces 
varias veces a Quito (María, entrevista, 17 de diciembre, 2020). 
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Desde Italia, ve la posibilidad de formar parte de una organización que no luche solo a nivel 
local sino en todos los países en los cuales hay migrantes, luchas que pueden ser compartidas 
además con los nativos. 
Diana Mesa, se encuentra hace 20 años en el Ecuador. Llegó solicitando refugio a causa 
del conflicto armado en Colombia. Era empleada bancaria, subgerente de oficina, trabajaba 
abriendo cuentas a emprendedores, microempresas y empresas. En alguna ocasión se encontró 
analizando cinco carpetas de empresas que desconfiaba fueran de negocios legales al tratarse 
de cifras altas y se toma la decisión de no abrir las cuentas, y ante eso: 
(…)  empezaron las amenazas, balearon la casa de mis padres donde yo vivía, 
mandaban panfletos, mandaban notas de condolencia y en un momento tuvieron la 
osadía de atentar hacia mí. En ese atentado nos arrollaron a los compañeros de trabajo 
y a mi persona, pero la que peor llevó la parte fui yo entonces debido a esta situación, 
yo estuve casi un mes completamente paralizada en una cama (..) Cuando ya logré 
volver a mi actividad, (…) en el banco tomaron la decisión de despedirme y continuaron 
las amenazas (…) Yo tomé la decisión de decir bueno, aquí la amenaza directa la están 
haciendo a mí, no me querían ver así me decían, que me iban a borrar del mapa, que yo 
era una sapa, que ellos sabían dónde estaba mi familia, que ellos sabían que yo quería 
mucho a mi sobrinita (…) La situación se volvió tan tensa (…)  me daba miedo, ya mi 
papá, mis padres eran personas de edad, ellos no querían cambiarse ni de ciudad, ni de 
país y el problema prácticamente era mío, entonces la solución era que yo me tenía que 
ir (…) (D. Mesa, entrevista, 11 de enero, 2021). 
Su hermano, cuñada y sobrina salieron del país primero. Diana salió después, cuando en su 
país hace poco se había pensado a hablar de refugio o de exilio y no se conocían a profundidad 
estos procesos. Llegó a un hostal donde vivió por tres meses y por casualidad también llegó 
una mujer de su país, y se enteró sobre cómo hacer el proceso de regularización a través de la 
Pastoral Social, realizó los trámites sin embargo no encontró pronta respuesta, siendo que 
estuvo irregular en el Ecuador por tres años y vivió con el temor de deportada (D. Mesa, 
entrevista, 11 de enero, 2021). 
Al encontrarse Diana (entrevista, 11 de enero, 2021) en dicha condición tuvo problemas 
para acceder al arriendo y a un trabajo digno. Trabajó limpiando en un bar, discotecas y 
hostales, cuidando niños y personas de la tercera edad, y posteriormente realizando ventas. 
Menciona que le pagaban a veces y fue estafada. 
Posterior tuvo un novio con quien se casó y nació su hija, lo que le permitió sacar su visa 
de amparo. Al divorciarse se quedó sin ningún tipo de visa y debió hace el trámite nuevamente 
fundamentando que tiene una hija ecuatoriana. Tiene visa de amparo, pero se siente refugiada:  
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(…) soy refugiada porque yo no salí de Colombia porque quise, y todavía el problema 
está latente porque desgraciadamente ahora (..) en el barrio donde vive mi mamá, tengo 
dos de los que me atacaron directamente como vecinos de mi mamá. Y mi mamá no 
vive en una comuna (…) vive en un barrio de clase media, donde ahí nos criamos desde 
niños (…). (D. Mesa, entrevista, 11 de enero, 2021). 
Conforme a su experiencia personal y la vulneración que sufrió, decidió ayudar a la gente 
que está viniendo, porque se viene con los ojos tapados sin saber a qué organizaciones 
acercarse. Por otro lado, el dar a conocer porqué han salido del país, por falta de seguridad que 
Colombia no brindó no por ser migrantes económicos o mejorar sus vidas. 
En ese momento Diana no ejercía ningún liderazgo, paulatinamente fue participando con 
algunas organizaciones que tenían trabajo con personas en movilidad humana y al palpar las 
necesidades, se va integrando en otros espacios de política públicas y ve la necesidad que los 
migrantes, refugiados y exiliados en el Ecuador se unan para exigir los derechos en Colombia 
y en el país que les acoge (entrevista, 11 de enero, 2021). 
Ya para el tiempo de la Ley de víctimas y restitución de tierras y sus repercusiones de 
favorabilidad para la paz de Colombia de 2011, Diana ya tenía formación y un proceso de 
liderazgo dentro de la comunidad colombiana en Ecuador. 
En las historias de movilidad humana de las personas entrevistadas cabe destacar la 
existencia de redes que sostuvieron sus proyectos migratorios en algunos casos y en otros la 
posibilidad de sacar una multiplicidad de recursos para enfrentar las más altas condiciones de 
adversidad. Dando cuenta de su capacidad de agencia. 
En resumen, las prácticas migratorias se acompañan de ofertas, de persecusiones, de lutos, 
de redes migratorias. Las condiciones de regulidaridad o no regulidad en la que se produce la 
movilidad y en asentamiento en el país receptor, marcan una evidente diferenciación entre las 
experiencias e historias. 
Conforme la escuela de pensamiento denominada Autonomía de las Migración (AdM), las 
expectativas, los deseos, las demandas y las prácticas de las personas que migran, permiten 
enfocar la mirada desde la autonomía y heterogeneidad de la movilidad humana, entender la 
elección de migrar no como una mera decisión racional de maximación de costes y beneficios 
percicibidos por parte de individuos, hogares o grupos pequeños, o entenderse a través de las 
explicaciones estructurales donde la libre elección del migrante se circunscribe por limitaciones 
que condicionan decisiones cuasi-involuntarias (Casas-Cortés & Cobarrubias, 2020, p. 67). 
Sino como una serie de  relaciones sociales y de procesos de conflicto y con fuerza creativa 
dentro de las estructuras (Mezzadra, 2011, en Casas-Cortés & Cobarrubias, 2020, p. 70) 
 Impacto de la movilidad humana (inmigración) en las comunidades de acogida 
María, considera el impacto de la inmigración a nivel social y económico en las 
comunidades de acogida, como altamente positivo, por varios factores: 
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(…) las personas que llegan a un país son una riqueza (…) esto ha contribuido no 
solamente a la economía del país (…) de todas las nacionalidades, ellos tienen que pagar 
arriendo, (…) vestirse, (…) comer, (…) pagar servicios, a más de eso (…) cada persona 
llega a un país trae su maleta cultural. (María), comunicación personal, 17 de diciembre, 
2020)  
Desde esta perspectiva, la inmigración es un proceso que enriquece, no un problema para 
la seguridad y culturas locales como lo planteado desde el “punto de vista del nativo”. 
El representante del viceministerio de movilidad humana mide el impacto en función de 
los momentos históricos que atraviesan las sociedades de acogida, en general considera que 
este es positivo y es la razón por la cual el Ecuador “siempre ha dicho que no se pude 
criminalizar a la migración”: 
(…) puesto que haber ingresado nuevas culturas, nuevas visiones, nuevas formas de 
entender el mundo eso también de alguna manera le hace a una sociedad más 
cosmopolita, y también a las personas que están dentro de esa sociedad o ciudadanos 
de ese país tratan de asimilar estas nuevas culturas, incluso se dan creo yo, una 
competencia sana en lo que están, como: en los negocios, en el tema educativo y en 
muchas otras cosas. (Leopoldo Rovayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
Daniel Regalado, menciona que el impacto es “(..) pluralidad, es conocimiento, es 
diversidad, es aprendizaje de ambas partes. Es nutrir nuestra cultura, nutrir la cultura que nos 
acoge, innovar sobre todo innovar con procesos o técnicas (…)”. Ello siempre y cuando sea 
visto desde esa forma positiva, porque también los migrantes pueden ser vistos como 
“invasores territoriales, invasores culturales, invasores laborales, invasores profesionales”. La 
forma de verlo tiene que ver con el trabajo institucional que tenga el gobierno de acogida con 
respecto a esa población (Entrevista, 27 de octubre, 2020). 
Diana Meza, por su cuenta piensa que: “Los países no se dan cuenta que están 
desaprovechando estás migraciones, por decir algo ahora, con el tema de la migración 
venezolana, como hubo con la migración cubana, son migraciones que traen ya conocimiento.” 
Es una forma de ayuda mutua:  
Ya yo como país ecuatoriano no invertí en tu conocimiento, pero yo te abro las puertas 
a que tú vengas y me enseñes y enseñes a mi población y así poder trabajar de la mano 
(…) es algo como un trabajo recíproco que deberían de hacer los Estados que están 
acogiendo a las migraciones (…) Yo diría que está mal dirigida o está mal visualizada 
las  migraciones, el Ecuador piensa de que, viene un migrante  y es a quitarme la fuente 
de empleo, es a quitarme todo, vienen delincuentes, vienen a robar y no es así (…) 
(Entrevista, 11 de enero, 2021).  
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Verónica Moya, destaca el impacto desde la perspectiva de la construcción de redes 
transnacionales que se configuran entre las personas en movilidad humana que salen y quienes 
ya están en el país receptor, a través de las cuales se posibilita la llega, la acogida, el ayudar y 
el apoyar, como una posibilidad de “fortalecerse con ese otro (…) para poder enfrentar las 
vicisitudes, la circunstancias que se presentan en la cotidianidad (…), las presiones sociales de 
lo que significa no estar en el territorio propio”, y por otro lado, “el poder reconstruir en un 
espacio pequeño (…)  unos elementos culturales, de relaciones de parentesco de afectos, 
etcétera” (Entrevista, 07 de noviembre, 2020). 
En conclusión, la inmigración es comprendida por los actores como un encuentro 
intercultural altamente rico y un impacto positivo para las comunidades acogientes. Pero este 
entendimiento de la movilidad humana se acompaña de un reconocimiento que existe otra 
forma de ver la migración internacional, desde la perspectiva de la “invasión” territorial, 
laboral, cultural y la “inseguridad”. 
 
Resumen 
En este apartado se abordó la migración, movilidad humana y movilidades, desde los 
enunciados que surgen desde la legalidad (norma), y, por otro lado, desde los discursos y 
prácticas que emergen desde la cotidianidad (las subjetividades) de las personas inmigrantes; 
siendo que como resultado se evidencia una clara tensión entre éstas dos perspectivas. 
A través de la revisión de la CRE se puede evidenciar la asimilación de la movilidad 
humana como una categoría abarcativa donde confluyen las diversas condiciones en la 
migración, reconociendo además la libre movilidad como un derecho.  
Desde esta perspectiva de movilidades (Eguiguren, 2017) se clasifican varias categorías 
migratorias, vinculadas a las condiciones en las que se produce la migración y las condiciones 
de regularidad e irregularidad. 
Es desde allí donde se construye la figura de la persona inmigrante desde varias 
representaciones. Desde una arista instrumental, esta tiene valor en tanto es fuerza de trabajo, 
con el cual además no valen las reglas del Estado de Derecho que sí se aplican para el 
ciudadano, convirtiéndolo en un infrasujeto o infraciudadano (De Lucas, 2004).  
Surge la categoría de extranjero como aquella que define para la mayoría el no 
pertenecer a una comunidad política adscrita a la lógica hegemónica del Estado Nación, que 
vincula ciudadanía con nacionalidad. Por tanto, la heterogeneidad social y cultural no se 
suscribe en el discurso de la igualdad de los derechos. Se construye una especie de contrato de 
extranjería (con ciertos derechos y deberes), con el cual queda excluido del contrato de 
ciudadanía, teniendo repercusiones en su constitución como actor político en la sociedad de 
acogida (De Lucas et al., 2008). 
Ante ello, se manifiesta la posibilidad de reconocer el carácter político de la inmigración 
considerando que los flujos migratorios no son parte de la periferia, sino que se encuentran en 
el centro mismo de la política, dado que ponen en evidencian un contrato social y política bajo 
los criterios de pertenencia (De Lucas, 2004). 
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A pesar de ello, el impacto de la movilidad humana, de la inmigración, es percibida 
como altamente positiva en cuanto a que, conforme mencionan las personas participantes de la 
investigación, se produce un enriquecimiento intercultural. Pero de la misma forma, puede 
expresarse como invasión o vincularse a la inseguridad. 
Desde la perspectiva de los estudios de Autonomía de la Migración (AdM), las migraciones 
desde su entendimiento como movimientos sociales actúan con cierta autonomía frente al 
control que intentan efectuar las regulaciones migratorias y las políticas fronterizas (Casas-
Cortés & Cobarrubias). 
Lo cual es ampliamente visible en las prácticas descritas de las personas de movilidad 
humana, sobre sus planes migratorios, sus trayectos y formas de integración. Lo que no implica 
desconocer que bajo el contexto normativo, sobre todo de la Ley de la Movilidad Humana, las 
condiciones de irregularidad de la migración, incrementan los riesgos así como condicionan el 
ejercicio de los derechos. 
5.2. Participación  
 Concepciones sobre la participación 
Sobre la participación, la otra categoría inmersa en esta investigación, la Constitución de 
la República del Ecuador menciona que ella se orientará bajo los principios de igualdad, 
autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e 
interculturalidad (Art. 95); se habla de un “poder ciudadano”. Así la participación de la 
ciudadanía en asunto de interés público, ésta será directa y comunitaria y se entiende como un 
derecho (Art. 96). En el caso de las personas extranjeras, refiere que éstas gozarán de los 
derechos de participación de las ecuatorianas y  los ecuatorianos, en lo que les sea aplicable 
(Art. 61, numeral 8) (Asamblea Nacional, 2008). 
Para la secretaria ejecutiva (e) del Consejo de Protección de Derechos, la participación se 
entiende como: 
(…) la posibilidad con conocimiento, con información y con voluntad de involucrarse 
en espacios de decisión y ser parte de estas decisiones porque una cosa es involucrarse 
en espacios de decisiones y otra cosa es que la voz de quien se involucra puede ser 
considerada, tomada en cuenta y que se traduzca o que se materialice en las respuestas 
que uno busca cuando uno participa en un espacio para tomar las decisiones (…). (V. 
Moya, entrevista, 07 de noviembre, 2020). 
Desde el actor que se pronuncia desde la academia y el ejercicio de la defensa de los derchos 
humanos, la participación es: 
(…) un derecho (..) creo que es un derecho de las personas y que lo que hace es develar 
o más bien dicho expresar su condición de sujetos y de titulares de derechos que no son 
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pasivos, sino que están consiguiendo permanentemente en las decisiones de lo público. 
(J. Arcentales, comunicación personal, 04 de noviembre, 2020) 
Para Diana Mesa (entrevista, 11 de enero, 2020) participar es “(…) empoderarse uno como 
persona para poder ayudar a otros (…)”, “(…) tener herramientas – conocer cómo se articulan 
las políticas, cómo defender nuestros derechos desde las leyes- para poder ayudar a los demás 
a salir adelante, encontrar soluciones (…)”, e “(…) ir generando procesos colectivos para poder 
nosotros, primero que todo, nosotras mismo ayudarnos y ayudar a otras personas.” 
Por su parte, María C. Mendoza (entrevista, 12 de diciembre, 2020) manifiesta que la 
participación permite que “(…) la gente, el gobierno y la misma ciudadanía se da cuenta que 
es lo que vivimos (…) qué pedimos, qué exigimos y quiénes somos, ante todo quiénes somos 
(…) no somos lo que la mayoría de la gente se imagina (…)” 
Roica menciona “(…) nos ayuda a conocer, a intercambiar culturas para saber quiénes 
somos” (comunicación personal, 13 de noviembre, 2020). 
Concepciones sobre la participación social y política 
La participación social puede ser entendida más allá de las formas de participación 
establecidas a nivel institucional, se la entiende como una “(…) posibilidad de hacerse escuchar 
e incidir en la toma de decisiones”:  
No solamente a nivel de formas institucionales, no solamente a través de medios 
institucionales como el voto y todo eso o formas participación, sino las diferentes 
maneras que la participación puede implicar, o sea, para mí es toda posibilidad de que 
una persona o un grupo de personas, de una colectividad puede hacerse escuchar, incidir 
en las decisiones de su comunidad, de su ciudad, de su país, etc. creo que ahí hay un 
nivel de participación social, incluso a niveles organizativos, etc.  (J. Arcentales, 
comunicación personal, 04 de noviembre, 2020). 
Sin embargo, la participación social es en sí misma política para gran parte de los actores 
entrevistados: 
(…) creo que la participación social en sí misma es política, política no necesariamente 
electoral, sino política que siempre está vinculada justamente como un órgano decisor 
de política o con una autoridad que tiene que tomar una decisión y en ese sentido es 
política. También es política por qué es la base, la fuente más transparente para la 
expresión de quienes, realmente sobre quienes se sustenta el poder político del Estado, 
qué es la población, el pueblo. (J. Arcentales, comunicación personal, 04 de noviembre, 
2020). 
52 
La participación política es definida por algunos de los actores como aquella que cuenta 
con mecanismos institucionales, por ejemplo, a través tales del voto -elegir- en las elecciones 
públicas y otras formas de incidencia política: “(…) creo que en lo político electoral si hay una 
diferencia que esta puesta digamos por ser parte de un órgano político de toma de decisión, 
(…)” (J. Arcentales, comunicación personal, 04 de noviembre, 2020). Para Montenegro dichos 
dispositivos institucionales de participación son más que un tipo de participación, un espacio 
de participación formal (Montenegro M., 2004). 
La participación se identifica como un mecanismo de incidencia política, sin embargo a 
nivel práctico al parecer no se ha desplago en todas sus posibilidades: 
(…) entonces la participación vista desde ese punto de vista como la posibilidad  de 
incidencia política en los temas que nos interesa yo creo que todavía así está bastante 
debilitada, creo que la participación sigue siendo muy utilitarista sigue siendo muy 
clientelar y sigue siendo muy débil por algunas otras razones que están alrededor de 
esto pero en términos generales en estricto sentido lo que significa el concepto de 
participación creo que todavía no tenemos así como la posibilidad de decir estamos en 
eso o lo hemos alcanzado unos muy buenos resultados en términos de participación 
ciudadana, creo que todavía es un proceso en construcción y que todavía influye 
algunas características. (V. Moya, comunicación personal, 07 de noviembre, 2020) 
Dimensión de la “participación ciudadana” 
Una noción fundamental introducida a raíz de la actual Constitución de la República del 
Ecuador (2008) es la de “participación ciudadana” como un componente medular en el ejercicio 
de derechos de las personas ecuatorianas tanto dentro como fuera del territorio. Misma que no 
fue considera inicialmente para el presente proceso de investigación, pero que sin embargo 
resulta fundamental considerar como categoría emergente. 
Ésta se encuentra estrechamente relacionada con la ecuatorianidad, pero que en un estado 
que promulga una ciudadanía universal se infiere debería incluir a las personas en movilidad 
humana, sujetos de los mismos derechos y obligaciones que los ecuatorianos conforme reza la 
Constitución de la República del Ecuador (CRE). 
En términos generales la participación ciudadana plantea que el pueblo es el mandante y 
primer fiscalizador del poder público en ejercicio de su derecho a la participación (Art.204) y 
se dispone la creación del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social como un 
organismo desconcentrado para promover e incentivar el ejercicio de los derechos relativos a 
la participación ciudadana, impulsar y establecer mecanismos de control social en los asuntos 
de interés público, y designar a las autoridades que le correspondan de acuerdo con la 
Constitución y la ley (Art. 207) (Asamblea Nacional, 2008).  
Este cuenta entre sus atribuciones generales el promover la participación ciudadana, 
estimular procesos de deliberación pública y propiciar la formación en ciudadanía, valores, 
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transparencia y lucha contra la corrupción, como se evidencia en el Art. 5, numeral 1 de la Ley 
Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (Asamblea Nacional del 
Ecuador, 2009). Conforme su artículo 6, entre las atribuciones de la promoción de la 
participación está: 
1. Promover iniciativas de participación ciudadana de ecuatorianas y ecuatorianos en el 
país y en el exterior que garanticen el ejercicio de los derechos y del buen vivir; así 
como velar por el cumplimiento del derecho de la ciudadanía a participar en todas las 
fases de la gestión de lo público, en las diferentes funciones del Estado y los niveles de 
gobierno, por medio de los mecanismos previstos en la Constitución de la República y 
la ley. 
(…) 4. Propiciar la formación en ciudadanía, derechos humanos, transparencia, 
participación social y combate a la corrupción para fortalecer la cultura democrática de 
las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y 
montubios, así como estimular las capacidades para el ejercicio y exigibilidad de 
derechos de las y los ciudadanos residentes en el país, como ecuatorianos y ecuatorianas 
en el exterior. (Asamblea Nacional del Ecuador, 2009). 
Además la Constitución de la República en su Artículo 156 establece los Consejos 
Nacionales para la Igualdad como órganos responsables de asegurar la plena vigencia y el 
ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales 
de derechos humanos; mismos que tendrán como atribuciones: formulación, 
transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas de género, 
étnicas, generacionales, interculturales y de discapacidades y movilidad humana (Asamblea 
Nacional, 2008); éstas se encuentran contempladas en la Ley Orgánica de los Consejos 
Nacionales para la Igualdad (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014).  
Se plantea la existencia de cinco Consejos Nacionales para la Igualdad: género, 
intergeneracional, pueblos y nacionalidades, discapacidades y movilidad humana. Serán 
conformados paritariamente por el estado y la sociedad civil; para participar se requiere ser 
sujeto destinatario de la política pública (incluyendo el ser una persona en movilidad humana) 
y ser respaldado por organizaciones sociales. Considerando los mecanismos de coordinación 
con el Sistema de Planificación, una de sus principales funciones es la generación de las 
Agendas Nacionales de Igualdad, instrumentos que contienen las propuestas de políticas 
públicas de cada Consejo Nacional para la Igualdad, mismas que serán discutidas y 
consensuadas en los Consejos Sectoriales de la Política, para su articulación con la política 
sectorial y ejecución de los ministerios de Estado y otros organismos competentes (Arts. 6, 7, 
8 y 13) (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014). 
De esta manera se establece la institucionalidad de la participación ciudadana, con el objeto 
que se garantice la inclusión de grupos de atención prioritaria (considerando a las personas en 
movilidad humana) en las diferentes etapas del ciclo de la política pública. 
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Para la ciudad de Quito, el gobierno autónomo descentralizado cuenta con un Sistema 
Metropolitano de Participación Ciudadana y Control conforme las normas constitucionales y 
leyes vigentes, bajo los principios expuestos en el artículo I.3.55 del Código Municipal: 
autonomía participativa, interacción comunicativa, plurinacionalidad, respeto a la diferencia, 
igualdad, paridad de género, interdependencia, flexibilidad, autogestión, responsabilidad, 
corresponsabilidad, diversidad e interculturalidad, inclusión, deliberación pública, 
obligatoriedad, permanencia, acceso a la información pública, pluralismo y solidaridad. 
(Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 126) 
 La participación se basa por tanto en el planteamiento de una “Ciudadanía Activa”:  
Artículo 1.3.62. - Es el compromiso entre ciudadanos corresponsables que se 
involucran activamente en la gestión municipal a través de la deliberación colectiva 
sobre sus problemas, promoviendo, apoyando cambios, construyendo propuestas, 
proyectos y mejoras en la planificación y gestión de la ciudad. (Código Municipal Para 
El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 127) 
Siendo que el “poder ciudadano” se ejerce mediante la participación ciudadana en la toma 
de decisiones en planificación y gestión de los asuntos públicos y a través del ejercicio de los 
mecanismos de control social (artículo 1.3.63.), la normativa local plantea que la ciudadanía 
posee los siguientes roles: “rol proponente/copartícipe”, aporta elementos a la autoridad para 
que ésta brinde soluciones planificadas, eficaces y adecuadas en conjunto: “rol consultivo”, la 
municipalidad consulta a la ciudadanía y organizaciones con experticias en un área 
determinada para recabar criterios para contar con mayores elementos de juicio y análisis para 
tomar decisiones;  y un “rol vinculante”, cuando se traslada al ciudadano la capacidad decisora  
a través del ejercicio de las mecanismo de democracia directa en la circunscripción territorial. 
Y en ese marco se suscriben sus derechos y obligaciones. (Código Municipal Para El Distrito 
Metropolitano de Quito, 2019, p. 128) 
Entre los órganos encargados de la participación ciudadana y el control social que forman 
parte de este sistema se encuentra el Consejo Metropolitano de Protección de Derechos, el cual 
formula, transversaliza, observa, realiza seguimiento y evalúa las políticas públicas distritales 
para la igualdad y no discriminación hacia los grupos de atención prioritaria y en situación de 
vulnerabilidad. (Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 132). El 
mismo que a su vez cuenta con mecanismos propios de representación como se verá más 
adelante. 
Considerando lo expuesto en la normativa, para la secretaria ejecutiva encargada del 
Consejo de Protección de Derechos del DMQ, el plantear la participación ciudadana más allá 
de la participación social, representa una gran diferencia puesto que se respalda por la 
“ciudadanía”: 
(…) yo prefiero llamarle participación ciudadana que participación social en el hecho 
concreto de que la ciudadanía si es un espacio mucho más político que permite sobre 
todo acceder a todos los derechos obtenidos en la Constitución y al hablar de la 
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participación ciudadana, yo creo que de alguna manera lo podemos asociar más con la 
incidencia o el impacto político que eso debería tener como efecto de esa participación 
y no sea un hecho social más sino un hecho político fuerte. (Verónica Moya, entrevista, 
07 de noviembre, 2020) 
Es así como la participación ciudadana constituye un enunciado constitucional que da 
cuenta del “poder” de las ciudadanos y ciudadanos dentro del Estado para decidir y gestionar 
sobre lo público, empero también fundamenta la inclusión de los diversos grupos sociales, 
enfatizando grupos de atención prioritaria en tales procesos. 
La participación de las personas en movilidad humana o sobre movilidad humana en la 
normativa y política pública 
El Plan Nacional de Desarrollo Toda una Vida (2017 al 2021) primordialmente traza 
acciones para la promoción y protección de derechos de las personas en situación de movilidad 
humana, reconoce la participación ciudadana y de los colectivos migrantes-con esa 
separación3- en la medida que el Estado debe fortalecer esos espacios para mejorar la 
identificación de sus necesidades y construir soluciones colectivas (República del Ecuador- 
Senplades, 2017). Planteamiento que se refuerza en el Plan Nacional de Movilidad Humana 
(Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana Ecuador, 2018). 
La Agenda Nacional de Igualdad de Movilidad Humana (2017-2020), aprobada en enero 
de 2020 y anclada al Plan Nacional de Desarrollo Toda Una Vida (2017-2021), el Pacto 
Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular, el Pacto Mundial de Refugiados y 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, incluye la política “coordinar mecanismos para 
promover el acceso a la libertad de asociación y participación política de las personas 
ecuatorianas emigrantes” y la política “orientar sobre la libertad de asociación a las personas 
extranjeras inmigrantes”. Siendo que, sobre los últimos, no se considera la participación 
política y la acción sería “Promover la asociatividad de las personas inmigrantes para el acceso 
a proyectos culturales, deportivos y sociales”, a cargo del Ministerio de Cultura y Patrimonio, 
Subsecretaría de Deporte y Ministerio de Inclusión Económica y Social. En el caso de las 
personas en condición de refugio y/o apátridas reconocidas por el Estado ecuatoriano, el 
planteamiento apunta a la integración local como una solución duradera. (Consejo Nacional 
para la Igualdad de Movilidad Humana, 2020, pp. 72–95).  
Dando cuenta que existen políticas diferenciadas para los grupos de personas en movilidad 
humana, si bien en común se encuentra las necesidades de prevenir la migración riesgosa y la 
discriminación, el acceso a servicios, la inclusión y convivencia pacífica, y la promoción y 
protección de derechos; para lo cual se deberá articular con los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, Consejo de Protección de Derechos, Comisiones, Juntas, Consejos 
Consultivos y demás instancias específicas.(Consejo Nacional para la Igualdad de Movilidad 
Humana, 2020, p. 107 y 108). 
                                                          
3 El señalamiento me pertenece. 
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Importante contrastar con la Agenda Nacional de Igualdad de Movilidad Humana del 
periodo 2013-2017, misma que incluyó el eje de participación de una manera más amplia:  
(…) todas las acciones que fortalezcan la condición de sujetos activos y la capacidad 
transformadora de las personas en situación de movilidad humana, individual y 
colectivamente, no solamente a través del derecho a elegir y ser elegidos, sino también 
con la participación en los asuntos de interés público del país. (Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana, 2014, p. 88)  
Y plantea como política: “Promover la participación efectiva de las personas en situación 
de movilidad humana en el Ecuador, y de las ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior en los 
procesos y decisiones que afectan el desarrollo del país” (Ministerio de Relaciones Exteriores 
y Movilidad Humana, 2014, p. 88). 
Los espacios establecidos por el Estado para analizar, coordinar y recomendar la 
implementación de la políticas públicas a nivel interinstitucional, intersectorial, zonal y 
temático en movilidad humana, son las mesas de movilidad humana (Acuerdo Ministerial 
0000069, 2020, p. 4). 
Conforme el acuerdo ministerial 0000069 de 2020, que deroga el Acuerdo Ministerial Nro. 
000275 de 04 de octubre de 2018, se expide el nuevo “Reglamento para la conformación y 
funcionamiento de la mesa nacional, de las mesas intersectoriales y permanentes y de las mesas 
zonales de movilidad humana”, las cuales tienen como objetivo generar, de acuerdo a su 
artículo 4, un espacio de diálogo, intercambio de experiencias, cooperación interinstitucional 
y participación ciudadana, para aportar en la construcción de políticas públicas a favor de la 
población en situación de movilidad humana considerando origen, tránsito, destino, retorno y 
de protección internacional. Uno de sus objetivos específicos es promover la implementación 
de la Agenda Nacional de Igualdad (Acuerdo Ministerial 0000069, 2020, p. 5). 
Conforme el artículo 6, en la Mesa Nacional de Movilidad Humana, presidida por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana a través del Viceministerio de 
Movilidad Humana, se conforma por otros poderes del Estado, GADs, Organizaciones 
internacionales con representación en el país, organizaciones de sociedad civil, incluidos 
asociaciones de migrantes y representantes de la academia (Acuerdo Ministerial 0000069, 
2020, p. 5 y 6). 
En cuanto las Mesas Intersectoriales  Permanentes de Movilidad Humana, se clasifican en 
cuatro: Mesa intersectorial sobre personas ecuatorianas en movilidad humana -retornados y 
emigrantes-; Mesa intersectorial sobre personas extranjeras en el Ecuador; Comité 
interinstitucional de coordinación para la prevención de trata de personas y tráfico ilícito de 
migrantes y protección a sus víctimas; y, Mesa intersectorial de flujos migratorios mixtos 
(Acuerdo Ministerial 0000069, 2020, p. 8). 
Respecto a la Mesa Intersectorial sobre personas extranjeras en el Ecuador, tiene como 
objetivo fortalecer la integración de personas extranjeras en el país, a través de la información 
para el acceso a oportunidades y servicios enmarcadas en las políticas públicas adoptadas en 
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materia de movilidad humana. Se conforma por varios ministerios, secretarías e instuciones 
públicas competentes en el tema, consejos nacionales de igualdad (entre el que se encuentra el 
de movilidad humana); la preside el Ministerio de Inclusión Económica y Social y no participan 
organizaciones o asociaciones de migrantes (Acuerdo Ministerial 0000069, 2020, p. 9 y10). 
Las Mesas Zonales de Movilidad Humana, son instancias territoriales de diálogo y 
cooperación de cada jurisdicción zonal, en la que participarán instituciones públicas vinculadas 
con la movilidad humana a nivel local; estarán a cargo de cada coordinador zonal. 
A nivel de Gobierno Autónomo Descentralizado, la Ordenanza 271 Que regula la 
promoción, protección y garantía de los derechos de las personas que viven en situación de 
movilidad humana en el DMQ (2008), recogida en el Código Municipal (2019) previa a toda 
la normativa y política pública mencionada, considera dentro de sus principios la “participación 
y gobernabilidad democráticas”, promoviendo la participación política de la población 
migrante a través de la promoción y fortalecimiento de sus organizaciones y su vinculación 
con el Sistema Metropolitano de Participación Ciudadana y Control Social (Código Municipal 
Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 383). 
Desde esa perspectiva, en el eje de participación social, se establece que la población en 
situación de movilidad humana será convocada a asumir un rol protagónico en la toma de 
decisiones respeto a las políticas de desarrollo local y a participar de forma activa en las 
instancias de diálogo, en los procesos de planificación, seguimiento y control de la gestión 
municipal (Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 384). 
Además establece un mecanismo formal a través de la activación de la Mesa Distrital de 
Movilidad Humana, que locuta con la Comisiòn de Inclusión, Igualdad y Género del Concejo 
Metropolitano de Quito (Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 
389). 
La Ordenanza 188 Que implementa y regula el Sistema de Protección del DMQ (2017), 
incorporado ahora en el Código Municipal (2019),  en cumplimiento de lo dispuesto en el Art. 
38 Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (Asamblea 
Nacional, 2018) crea el Sistema de Protección del DMQ. Allí se determina para las personas 
en situación de movilidad humana  la creación de un Subsistema de Protección y un Consejo 
Consultivo especializados, y se estable la delegación de dos representantes para ser Consejeros 
en el pleno del Consejo de Protección de Derechos por el enfoque de movildiad humana:  “ a. 
Un representante titular de derechos de ecuatorianos emigrantes retornados. b. Por su condición 
particular, un delegado/a por los organismos de protección de derechos de personas en 
situación de protección internacional.”(Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de 
Quito, 2019, p. 348) 
Como se evidencia, lamentablemente, no existe en este aspecto una representación de 
población inmigrante, siendo que se encuentra mediada por los organismos que velan por los 
derechos de las personas en situación de protección internacional. Entendiendo que se refiere 
a la población refugiada o bien solicitante de refugio, pero no a todas las situaciones y 
condiciones que pueden darse en la inmigración. 
58 
En el Consejo Consultivo de Derechos de Movilidad Humana del DMQ, por la población 
venezolana se encuentra participando la Asociación Venezuela en Ecuador y desde la 
población colombinana María C. Mendoza. De esta manera se asegura un espacio de 
partipación formal y concreta para el grupo social en mención a nivel local, pero con carácter 
consultivo. 
Conforme lo expuesto, es importante señalar que desde lo enunciado en la normativa, la 
población movilidad humana es considerada como sujeto de derechos y un grupo de atención 
prioritaria, y se promueve desde el DMQ el fortalecimiento de sus organizaciones y su 
participación activa. 
La participación de las personas en movilidad humana: prácticas  
La dimensión política y legal de la participación de las personas en movilidad humana 
Conforme lo ya descrito en párrafos anteriores, existen espacios formales -institucionales- 
de participación para abordar la movilidad humana y contar con ciertas representaciones de las 
personas migrantes. 
Se encuentra la Mesa Nacional de Movilidad Humana, la misma que cuenta con una base 
legal y un reglamento para su funcionamiento. Conforme Leopoldo Robayo, el representante 
de la cartera de estado a cargo de su organización, la misma: 
(…) se creó en octubre del 2018. Y el objetivo básico es generar este espacio de diálogo 
entre las personas que están involucradas en movilidad humana, tanto a nivel 
institucional como a nivel de asociaciones, ONG y academia. (…) Desde el 2018 se ha 
realizado 19 mesas nacionales de movilidad humana, que creo que han generado 
primero uno de los objetivos de esta mesa es informar lo que hace el Estado y a su vez 
decidir y retroalimentarse con los participantes, que son toda esta gama de organismos 
que participan; organismos internacionales organizaciones de la sociedad civil, 
defensor del pueblo, es muy muy abierto, también organizaciones de migrantes 
retornados. (L. Rovayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
Sobre el carácter formal del mecanismo añade “(…) es un tema que está dentro de la agenda 
pública y es importante para el ministerio coadyuvar a que estos actores locales puedan generar 
una respuesta positiva ante temas de movilidad humana.” (L. Rovayo, entrevista, 22 de 
diciembre, 2020) 
Gustavo de Migrante Universal, manifiesta que participa como miembro de la asociación 
civil en Cancillería y las mesas de movilidad humana, así como en los espacios de la Asamblea, 
si bien se refiere en otras partes de la entrevista que los migrantes solo pueden llevar a cabo 
participación de tipo social (entrevista, 11 de noviembre, 2020). 
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Entre las personas en situación de movilidad humana y representante de sus colectivos, se 
menciona que existe una mayor participación en el espacio local formal de participación, es 
decir el Consejo Consultivo de Movilidad Humana, en el marco del Consejo de Protección del 
Distrito Metropolitano de Quito. La participación de algunas personas en movilidad humana, 
específicamente de otra nacionalidad, fue motivada por las organizaciones de sociedad civil 
como HIAS y Misión Scalabriniana. 
Así para Daniel Regalado de la Asociación Venezuela en Ecuador, el espacio del consejo 
consultivo ha sido una herramienta para conocer activistas que trabajan en estas temáticas y a 
tener acceso a plataformas dentro del gobierno nacional para hacer exigencia de respecto a los 
derechos humanos. Ahora trabaja a nivel local con la Secretaría de Inclusión del Municipio del 
Distrito Metropolitano de Quito y el Gobierno Provincial de Pichincha, y a nivel del gobierno 
nacional con varios ministerios (D. Regalado, entrevista, 27 de octubre, 2020). 
Por otro lado, Roica Salas menciona que no se fomenta la participación de las personas 
migrantes desde el gobierno nacional y gobierno local:  
“(…) siento que quieren tratar de librarse de esas cosas para no dar a entender que nos 
apoyan, no sé.”, “(…) siento que ellos se queda un lado para que no creas que ellos son 
culpables de que nosotros hayamos venido acá, algo así, porque pasa algo y ellos no se 
identifiquen con nosotros, algo así lo siento yo.”. (R. Salas, entrevista, 13 de noviembre, 
2020) 
Se menciona a nivel de normativa nacional que la participación puede ser fomentada al 
fortalecer las asociaciones de migrantes, y considerar su participación en los espacios formales 
donde se discuten los temas que los atañen. Empero, no se evidencia un rol protagónico para 
la participación de organizaciones, asociaciones y colectivo de personas inmigrantes. 
La dimensión de la participación de las personas en movilidad humana como un derecho  
Conforme lo expuesto, los mecanismos de participación en cuanto al estado ecuatoriano en 
sus diferentes niveles de gobierno se encuentran claramente establecidos, sin embargo, en el 
caso de la movilidad humana, de la población emigrante de forma concreta, el derecho a la 
participación puede reconocerse formalmente pero como un derecho “limitado”, y más aún en 
la práctica. 
Para el representante de Viceministerio de Movilidad humana:  
(…) debe haber cierto límite, no en la participación, sino en los tipos de derechos que 
se les da. Por ejemplo, ciudadano venezolano no necesita estar organizado o tener un 
carné de salud para acercarse a un centro de salud y recibir su hijo la vacuna de la polio, 
(…)”. (L. Rovayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
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Lo que da cuenta que la participación no es vista como un derecho, que los derechos para 
los inmigrantes deben ser limitados y que el acceso a servicios esenciales como la salud se 
encuentran garantizados y por tanto no deben ser exigidos a través de la participación. 
Considerando que “movilidad humana” es un término abarcativo, Javier Arcentales 
menciona: “(…) cuando hablo de personas migrantes siempre es un concepto diverso, el 
contenido es diverso y en esta diversidad hay que mirar que las formas de participación también 
son diversas porque hay limitaciones, normativa, limitaciones fácticas de unos y otros (…)” (J. 
Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020). 
De esta manera, los ecuatorianos emigrantes cuentan con representación formal en espacios 
como la Asamblea y el fortalecimiento del voto en el exterior: 
Gracias a una, a unos fuertes niveles de organización social que tuvieron los 
ecuatorianos en España en Estados Unidos etcétera que eso se tradujo y ahí se plasmó 
en cosas muy concretas como, por ejemplo, la posibilidad de que elijan asambleístas, 
la posibilidad de que pueda ejercer el voto en el exterior, o sea toda esta posibilidad 
digamos de participar incluso desde los mecanismos formales de la participación 
institucional. (J. Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
En cuanto a las personas inmigrantes, el ejercicio de ciertas formas de participación es un 
derecho conquistado si se cuenta con ciertas categorías de regularización, incluyendo la 
naturalización, es decir, la participación estaría supeditada a la condición migratoria: 
Otra lectura muy diferente es por ejemplo desde las personas inmigrantes que están acá 
y ahí nuevamente la diversidad, o sea, no es lo mismo una persona inmigrante que está 
regularizada que tiene un tipo de visa, que ha estado aquí un cierto número de años, que 
va a poder participar mucho más activamente de cualquier forma de participación 
institucional o no institucional que las personas y los colectivos de inmigrante a los 
cuales, por ejemplo, es un poco difícil acceder a regularización. (J. Arcentales, 
entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
Para quienes presentan dificultades en la regularización, la participación se encuentra 
mermada. Para María de Alianza Internacional de Migrantes, el derecho a participar lo da el 
Estado al momento que lo convierte en un ciudadano con papeles, y solo puede sentirse 
integrado, si se le ha otorgado derechos y obligaciones. (L. Jaramillo, entrevista, 17 de 
diciembre, 2020). 
Desde lo dicho, se infiere que, así como otros derechos, la participación es un derecho 
limitado para la población inmigrante y determinada por su condición de regularidad/ 
irregularidad. Siendo que este derecho a su vez es una forma de hacer exigibilidad para ejercer 
todos los otros derechos, es revelador evidenciar cómo bajo un discurso de la accesibilidad 
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universal a servicios, se menciona que no existe justificación para que existan 
pronunciamientos por parte de las personas en movilidad humana. 
A diferencia de lo que sucede con las personas ecuatorianas en el exterior, para quienes se 
emiten una serie de políticas que garantizan sus derechos políticos inclusive más allá de las 
fronteras del estado ecuatoriano. 
Esta visión da cuenta de un modelo de integración “asimilacioncita” que: “(…) limita la 
participación de los inmigrantes en la toma de decisiones políticas porque asume que el acceso 
al espacio público sólo puede estar en mandos de ciudadanos/nacionales. De hecho, este 
modelo considera solo una vía posible para la “ciudadanización”, la naturalización: la 
asimilación del inmigrante como nacional. (De Lucas et.al.2008, p. 28, En Penchaszadeh & 
Courtis, 2016, p. 163) Desde esa lógica, porqué habría que extender los derechos políticos de 
los “extranjeros” si ellos pueden nacionalizarse y acceder al conjunto de derechos reconocidos 
al ciudadano-nacional (Penchaszadeh & Courtis, 2016) 
La participación de las personas en movilidad humana como autonomía política 
Desde la autonomía política de migrantes, surgen, se organizan, se asocian y fortalecen 
colectivos de personas en movilidad humana, con múltiples motivaciones para sus luchas.  
Asimismo, desde un plano comunitario y cotidiano, emanan prácticas de organización 
destinados a favorecer la convivencia a través de actividades sociales, recreativas y culturales, 
que tienen como común denominador la integración y la inclusión, como el apoyo mutuo. 
Según Daniel Regalado, representante de la Asociación Civil Venezuela en Ecuador, las 
decisiones a nivel estatal se toman generalmente sin consulta, empero existen ciudadanos que 
demandan ser escuchados y cuya voz se manifiesta de manera autónoma sin esperar ser 
convocados: 
El 80% de las decisiones que se toman, se toman sin consulta, si no nada más reflejando 
las acciones que van a tomar y cuando se ven en el camino se dan cuenta de que están 
cometiendo un grave error y que se le sale de las manos y no es aplicable en muchos de 
los casos, Ok,  ese 20% es el que trabajamos directamente con instituciones públicas 
directas que escucha y que nosotros como ciudadanos porque no tenemos que esperar 
que nos inviten, nos hacemos escuchar y eso ha creado una simple mirada o un 
intercambio de información mucho más ágil, reconocimiento de la voz que se pueda 
aplicar en ese momento para cualquier tipo de proyecto, ley o  acuerdo que se quiera 
llegar con respecto al tema de movilidad humana. (D. Regalado, entrevista, 27 de 
octubre, 2020) 
Existe cierta caracterización en el ejercicio de la participación de la población inmigrante, 
en el por qué y para qué organizarse y por cuánto tiempo hacerlo: 
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(…) yo creo que el desafío de la participación social es mucho más fuerte y ahí incluso 
desde la práctica te digo, procesos organizativos, por ejemplo con población de 
inmigrantes y refugiados, yo nunca he visto una organización que se sostenga  en el 
tiempo porque justamente sus dinámicas de vida, lo prioritario de estas personas es que 
necesitan subsistir y si hay formas de organización que están  orientadas a eso, pueden 
tener cierto nivel de subsistencia pero formas organizativas destinadas a temas de 
participación, ejercicio de  derechos y esas cosas difícilmente se sostiene, porque en el 
tema de movilidad  la gente, es eso, no necesariamente  permanece en el lugar sino que 
va a irse donde puede asentarse de mejor manera y eso obviamente va resquebrajando  
procesos organizativos. Entonces no hay un interés de participar. (J. Arcentales, 
entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
Desde ese sentido, la participación al parecer tiene un sentido más práctico y responde a la 
gestión para la satisfacción de necesidades concretas, lo que además condiciona su 
permanencia y limita un fortalecimiento. 
Otra situación que pude presentarse al ejercer una autonomía en la participación la 
represión de su participación, la “protesta social” no es admitida si viene de personas 
inmigrantes, teniendo como consecuencia hasta la deportación:  
(…) incluso si hablamos desde el ejercicio, por ejemplo, de la protesta social, las 
personas de inmigrantes y eso para mí es todo un tema de estudio, siempre han sido 
reprimidas, o sea, desde la participación social hay un ejercicio muy limitado incluso 
desde lo fáctico si es que eres de otro país no tienes derecho a protestar. (J. Arcentales, 
entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
En ese aspecto el representante de Migrante Universal hace una clara diferenciación entre 
el ejercicio de la participación social y la de carácter político de la población migrante, siendo 
que la primera es “permitida” por la Constitución: 
Participación social, nosotros como venezolanos podemos participar, de acuerdo a la 
Constitución tenemos todos los derechos y todos los deberes podemos participar 
socialmente y tranquilamente. En la parte política yo como venezolano no me puedo 
meter a estar opinando políticamente porque la misma Constitución me lo prohíbe, yo 
no puedo estar dando opiniones políticas, estar metiéndome con la parte política porque 
no es, yo soy un migrante, no tengo la potestad, no debería, hay gente que si lo hace 
como extranjero, como migrante por la Constitución no lo deberíamos hacer, no 
deberíamos estas dando opiniones y estar metiéndonos en absolutamente nada de parte 
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política. En la parte de participación social tranquilamente podemos participar 
socialmente en todas las áreas tranquilamente, no tiene ningún inconveniente, la misma 
Constitución lo permite. (G. Isava, entrevista, 11 de noviembre, 2020) 
Por otro lado, las organizaciones no gubernamentales hablan “por” los inmigrantes y 
refugiados, como una especie de “participación social mediada”: 
(…) la voz cantante obviamente no la han tenido las organizaciones, ni la participación 
la hacen directo las personas, sino que siempre están mediadas por las ONGs. Las 
ONGs, las personas que trabajan en tema de movilidad, que trabajamos, sí crítica y 
autocrítica fuerte, somos digamos las que llevamos el discurso, las que hacemos los 
informes, incidimos en la no sé qué, vamos a la no sé cómo, pero es muy poca la 
participación de los sujetos de derechos, es una forma de participación social mediada 
por las ONGS o por la academia también. (J. Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 
2020) 
Sin embargo, existen ONGs y sociedad civil que de manera explícita fomentan la 
participación de las personas en movilidad humana. Por ejemplo, en el caso del refugio, el 
Servicio Jesuita para Refugiados contempla, apuesta al ejercicio de la ciudadanía a través de la 
participación:  
El Servicio Jesuita para Refugiados tiene hace años la escuela de ciudadanía, entonces 
ahí hay una fuerte promoción también de la de la participación, entonces surgen 
también como, la Misión Scalabriniana tenía sus grupos de ahorro que también son 
formas de participación creo que eso básicamente lo que he visto moverse a las 
organizaciones. (J. Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020). 
De la misma forma, hay una debilidad en el discurso y las organizaciones están centradas 
en sus líderes:  
(…) hay ese vacío de una organización social  que no se sostiene que también es muy 
débil  en discurso, de las  cosas que yo he visto mucho, es que son organizaciones que 
son muy limitadas en el en el discurso que manejan o son muy monótonas, digo lo que 
en lo que reivindican y esa también es una debilidad y a veces también estas  
organizaciones de migrantes son muy, que es un mal de Latinoamérica, muy centrada 
en sus  líderes, unos líderes que  están permanentemente en todo sosteniendo, 
desaparecen  estos y la organización se cae,  eso también no les permite sostenibilidad 
a los procesos organizativos.  (J. Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
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O sea, yo quisiera decir, me gustaría ver una organización de inmigrantes fuerte que 
esté trabajando temas de derechos, levantando información, que esté acompañando 
casos, que esté haciendo incidencia a las autoridades permanentemente, visibilización 
fuerte, pero creo que todavía son muy débiles y no sé si es que yo debería decir para 
esto es la organización, creo que parte mucho desde la definición y de las prioridades 
que tengan los sujetos de derechos, de las personas en movilidad. (J. Arcentales, 
entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
A pesar que la persona entrevistada manifiesta su sesgo por su experiencia mayoritaria en 
cuanto a la población colombiana, más que la venezolana, es importante hacer un señalamiento 
en cuanto si bien su postura como defensor de las personas en movilidad humana apela 
constantemente a los enunciados formales de la Constitución que no se cumplen, revela una 
postura colonial en cuanto considera a los inmigrantes con una imposibilidad de “hacer lo 
suficiente” para hablar de procesos fuertes de organización. 
Para María de Alianza Integral de Migrantes, pone en duda que una persona que no cuenta 
con regularización pueda participar socialmente: “(…) tú me das participación al momento en 
que tú me das derechos (…) darle derechos a una persona, que tenga los deberes y derechos 
que tiene un nativo”. De ahí, la importancia de la auto organización radica en la posibilidad de 
exigir, de actuar antes las situaciones y ser miembros activos como parte de la sociedad, 
participar en la vida económica, política y social del país. (L. Jaramillo, entrevista, 17 de 
diciembre, 2020). 
Esta dimensión nos aproxima a como la participación se ejerce por parte de los migrantes 
internacionales desde su autonomía política en diferentes planos, donde se abre una posibilidad 
concreta de “autoorganizarse”, “autoconvocarse”, para “exigir “, “incidir”, “actuar”. De esta 
manera los sujetos políticos migrantes: “(…) muestran la no subsunción de lo político en lo 
nacional y la posibilidad de gestación de procesos políticos interculturales” (Penchaszadeh & 
Courtis, 2016, p. 180). 
Lo que se ponen en evidencia es un desfase en la condición jurídico- política de extranjería 
y la condición social migrante:  
(…) se podría ser nacional y migrante —tener los papeles de la nacionalidad del país 
de acogida y, sin embargo, adscribir a una identidad política distinta de ella—; o se 
podría ser extranjero y ciudadano —no tener los papeles y, aun así, sentirse una “parte” 
activa de la comunidad política de acogida, llevando a replantear sus fronteras. 
(Penchaszadeh & Courtis, 2016, p. 180) 
Por otro lado, es fundamental señalar cómo su participación social resulta aceptable, 
empero la política cuenta con trabas para manifestarse, colocando como ejemplo las 
deportaciones y otros tipos de sanción generados por el Estado al ejercer “la protesta” como un 
medio de exigibilidad. 
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Desde el lado del académico y defensor de derechos, pone sobre la mesa debilidades en la 
participación de los colectivos migrantes cuando estos están centradas en sus líderes, los 
discursos son monótonos en cuanto a lo que reivindican, las organizaciones de sociedad civil 
hablan por y “median” las voces de las personas migrantes- los sujetos de derechos-, y cuando 
se fundamentan de manera primordial en la satisfacción de necesidades concretas e inmediatas. 
Si bien menciona que existen organizaciones como el Servicio Jesuita para Refugiados que 
fomentan y fortalecen la participación directa de los inmigrantes internacionales para el 
ejercicio de la ciudadanía (Escuela de Ciudadanía). 
Dimensión de la participación de personas en movilidad humana como asocianismo  
Sobre la participación de las personas en movilidad humana, existe una publicación 
específica sobre las organizaciones en la población inmigrante, “Las asociaciones de 
inmigrantes extranjeros en Quito: capital social y liderazgo”; allí se reflexiona sobre las 
características, fortalezas y condiciones del asocianismo (formal o informal) en grupos 
humanos de varias nacionalidades, tales como la colombiana, peruana, haitiana, argentina, en 
situación regular, irregular o refugio. Se concluye que los procesos organizativos son medios 
de gran relevancia para enfrentar la vida en la ciudad al mismo tiempo que facilitan la 
generación de espacios públicos de participación ciudadana (Durán, 2017). 
A continuación, se presentan a las diferentes organizaciones, asociaciones y ejercicios de 
activismo de personas en movilidad humana, representantes o integrantes de las mimas, 
participantes en la presente investigación.  
Asociación Civil Venezuela en Ecuador, es una organización sin fines de lucro con 
personería jurídica, constituida por venezolanos residentes en Ecuador y ciudadanos 
ecuatorianos, para “(…) agrupar a los venezolanos en condición de Movilidad Humana y que 
han escogido a Ecuador como su nuevo país de residencia” y que tiene como misión: 
(…) facilitar, orientar y promover la adaptación en el marco social, legal, laboral, 
profesional, sanitario, educativo, psicológico y recreacional en pro de la integración 
entre ambos países, centrando su atención primordial a niños, niñas y adolescentes, 
personas con discapacidad, tercera edad y personas en situación de movilidad humana 
entre otras aceptadas por el ordenamiento jurídico territorial. (Venezuela en Ecuador, 
2019) 
Está orientada a proponer y ejecutar programas y servicios para la inclusión económica y 
social, con énfasis en los grupos de atención prioritaria y la población en situación de pobreza 
y vulnerabilidad, sean venezolanos, ecuatorianos o de cualquier nacionalidad, (…) como 
venezolanos que somos, (…) comportándonos como hermanos, solidarios y prestos al servicio 
dentro del territorio Ecuatoriano, en pro de la integración Latinoamericana” (Venezuela en 
Ecuador, 2019). 
 Ello se logrará: practicando la solidaridad; estimulando la interculturalidad 
ecuatoriana/venezolana para crear alianzas y el fomento de la paz y armonía entre ambas 
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naciones; dejando un legado de las costumbres ecuatorianas y venezolanas en las generaciones 
nuevas; fomentando una reputación digna para la comunidad de venezolanos residentes como 
personas de alto nivel, capacidades, habilidades y destrezas; promoviendo sus derechos como 
ciudadanos productivos y en su calidad de seres humanos amparados en la Constitución de la 
República del Ecuador y los tratados internaciones; apoyando de manera auxiliar a los órganos 
migratorios del Estado, facilitando información a los nuevos migrantes sobre las normativas y 
requisitos a cumplir para estar en el territorio ecuatoriano de forma regular; y,  realizando 
voluntariado social en cual espacio territorial del país  (Venezuela en Ecuador, 2019). 
Daniel Regalado, su presidente, informa que la organización empezó en el 2014 desde una 
forma social desarrollando eventos culturales de reconocimiento, y para contar con una figura 
que los apoyara más en su accionar realizaron su registro ministerial en el 2017, ahora cuentan 
con una línea directa de articulación con otras organizaciones o instituciones públicas, entre 
ellas el Consejo de Protección de Derechos del DMQ desde el 2018 (D. Regalado, entrevista, 
27 de octubre, 2020). 
La coordinación con este local, menciona le facilitó conocer organizaciones que trabajan 
con movilidad humana y para otros grupos prioritarios (niñez, adolescencia, mujeres, LGBTI) 
así como vincularse con el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 
Ministerio de Inclusión Social y Económica, Cruz Roja Ecuatoriana, la Secretaría de Inclusión 
Social de Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, el Ministerio de Salud Pública, el 
Ministerio de Educación, el Ministerio de Gobierno, la Vicepresidencia de la República,  la 
Defensoría Pública, la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía General de la República y el Gobierno 
Provincial de Pichincha (D. Regalado, entrevista, 27 de octubre, 2020). 
Daniel considera que la parte más importante alcanzada durante este tiempo con la 
asociación es el reconocimiento, el haber sido tomados en cuenta para proyectos, participar en 
foros, identificar y dar visibilidad a situaciones específicas, y solicitar atenciones que deben 
brindar las instituciones públicas D. Regalado, entrevista, 27 de octubre, 2020).  
Roica Salas, integrante de la Asociación Civil Venezuela en Ecuador, decidió vincularse a 
la organización meses después de su llegada al país para conocer sus derechos y deberes en el 
país, al encontrar su mamá su referencia en redes sociales y considerar que al tratarse de 
“paisanos de uno” podían ayudarlos en todos los ámbitos. Evidencia como resultados de la 
asociación la ayuda que brinda a las personas venezolanas, destacando el apoyo para de 
asesoría legal y la ayuda en “diversiones” (R. Salas, entrevista, 13 de noviembre, 2020) 
Pone de relieve que la organización básicamente permite “defender nuestros derechos”, 
“defender al migrante, al venezolano como tal”. Indica que está conformada en su mayoría por 
mujeres, posiblemente porque “Hay mujeres que talvez tengan más tiempo”; empero tanto 
hombres como mujeres venezolanas tiene las “mismas inquietudes” (R. Salas, entrevista, 13 de 
noviembre, 2020). 
Se considera una participante más que apoya cuando puede, no asiste a los espacios 
institucionales de participación, es su líder quien va al Consejo Consulto de Movilidad Humana 
del Consejo de Protección del DMQ:  
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(…) yo cuando él necesita alguna ayuda tal vez le he apoyado, pero en realidad que yo 
me la viva de lleno como se la vive él, no. Yo lo admiro porque ha trabajado desde que 
comenzó, trabaja en eso y tal vez es su vocación. (R. Salas, entrevista, 13 de noviembre, 
2020) 
Migrante Universal, una organización que funciona desde el 2017 y cuenta con personería 
jurídica desde el 2019, ha orientado su trabajo a la regularización de los migrantes venezolanos, 
ya que la misma está estrechamente ligada al acceso al trabajo a nivel público o privado, de 
acuerdo con lo que indica su representante Gustavo Isava. Organiza su trabajo con ACNUR, 
HIAS, OIM, Servicio Jesuita para Refugiados, Cáritas Ecuador, Misión Scalabriniana, 
Kimirina, Alas de Colibrí, FUDELA y Fundación Equidad. Su aspiración está en aplicar a 
proyectos que les permitan contar con fondos para trabajar en otros aspectos como salud, 
educación y deportes, y además extender su labor en Venezuela, Chile, Perú, Colombia y 
Europa en general (G. Isava, entrevista, 11 de noviembre, 2020). 
Gustavo Isava de Migrante Universal comprende la participación desde la representación, 
escuchar a los migrantes para hablar por ellos: “(…) para nosotros es importante saber de cada 
uno, nosotros aprendemos del vivir de cada uno (…) se acercan a nosotros y nos exponen para 
que nosotros seamos como la voz de ellos, por lo menos en Cancillería seamos la voz” (2020). 
Menciona que fomentan la participación de la mayoría, por ejemplo, en charlas, con el fin de 
conocer sus problemáticas y darlas a conocer, buscar soluciones y exponerlas en las reuniones 
con la institución pública (G. Isava, entrevista, 11 de noviembre 2020). 
Menciona que la organización ha crecido, participa en espacios institucionales de gobiernos 
central y provincial, en radio y televisión, a través de redes sociales como Facebook, Instagram. 
Conforme lo que consta en su página web, se trata de una organización social, privada, 
aconfesional y sin ánimos de lucro que “(…) trabaja para promover el pleno desarrollo de los 
derechos sociales y civiles de los colectivos más vulnerables y desprotegidos de la población 
migrantes” (Migrante Universal, 2019). Centra sus esfuerzos en la población venezolana 
debido a la demanda de atención, empero su labor se pone al servicio de todo migrante que 
requiera del disfrute de sus derechos; y en eses sentido autodefinen su misión de la siguiente 
forma:  
(…) contribuir a mejorar la calidad de vida de las comunidades de inmigrantes desde la 
justicia y solidaridad, generando y/o participando de actividades en el ámbito local, 
nacional e internacional que contribuyan a tal fin (…) se propone promover, participar, 
estimular e intervenir en iniciativas de carácter social con el fin de potenciar y 
desarrollar oportunidades de mejoramiento de la vida del inmigrante en situación de 
vulnerabilidad. (Migrante Universal, 2019) 
Quiere ser reconocida como una organización líder y consolidada en brindar atención a 
inmigrantes en condición de vulnerabilidad, comprometida con el mejoramiento de la calidad 
de la población en general y en el alcanzar un mundo donde se viva en igualdad y dignidad en 
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armonía con el medio que los sustenta. Para garantizar la eficiencia en sus actuaciones, 
menciona que se cuenta con la alianza de profesionales, instituciones públicas y privadas y la 
colaboración civil en general (Migrante Universal, 2019). 
Tiene 5 líneas de acción establecidas: Educación Migratoria para la integración 
intercultural, Asistencia Jurídica para la regularización migratoria, Apoyar el Emprendimiento 
como medio de una migración exitosa y aportar al país de acogida, Defensa Jurídica en casos 
de xenofobia y personas en vulnerabilidad, y, Promoción y Organización de la regularización 
migratoria (Migrante Universal, 2019).  
Sus programas y proyectos se desarrollan con instituciones gubernamentales, sociedad civil 
y otras organizaciones sin fines de lucro, pero el principal es la oferta permanente de asesoría 
legal y de una red de apoyo legal a diferentes organizaciones y asociaciones. Además brinda 
información en diferentes espacios online y cuenta con una radio (Emisora online Radio 
Migrante Universal) que pone a disposición para generar canales de comunicación dinámicos 
y oportunos (Migrante Universal, 2019). 
La organización destaca su articulación con la Cancillería del Ecuador, y su participación 
activa en la mayoría de las Mesas Nacionales de Movilidad Humana (Migrante Universal, 
2019). 
Yasmina Hera, quien está a aproximadamente hace 3 años en el país, decide crear la 
Asociación de Periodistas Venezolanos en Ecuador (APEVE- periodistasve.ec) después 
que al migrar tuviese que trabajar de manera informal y evidenciara que personas que eran 
reconocidas y con altos cargos en Venezuela vendían jugos de naranja y agua en los semáforos. 
Como un acto de recuperar su ejercicio profesional, comienza a captar colegas periodistas, 
forman la asociación para emprender y apoyarse mutuamente, al no encontrar la apertura en 
Ecuador (Y. Hera, entrevista, 05 de diciembre, 2020). 
La intención de la asociación es que las personas estén informadas y comunicadas para 
evitar ser afectadas por ejemplo de explotación laboral; por otro lado, también visibilizar las 
razones de salida del país. Dan un énfasis a temas de control y regularización migratoria, para 
lo cual se apoyan con abogados de algunas organizaciones. Articulan con el Servicio Jesuita 
para Refugiados, ACNUR y la fundación sin fines de lucro Martha Álvarez. Para resolver otras 
problemáticas de personas venezolanas coordina con Chamos Venezolanos en Ecuador y con 
Pastoral Migrante, al ver que son las más centradas en lo que hacen (Y. Hera, entrevista, 05 de 
diciembre, 2020). 
Hace referencia al momento de la entrevista (2020) se encuentran expectantes a los cambios 
en la Ley de Movilidad Humana respecto al proceso de deportación, y esa es su motivación al 
momento para comunicar. 
Han intentado vincularse con el gobierno ecuatoriano para poner en discusión algunos 
temas puesto que consideran que cuentan con mayor receptividad de la población que con las 
ONGs, sin embargo, no hay encontrado la apertura deseada; de la misma forma con la 
Federación de Periodistas. Por lo cual han aprovechado otros espacios como los académicos 
en las escuelas de comunicación social, derecho y administración, al igual que las redes sociales 
fundamentalmente Facebook e Instagram (Y. Hera, entrevista, 05 de diciembre, 2020). 
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María C. Mendoza, refugiada y con 20 años en el país, sus primeras experiencias de 
participación las efectuó como promotora de ACNUR, de un grupo que inició con 20 y 
terminó con 12, implicando para ella, a nivel personal, el retomar su seguridad y tranquilidad 
después de  la manera  que tuvo que salir de Colombia y su llegada con dificultades: “(…) con 
ellos empecé a ser yo otra vez (…) empecé a compartir lo que a mí me gusta, a trabajar con la 
comunidad porque eso hacía en Colombia igual, ahí nos dieron mucha seguridad y podíamos  
tener otro punto de vista, otra perspectiva” (M. Mendoza, comunicación personal, 12 de 
diciembre, 2020). De ese grupo de promotoría, al momento dos, incluyéndola, continúan con 
la labor. 
Es importante mencionar que participó además en la Escuela de Ciudadanía y Derechos 
Humano del SJR Ecuador, en un proceso realizado en el 2017 de forma particular para la 
formación de mujeres y organizaciones de base de mujeres en contexto de movilidad humana 
en Quito y otras ciudades, el cual se enfocó en propiciar su protagonismo y empoderamiento 
para mejorar la inclusión social en los territorios que se encuentran habitando. Este proceso 
que aborda derechos humanos, ciudadanía, migración e interculturalidad se encamina a: (…) 
fortalecer los cimientos de corresponsabilidad, de concertación y de articulación de propuestas 
incluyentes que realcen el rol de los migrantes, principalmente de las mujeres en movilidad 
humana, como coprotagonistas de una nueva ciudadanía universal” (Rueda, 2018, p. 66)  
Como fruto del proceso se da seguimiento a la “Agenda Política Nacional de la mujer en 
Contexto de Movilidad Humana”, que tiene como lineamientos para incidir en la construcción 
de políticas públicas lo siguiente: discriminación y xenofobia, trata y tráfico, violencia y género 
adaptación e integración social, identidad y concepción cultural, ejercicio y exigibilidad de 
derechos, y comunicación y participación política (Rueda, 2018, pp. 67, 74).  
En ese marco, se han realizado numerosos eventos de Encuentro de Mujeres en Contexto 
de Movilidad Humana, sin embargo, las mujeres mencionan como uno de los logros más 
transcendentales, el hecho que a pesar de las dificultades y adversidades en el país de origen y 
el hecho migratorio, la unidad y la conformación de organizaciones para crear redes de apoyo 
y la posibilidad de apoyar a otras mujeres en similares situaciones, gestionado sus propias 
acciones de incidencia en pro de su calidad de vida. Destacan además que la construcción de 
la cultura de diálogo y paz debe estar acompañada por la integración socio cultural y las 
sostenibilidad económica, lo que permitiría mejorar las condiciones en su nuevo proyecto de 
vida   (Rueda, 2018, pp. 75–83). 
María C. Mendoza desde su lado, realiza su trabajo de activista en el nivel comunitario, 
buscando apoyo conforme las necesidades de la gente con “los señores de la tienda, con los 
almacenes y ya me he hecho conocer mucho, los de las panaderías” y organizaciones como el 
Servicio Jesuita para Refugiados y la asociación de Daniel. Es reconocida por su gestión para 
las personas colombianas, venezolanas, haitianas y cubanas. Además, participa en la Mesa de 
Víctimas de Colombia en Quito y la Red Nacional de Mujeres, mencionando que es la única 
extranjera en esta última (M. Mendoza, entrevista, 12 de diciembre, 2020). 
Siendo que a esta última la conoció en el Consejo Consultivo de Movilidad Humana del 
DMQ, al cual se vinculó al ser convocada por varias organizaciones de sociedad civil que la 
motivaron a participar. Siente satisfacción al haber sido elegida para conformarlo siendo 
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“extranjera, refugiada, negra, chévere, así afro”. Es un espacio donde ha podido darse a conocer 
conforme refiere, y transmitir las necesidades del refugiado: contar con cédulas, el acceso a la 
educación universitaria, la situación del adulto mayor. 
Lo que busca en este espacio es ser escuchada y una vez que lo consigue “(…) ponerse 
manos a la obra, hacer algo porque la gente, ósea yo, no me quejo por quejarme, yo sé, yo sé 
porque me quejo, las instituciones nunca van donde yo voy (…) entonces yo digo que esas 
instituciones tienen que supuestamente nos protegen, nos colaboran, de verdad que nos protejan 
(…)” (M. Mendoza, entrevista, 12 de diciembre, 2020). 
Finalmente, María C. Mendoza, en el Consulado, pertenece junto a su esposo a la mesa de 
víctimas de Colombia. 
En este caso se puede vislumbrar cómo se fortalecieron capacidades desde organismos 
internacionales y sociedad civil para motivar la participación de población refugiada en el 
Ecuador. 
María, colombiana que vivió de los 17 años en Ecuador, se casó y tuvo familia ecuatoriana, 
y luego alrededor de los 30 fue a Italia, involucrándose con el “Comitato immigrati in Italia” 
(Comité de Inmigrantes en Italia) una organización que agrupa a más de 14 países y que dio 
mucha lucha en Italia y todavía las está dando (L. Jaramillo, entrevista, 17 de diciembre, 2020). 
De forma posterior, se vincula con International Migrants Alliance-IMA y a 
International Migrants Alliance - IMA Europe (2008). 
Sobre la primera, conforme refiere su blog, IMA es la primera alianza mundial de 
organizaciones de migrantes, refugiados y desplazados de base, fundada en Hong Kong en el 
2008, con más de 120 organizaciones miembro en 30 países en Asia, Oceanía, África, Medio 
Oriente, Europa, América Latina, Estados Unidos y Canadá. La membresía es de dos tipos: 
regulares -organizaciones de base- y asociados -organizaciones e instituciones que apoyan 
causas de los migrantes-  (Alianza Internacional de Migrantes IMA, 2020) 
Tiene como objetivo principal:  
(…) fortalecer y hacer oír la voz de los migrantes de base sobre los problemas que les 
afectan a ellos y a sus familias. Desde cuestiones de remesas a derechos y bienestar 
hasta la resolución de la migración laboral forzada, el IMA establece su análisis desde 
el punto de vista de los migrantes de base y desafía el sistema actual y sus mecanismos 
como el Foro Global sobre Migración y Desarrollo. (Alianza Internacional de 
Migrantes IMA, 2020) 
Dicha organización ha realizado declaraciones como: Declaración de la IMA sobre la toma 
de posesión de Afganistán por los talibanes y creciente crisis de refugiados afganos (14 de 
agosto de 2021, ¡Justicia para Herlina, Eden y todas las víctimas de la violencia de las 
trabadoras domésticas migrantes! (30 de junio de 2021), Declaración de la Alianza 
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Internacional de Migrantes para el Día Internacional del Trabajo 2021 (1 de mayo de 1021). 
(Alianza Internacional de Migrantes IMA, 2020) 
Su manifiesto es la lucha contra la xenofobia, el tráfico y explotación de los seres humanos, 
para lo cual realiza campañas de sensibilización en los países que se encuentra y a nivel 
internacional, además de, manifestaciones, plantones, respetando el marco legal de las 
respectivas naciones. Su lema es: “¡Durante mucho tiempo otros hablaron en nuestro nombre, 
ahora hablamos por nosotros mismos! ¡Los trabajadores inmigrantes no somos criminales, 
somos trabajadores internacionales!” (IMA Capítulo Ecuador, 2020a) 
La primera Asamblea Nacional en Quito en el 2020 cuenta con el apoyo de la Universidad 
Central del Ecuador y se desarrolla por la necesidad de unificar los sectores sociales de 
Movilidad Humana en Ecuador. Ante la acogida, se decide crear IMA Capítulo Ecuador y 
realiza el siguiente manifiesto en bases a la resolución de dicha Asamblea:  
IMA capítulo Ecuador no pretenderá representar a todos los inmigrantes, migrantes 
retornados y refugiados, ni entrar en contradicción con ninguna organización de 
asistencia o servicio a las personas en movilidad. Somos una ALIANZA y como tal 
trabajamos uniendo y no dividiendo. Somos organización horizontal donde todos sus 
miembros son protagonistas. Somos organización de consensos y todo se decide 
democráticamente. Somos una organización laica, respetando cualquier fe religiosa de 
sus miembros. Somos una organización de respeto a todo tipo de diversidad de género, 
color de piel y cultura. Somos una sola raza en el mundo, la raza humana. 
Por lo que hacemos un llamado a todas las personas del quehacer de la movilidad 
humana en Ecuador a unirnos y encontrar las mejores soluciones a los problemas que 
aquejan a mujeres, hombres, niñas/os, adolescentes y adultos mayores, que por 
diferentes razones se encuentran en movilidad humana. (IMA Capítulo Ecuador, 2020a) 
La Alianza Internacional de Migrantes- Capítulo Ecuador, que tiene como aliados a la 
Asociación de Periodistas Venezolanos en Ecuador, CERCE - Colectivo de Exiliados 
Refugiados Colombianos en el Ecuador, Frente Unido de Inmigrantes Ecuatorianos (USA), 
Fundación Crea tu Espacio, Fundación Migrante Universal y Movimiento Familiares y 
Migrantes MFAM- Italia  (IMA Capítulo Ecuador, 2020a). 
Ahora, María, como parte de ésta, indica que lo que se requiere es reforzar las 
organizaciones, lo que implica que las personas se eduquen políticamente y que la comunidad 
venezolana, de otros inmigrantes, refugiados y quienes necesiten ayuda puedan ver en la 
Alianza el punto de unión y de ideas para que: 
(…) los venezolanos puedan tener, por ejemplo, una regularización, que los migrantes 
retornados tengan derechos que se les ha negado hasta ahora y que nos prometieron 
tantas cosas, que los refugiados colombianos o de otros países puedan vivir una 
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situación mucho mejor de la que tiene ahorita (María, comunicación personal, 17 de 
diciembre, 2020) 
En ese contexto, no descartan el diálogo y presentar su pliego de peticiones con las 
autoridades, considerando que en el momento de la entrevista había la expectativa por el 
cambio de gobierno. Esto, dato a entender que la migración donde llega es una riqueza. (María, 
entrevista, 17 de diciembre, 2020). 
Diana Mesa ha ejercido la participación en varios colectivos. Inicialmente en Quito, formó 
parte de las mesas de víctimas, con la consigna de empezar a exigir los derechos de “las 
víctimas que nos encontramos en el exterior”. Participaron en encuentros nacionales y 
regionales para conformar las mesas de víctimas por la paz de Colombia, la Red 
Latinoamericana de Víctimas de Conflicto Colombiano en América Latina. Ello a raíz de la 
ley de víctimas y restitución de tierras y sus repercusiones de favorabilidad para la paz de 
Colombia (D. Mesa, entrevista, 11 de enero, 2021). 
Tuvieron la apertura de elegir un representante y participar en la Mesa Nacional de 
Víctimas de Colombiana, aunque considera que la persona que les representó no hizo por ellos. 
A partir de esto, 17 personas deciden formar el Colectivo de Exiliados y Refugiados 
Colombianos en el Ecuador, siendo Diana la Coordinadora. 
Ha tenido la posibilidad de participar en un encuentro de refugiados a nivel mundial en 
Ginebra y de ahí pasamos a participar en las constructivas del ACNUR en el año 2016 -17-18 
como red y como colectivo de exiliados y refugiados. Ahora están en el proceso de exigirle al 
gobierno colombiano que se tenga en cuenta a las víctimas en el exterior para los beneficios de 
acceder a vivienda en los países donde se encuentran las víctimas (D. Mesa, entrevista, 11 de 
enero, 2021). 
El Colectivo de Exiliados y Refugiados Colombianos en Ecuador (CERSE), se conforma 
el 2017 para “(…) construir un espacio articulador de iniciativas, acciones colectivas e 
incidencia por la paz con justicia social en Colombia, por los derechos de las víctimas a la 
reparación integral, la restitución de derechos y las Garantías de No repetición” (CERSE, 
2017). Los 4 ejes sobre los que acuerdan objetivos y planes de trabajo son: Construcción de 
paz y memoria, Derechos de las víctimas, implementación y ajuste normativo de la política 
pública, Retorno voluntario, digno y con garantías, y, Protección internacional e integración 
local (CERSE, 2017). 
Entienden que la condición de “víctima” sucede por graves violaciones al Derecho 
Internacional de Derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional humanitario 
ocurridas en el marco del conflicto interno. En ese sentido, abogan para que tanto la Ley como 
la institucionalidad de Colombia, reconozcan a las víctimas del conflicto, sean incluidas y las 
repare de forma integral sin ninguna condición o restricción conceptual o temporal (CERSE, 
2017). 
Recientemente como colectivo ganaron un proyecto que lanzó la unidad de víctimas a 
inicios del año 2020, aplicamos como proyecto de una plataforma virtual para mantener 
informada a la población colombiana acerca de temas de relevancia en el Ecuador para acceder 
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a derechos en el Ecuador, ahora también estará abierta a la población venezolana (D. Mesa, 
entrevista, 11 de enero, 2021). 
Han encontrado apoyo en Servicio Jesuita a Refugiados, Cáritas, Misión Scalabriniana, 
ACNUR, HIAS, FLACSO, la Universidad Católica, entre otras. Desde el 2019, la Fundación 
Panamericana para el Desarrollo (FUPAD). Entre sus aliados también está la Unidad para la 
atención y reparación integral a las víctimas en el exterior (D. Mesa, entrevista, 11 de enero, 
2021). 
A su vez hacen parte de la Revicpaz-Lac que es la red de organizaciones de refugiados/as, 
exiliados/as, y/o víctimas del conflicto armado colombiano que se encuentran en países de 
América Latina y el Caribe, siguiendo sus cuatro ejes de trabajo cuatro ejes de articulación, 
incidencia y fortalecimiento organizativo de las víctimas colombianas en el exterior (CERSE, 
2017). 
Las causas y motivaciones que se pueden evidenciar tanto en las organizaciones, 
asociaciones o colectivos de las personas inmigrantes venezolanas son:  
- Promover la adaptación, integración entre ambos países, la inclusión económica y 
social, integración intercultural, estimular la interculturalidad ecuatoriana/venezolana, 
practicar la solidaridad, crear alianzas y fomentar la paz y armonía entre naciones. 
- Fomentar una reputación digna para la comunidad de venezolanos residentes.  
- Promover sus derechos como seres humanos y ciudadanos productivos. Apoyar el 
emprendimiento como medio de migración exitosa 
- Luchar contra la xenofobia, la explotación laboral y de cualquier tipo de seres humanos. 
- Ser escuchados, hacer oír la voz de los migrantes sobre los problemas que los afectan. 
- Contribuir a la mejora de la calidad de vida de las comunidades inmigrantes 
- Atender personas en situación de movilidad humana, grupos de atención prioritaria de 
cualquier nacionalidad, realizar voluntariado social, recreación. 
- Asesorar y brindar asistencia y defensa jurídica, informar a los nuevos migrantes sobre 
normativa y requisitos para estar en territorio ecuatoriano de forma regular.  
Por otro lado, desde las personas inmigrantes colombianas participantes de la entrevista, se 
tiene como principal lucha la exigencia que las víctimas, exiliados y refugiados colombianos, 
cuenten con beneficios (medidas de reparación) por parte del estado colombiano en otros 
territorios que no sea el nacional, sin restricción conceptual o temporal. En términos generales 
construir un espacio articulador de iniciativas, incidencia y acciones colectivas en el marco de: 
- La paz con justicia social en Colombia. 
- Los derechos de las víctimas a la reparación integral 
- La restitución de derechos 
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- Las garantías de no repetición 
Así mismo se vislumbra el fortalecimiento organizativo de las víctimas colombianas en el 
exterior. 
Se evidencia por tanto que sus motivaciones van más de la satisfacción de necesidades 
básicas o concretas, cuentan con momentos de reflexión, actividades concretas y 
planteamientos éticos, técnicos y políticos de diferente índole, encaminados a buscar la 
transformación de situaciones que definen como problemáticas. 
Conforme lo establece Marisela Montenegro (2004) sobre la “acción comunal” se dice que, 
a través de la participación de los miembros del grupo, se reflexiona, planifica y organiza la 
acción comunitaria para introducir transformaciones en lo que se ha percibido como 
problemático en un contexto dado y por tanto en el contexto donde estas personas viven. Siendo 
que en el caso de los migrantes internacionales los contextos en los cuales quieren generar 
transformaciones, no son necesariamente solo los locales, de allí los deseos de algunos 
colectivos de extenderse y conectarse entre países a través de redes o la internacionalización 
de sus prácticas. 
En sus palabras: “El hecho de que las personas puedan tomar ciertas decisiones sobre su 
vida y su ambiente promueve un principio democrático de participación ciudadana organizada 
que puede transformar situaciones de opresión e injusticia en los ámbitos locales”(Montenegro 
M., 2004, p. 24). 
En resumen, estas prácticas y reivindicaciones, desde un enfoque de autonomía política dan 
cuenta que las personas en movilidad humana actúan como ciudadanas, si bien no lo son bajo 
los términos jurídicos y dominantes de la ciudadanía. Más allá de la regularidad o no de su 
condición migratoria ejercen la participación social y/o política; poniendo de manifiesto que la 
irregularidad es también una condición ambigua. Se evidencia las tensiones y los conflictos, 
que amenazan con transformar el marco legal de la ciudadanía.  
La dimensión de la participación de personas en movilidad en el contexto de Pandemia por 
COVID-19 
En el contexto de pandemia por COVI-19, la movilidad humana ha sido una de las temáticas 
altamente discutidas, contemplando el cierre de fronteras, requisitos de ingreso y salida de los 
diferentes países, aspectos que llevan inmersas situaciones como dificultades en los procesos 
de reunificación familiar y solicitudes de refugio. Por otro lado, las personas en movilidad 
humana enfrentan grandes dificultades en cuanto a su situación económica y laboral, 
alimentación, vivienda, educación y condiciones de vida en general.  
Con ese panorama, surgen las preguntas sobre cómo las personas de otra nacionalidad se 
organizan o se reorganizan para garantizar sus derechos, el acceso a servicios y continuar 
ejerciendo la participación, esto último además en medio de los debates y la aprobación a las 
reformas de la Ley de Movilidad Humana de Ecuador. 
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Gustavo Isava de Migrante Universal (2020) manifiesta que la pandemia generó cambios 
en su organización, puesto que cerró su oficina y no pudieron mantener su radio. Han tomado 
alternativas para trabajar desde la virtualidad y con su página web. 
Yasmina de la Asociación de Periodistas Venezolanos en Ecuador (APEVE), perdió 
integrantes durante la pandemia (eran 52), algunos volvieron a Venezuela, otros más fueron a 
Chile o Perú y un grupo se retiró porque su situación es compleja. La asociación no trabaja 
como una ONG, sin embargo, se ha gestionado apoyo para los periodistas con mayor 
vulnerabilidad, y buscar alternativas para su documentación con el Servicio Jesuita para 
Refugiados, sobre todo ante las nuevas medidas a tomar por el gobierno (Lenín Moreno). 
Eso bajo el hecho que durante el 2020 en contexto de pandemia por COVID-19, se 
produjeron los debates para las reformas de la Ley de Movilidad Humana que se teme afectará 
a la población venezolana: 
(…) estamos haciendo mucho estudio sobre todos los puntos  que se mencionan ahí 
porque hay personas que son grupos familiares y son gente profesional, son gente que 
no tiene antecedentes  pero no tienen el dinero y salieron del país sin documentación y 
cuando llegan aquí no tienen el dinero tampoco la documentación, no consiguen empleo 
y están dentro de los grupos de personas que se piensan deportar entonces nosotros 
estamos tratando de ver de qué manera se apela porque eso no puede ser, estas 
violentando los Derechos Humanos de muchas personas y bueno, ese es uno de los 
problemas que tenemos ahí todavía en la lista, esperaremos a ver qué pasa, qué 
información se genera en esta semana. Me imagino que será entre el gobierno 
ecuatoriano y la Cancillería y la Asamblea Nacional en cuanto a lo de la ley de 
movilidad humana. (Yasmina, entrevista, 2020) 
La APEVE ha encontrado apoyo en la Fundación Martha Alvares más que en el PMA y 
OIM, con quienes ha buscado enlaces, pero no lo ha conseguido. 
María C. Mendoza, pudo evidenciar en el contexto de COVID-19, situaciones de 
vulnerabilidad, por ejemplo, con personas adultas mayores y familias contagiadas. Al tener una 
condición médica compleja, gestionó con Daniel y otros compañeros del Consejo ayuda, 
teniendo apoyo para personas recién llegadas con HIAS sin embargo no para los otros casos. 
Refiere:  
Tengo mamitas que me llamaban y me decían le estoy dando agüita de anís a mi bebé, 
recién dada a luz, los niños regáleme un pan, Mary regáleme un pancito con agua. Sino 
es que a uno le dejan ahí esperando, le dicen no hay presupuesto. Para qué, para qué 
tenemos una institución. (María C. Mendoza, entrevista, 12 de diciembre, 2020). 
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Organizaciones como el Servicio Jesuita a Refugiados en Ecuador, mantuvieron en el 2020 
su trabajo en su línea de participación y ciudadanía, a través de la Escuela de Ciudadanía- 
Movilidad Humana y ejercicio de derechos, un espacio de educación no formal, desarrollada 
por primera vez de manera virtual. Concluyó en septiembre y conforme refiere, trabaja con las 
vivencias de las personas y la idea de encontrar una sociedad más solidaria, apostando por la 
organización  (JRS Ecuador, 2020b) 
Alianza Internacional de Migrantes- Capítulo Ecuador, realizó un pronunciamiento 
respecto a la pandemia COVID-19 el 28 de abril 2020: “Migrantes, inmigrantes, refugiados y 
gente desplazada: ¡solidaridad con los trabajadores de la salud! ¡solidaridad con los 
familiares de las víctimas del covid-19!”. Destaca la situación grave en el Ecuador en este 
momento y la falta del gobierno para adoptar medidas suficientes para el control de la 
pandemia, al no dotar de instrumentos de protección suficientes a quienes están en la primera 
línea, no considerar que gran parte de la población tiene un trabajo formal, vive del diario y no 
contará con recursos para cubrir necesidades básicas si continúa el encierro, y sin contemplar 
que gran parte de la población de ecuatorianos y de inmigrantes venezolanos son menores de 
edad, encontrándose en riesgo de desnutrición por falta de alimentación (IMA Capítulo 
Ecuador, 2020b). 
En el mismo pronunciamiento se menciona que el COVID-19 ha expuesto las 
vulnerabilidades e inseguridades de la población migrante, elogia a las organizaciones de 
migrantes por brindarse ayuda y por la solidaridad entre los migrantes, al mismo tiempo que 
plantean de forma constante inquietudes políticas a los gobiernos e instan a mantener la unidad 
y la organización para enfrentar la agudización de la crisis económica, y con ella la pobreza y 
la desigualdad (IMA Capítulo Ecuador, 2020b). 
Resumen 
Considerando lo plantado en la normativa nacional, la participación constituye un “poder 
ciudadano”, el mismo que promulga que el pueblo está el centro del Estado. En el caso de la 
población inmigrante, la participación fundamentalmente política se encuentra condicionada a 
condiciones específicas de regularización y a la naturalización como la forma concreta de 
convertirse en una persona de nacionalidad ecuatoriana. Un ejemplo claro de los derechos 
políticos condicionados es el de votar y la posibilidad de ser elegido (procesos electorales).  
Esta investigación a través de congregar representantes e integrantes de organizaciones, 
asociaciones y colectivos de personas inmigrantes de nacionalidades venezolana y colombiana, 
con diversas condiciones migratorias, da cuenta que la participación es ejercida con una 
extensión que la norma no logra concretar o bien garantizar en la práctica; siendo que la misma 
más bien regula el derecho a la participación en “lo público”, haciendo digerible la 
participación social pero controlando y hasta acallando a través de la sanción a la participación 
política. 
Es así como nuevamente se puede vislumbrar la tensión entre lo determinado en la CRE y 
normativas nacionales y locales y herramientas de política pública que, si bien determina la 
igualdad de derechos y obligaciones entre ecuatorianos y personas de otra nacionalidad, no 
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alcanzan a conectarse con el enunciado de la ciudadanía universal. Dando cuenta una vez más 
de la visión y gestión fragmentaria del estado ecuatoriano. 
Desde allí, emerge en la cotidianidad, en la vivencia misma, desde las personas inmigrantes 
la exigibilidad a través de las prácticas de incidencia de una u otra manera en los asuntos 
públicos. Los discursos de los líderes y lideresas dan cuenta de compartir una característica 
identitaria derivado del hecho de ser migrantes internacionales, que los coloca en determinadas 
formas de opresión y discriminación, las mismas que reconocen y ante las cuales buscan 
desarrollar acciones colectivas para lograr reivindicaciones concretar y obtener 
transformaciones simbólicas. Ello desde la teoría de los nuevos movimientos sociales. 
(Montenegro, 2004). 
Algunos colectivos participan en espacios formales (institucionales), de consulta y no de 
decisión, como el Consejo Consultivo de Movilidad Humana del Distrito Metropolitano de 
Quito y con menos presencia, en la Mesa de Movilidad Humana. La mayor fuerza de las 
organizaciones radica en su autonomía política, cuya práctica no necesariamente es 
legitimizada por el estado nacional; se ejerce y existe en ocasiones más allá de contar con 
legitimidad (Gálvez, 2013), interpelando una vez más la estructura actual de los órdenes 
políticos actuales donde el migrante no solo se ubica sujeto de derechos sino como sujeto 
político (Penchaszadeh & Courtis, 2016). 
5.3. Ciudadanía 
Dimensión política de la ciudadanía en Ecuador 
La Constitución del Ecuador en el preámbulo revela el proyecto político de país:  
“NOSOTRAS Y NOSOTROS, el pueblo soberano del Ecuador 
RECONOCIENDO nuestras raíces milenarias, forjadas por mujeres y hombres de 
distintos pueblos, CELEBRANDO a la naturaleza, la Pacha Mama, de la que somos 
parte y que es vital para nuestra existencia, INVOCANDO el nombre de Dios y 
reconociendo nuestras diversas formas de religiosidad y espiritualidad, APELANDO a 
la sabiduría de todas las culturas que nos enriquecen como sociedad, COMO 
HEREDEROS de las luchas sociales de liberación frente a todas las formas de 
dominación y colonialismo, Y con un profundo compromiso con el presente y el futuro, 
Decidimos construir 
Una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, 
para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay; Una sociedad que respeta, en todas sus 
dimensiones, la dignidad de las personas y las colectividades; Un país democrático, 
comprometido con la integración latinoamericana – sueño de Bolívar y Alfaro-, la paz 
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y la solidaridad con todos los pueblos de la tierra (…)4. (Asamblea Nacional, 2008, p. 
15) 
Y en su artículo 1, proclama:  
El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico (…) 
La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se 
ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa 
previstas en la Constitución. (Asamblea Nacional, 2008, p. 16) 
En el documento “El Servicio Jesuita a Refugiados en Ecuador. El reto de acompañar la 
migración forzada en un contexto cambiante”, los autores mencionan que se puede afirmar que 
en dicha Carta Magna subyace una crítica postcolonial, al definir al Estado como plurinacional 
e intercultural, alejándose de la “neutralidad cultural; así como se realiza una superación de la 
visión individual de los derechos, posicionando los derechos colectivos y ambientales en el 
contexto del sumak kawsay. Incluye a las personas y grupos de atención prioritaria, presentando 
diversas condiciones que los llevan a esa denominación, incluyendo las vitales, relacionales, 
ambientales, jurídico- estatales y de movilidad humana (Burbano et al., 2019, p. 243). 
Por otro lado, la CRE en su Capítulo segundo se determina quienes pueden ser considerados 
“Ciudadanas y ciudadanos”: 
Art.6.- Todas las ecuatorianas y los ecuatorianos son ciudadanos y gozarán de los 
derechos establecidos en la Constitución. 
La nacionalidad ecuatoriana es el vínculo jurídico político de las personas con el 
Estado, sin perjuicio de su pertenencia a alguna de las nacionalidades indígenas que 
coexisten en el Ecuador plurinacional. 
La nacionalidad ecuatoriana se obtendrá por nacimiento o por naturalización y no se 
perderá por el matrimonio o su disolución, ni por la adquisición de otra nacionalidad 
(…) 
Art. 9.- Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán 
los mismos derechos y deberes que las ecuatorianas, de acuerdo con la Constitución. 
(Asamblea Nacional, 2008, p. 19) 
                                                          
4 Resalado me pertenece. 
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Tomando de base las dimensiones de la ciudadanía que presenta Ariadna Estévez (n.d), se 
puede leer que la CRE plantea una ciudadanía como membresía (pertenencia a unas polis), es 
decir vinculada a una nacionalidad, donde se categoriza a los individuos de acuerdo con el 
nombre del Estado al que pertenecen: “ecuatorianas y ecuatorianos”. Se establecen los 
principios para su adquisición: nacimiento y naturalización; lo que a su vez se fundamentan en 
el lugar de nacimiento o permanencia, descendencia y parentesco y por consentimiento 
(Estévez, n.d.). 
La membresía resulta ser una forma clara de exclusión de los migrantes de la adjudicación 
de derechos completos y de la participación política, fundamentalmente de aquellos en 
situación irregular o indocumentados. Empero, el artículo 9 establece una condición de 
igualdad en derechos y obligaciones entre las personas extranjeras y las ecuatorianas. 
Para el embajador Leopoldo Rovayo Verdesoto, director de Información y Análisis de la 
Movilidad Humana, dependencia directa del gabinete del viceministro de Movilidad Humana, 
la ciudadanía para el estado ecuatoriano es un estatus legal (los derechos adjudicados de 
acuerdo a la pertenencia a unas polis, de la misma forma las obligaciones): 
(…) que la ciudadanía es un estatus que la propia Constitución reconoce, (…) uno 
accede a ser ciudadano a los 18 años, así es las reglas, y el ser ciudadano de un país 
siempre es el tener acceso a derechos y obligaciones, la mayoría solo queremos oír los 
derechos, pero no nos gustan las obligaciones, entonces el ejercer la ciudadanía también 
es tratar de alguna manera de participar en los procesos políticos, comunitarios (…). 
(L. Rovayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
Para Javier Arcentales, la noción de ciudadanía ha sido apliamente discutida y debatida, 
debido a su vínculo estrecho con la nacionalidad (membresía) -una ciudadanía nacionalizada-: 
Desde el enfoque de  derechos humanos hay una crítica muy fuerte a la ciudadanía, o 
sea, el término ciudadanía como tal porque la ciudadanía ha significado una forma de 
exclusión en sí misma porque la ciudadanía ha estado justamente atada y vinculada a la 
nacionalidad de hecho en el lenguaje se utiliza muchas veces como sinónimo, cuando 
dices ya tengo la ciudadanía ecuatoriana, ya tengo la ciudadanía estadounidense, se 
equipara, incluso en el uso del lenguaje se equipara cierto, la pertenencia a un país con 
la ciudadanía, qué significa esto, que una persona que pertenece a un país o que es 
nacional de un país, tiene todos los derechos  frente a una persona que no es del país y 
que evidentemente no tiene los mismo derechos. (J. Arcentales, entrevista, 04 de 
noviembre, 2020). 
El estado ecuatoriano conforme lo expuesto en la carta magna, toma una postura e incluye 
en su noción la interculturalidad, plurinacionalidad, la sabiduría de las culturas, la diversidad, 
la convivencia, la solidaridad y integración latinoamericana, que dan indicios de la superación 
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o al menos la intención de superar el enunciado hegemónico sobre la ciudadanía; como se verá 
a continuación. 
La inclusión de la temática de movilidad humana en esta nueva Constitución se debe a la 
insistencia de la sociedad civil migrante y sus asociaciones. La política migratoria de quien fue 
presidente, Rafael Correa, se centró en la vinculación del Estado con  los ecuatorianos en el 
exterior, es decir, en su emigración y el retorno en el marco de un proyecto socio político e 
identitario de país fundamentado en la “ecuatorianidad”; dejando de esta forma, un desbalance 
con los procesos de refugio e inmigración  (Burbano, 2017a, p. 104 en Burbano et al., 2019, 
pp. 244–245) 
Dimensión de Ciudadanía Universal 
Respecto al ejercicio de la ciudadanía en la población inmigrante, la Constitución del 
Ecuador da indicios de la “superación” de la visión tradicional y dominante, planteando que 
“Las personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los mismos 
derechos y deberes que las ecuatorianas” (Cap. II Ciudadanas y ciudadanos, art. 9), y, “Se 
reconoce a las personas el derecho a migrar. No se identificará a ningún ser humano como 
ilegal por su condición migratoria” (Ca. III Derechos de las personas y grupos de atención 
prioritaria, art.40) (Asamblea Nacional, 2008).  De la misma forma, en el artículo 41, que 
reconoce los derechos de asilo y refugio conforme a la ley y los instrumentos internacionales 
de derechos humanos:  
Las personas que se encuentren en condición de asilo o refugio gozarán de protección 
especial que garantice el pleno ejercicio de sus derechos. El Estado respetará y 
garantizará el principio de no devolución, además de la asistencia humanitaria y jurídica 
de emergencia. No se aplicará a las personas solicitantes de asilo o refugio sanciones 
penales por el hecho de su ingreso o de su permanencia en situación de irregularidad. 
(Asamblea Nacional, 2008) 
Se coloca a la migración como condición humana, al igual que otras; de esta manera se 
plantea que las y los migrantes o las personas en situación de movilidad humana son ciudadanas 
y ciudadanos con los mismos derechos, deberes y oportunidades de las personas de 
nacionalidad ecuatoriana, proponiendo de tal manera la eliminación progresiva de la condición 
de extranjero. Además, los ubica como grupo de atención prioritaria, sujeto de protección 
(Asamblea Nacional, 2008). 
 Allí es donde se encuentran las bases de la iniciativa de la “Ciudadanía Universal” como 
una alternativa enmarcada en un proyecto ético-político del Estado Ecuatoriano. 
En la Constitución del Ecuador, esta iniciativa se  ve reflejada en los principios de las 
relaciones con la comunidad internacional, mismas que responderán a los intereses del pueblo 
ecuatoriano, al que le rendirán cuenta sus responsables y ejecutores, (Título VIII, Cap. I 
Principios de las relaciones internacionales, art 1); de esta manera se plantea: 
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5. Reconoce los derechos de los distintos pueblos que coexisten dentro de los Estados, 
en especial el de promover mecanismos que expresen, preserven y protejan el carácter 
diverso de sus sociedades, y rechaza el racismo, la xenofobia y toda forma de 
discriminación. 
6. Propugna el principio de ciudadanía universal, la libre movilidad de todos los 
habitantes del planeta y el progresivo fin de la condición de extranjero como elemento 
transformador de las relaciones desiguales entre los países, especialmente Norte-Sur. 
7. Exige el respeto de los derechos humanos, en particular de los derechos de las 
personas migrantes, y propicia su pleno ejercicio mediante el cumplimiento de las 
obligaciones asumidas con la suscripción de instrumentos internacionales de derechos 
humanos (Asamblea Nacional, 2008).5 
Así mismo, la propuesta (bio)ética-política del Estado Ecuatoriano contempla otros 
principios de igual importancia: la condena toda forma de imperialismo, colonialismo, 
neocolonialismo, y reconoce el derecho de los pueblos a la resistencia y liberación de toda 
forma de opresión; promueve la conformación de un orden global multipolar con la 
participación activa de bloques económicos y políticos regionales, y el fortalecimiento de las 
relaciones horizontales para la construcción de un mundo justo, democrático, solidario, diverso 
e intercultural; impulsa prioritariamente la integración política, cultural y económica de la 
región andina, de América del Sur y de Latinoamérica; y fomenta un nuevo sistema de 
comercio e inversión entre los Estados que se sustente en la justicia, la solidaridad, la 
complementariedad, la creación de mecanismos de control internacional a las corporaciones 
multinacionales y el establecimiento de un sistema financiero internacional, justo, transparente 
y equitativo (Asamblea Nacional, 2008). 
Desde allí en la presidencia del economista Rafael Correa se apuntó a la propuesta 
venezolana de integración regional (“la Patria Grande”) para la conformación del bloque del 
sur; que se concreta en el organismo supranacional Unión de las Naciones Suramericanas 
(UNASUR) como un foro político regional y autónomo de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA) para crear y promover la identidad y ciudadanía suramericana, que en el 
año 2019 cumplió 15 años. 
En este último periodo de gobierno, la Agenda de Política Exterior (2017-2021) plantea 
que Ecuador es uno de los principales referentes de la libre movilidad, la no criminalización de 
la migración, la ciudadanía universal y el concepto inclusivo de la movilidad humana. Siendo 
un actor fundamental en el fortalecimiento de la institucionalidad de los mecanismos políticos 
de integración regional (UNASUR, CELAC y ALBA) y del esquema Cooperación Sur-Sur 
(Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 2018a, p. 35). Ello conforme su 
Objetivo 4, que además en la política 2.5 incluye “Fortalecer la participación ciudadana, de 
                                                          
5 Resaltado me pertenece. 
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mujeres, organizaciones sociales y de pueblos y nacionalidades indígenas, afrodescendientes, 
montubios y las personas en situación de movilidad” (Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana, 2018a, p. 57). 
Esta agenda además contempla en su Objetivo 5: Promover el ejercicio de los derechos de 
las personas en movilidad humana en todas sus dimensiones: 
 (…) comprende los conceptos de ciudadanía universal y libre movilidad de las 
personas, los cuales pasan a ser ejes de la política y se les otorga el carácter de derechos 
constitucionales. Su principal propósito es borrar la línea divisoria normativa entre 
nacionales y extranjeros, reconociendo la libertad de movimiento, la igualdad de trato 
y de oportunidades para los migrantes, la no discriminación y el ejercicio de una 
ciudadanía ampliada en el mundo. 
(…) La ciudadanía universal y las políticas vanguardistas de movilidad humana son 
principios de la política exterior del Ecuador y, por su calidad innovadora y garantista, 
posicionan al país como referente en el manejo de poblaciones migrantes a nivel 
internacional.(Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 2018a, p. 58) 
A nivel internacional, a nivel de estados, existen otras propuestas de posibilidades de 
ciudadanía y a nivel académico y operativo, existe una variedad de discusiones y posiciones al 
respecto.  
María Daniela Dávalos (2008) plantea la ciudadanía universal como una “ciudadanía 
cosmopolita”, que si bien ha sido considerada como un concepto innovador que “sorprende, 
agrada o intimida”, la idea de “ciudadano universal” no es nuevo: 
Los estoicos planteaban que todas las personas vivimos en dos comunidades: en la que 
nacimos y en aquella que es la de deliberación y aspiraciones humanas. Sostenían 
también que el lugar de nacimiento no era más que un accidente, un hecho que no debía 
influir o crear diferencias entre los seres humanos, y que se debía dar a la humanidad y 
sus componentes más importantes (la razón y la capacidad moral) la mayor lealtad y 
respeto. (Dávalos, 2008, p. 77) 
Ello no implicaba la abolición de formas de organización políticas locales y nacionales, 
tampoco la creación de un Estado mundial. Su apuesta no está el poder temporal sino en la 
comunidad constituida por los seres humanos (Martha Nussbaum, 1999, En Dávalos, 2008, p. 
77).  
Para Dávalos (2008), en un contexto contemporáneo, la ciudad cosmopolita o universal es 
entendida en diversos aspectos: 
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- Como una equiparación total entre personas de distintas nacionalidades. Va más allá de 
reconocer sus derechos por el mero hecho de ser personas, apuesta por la creación de 
una comunidad global en la que no existen froteras y se eliminan los requisitos para la 
movilidad humana. 
- Como comprensión que todos los seres humanos formanos parte de una comunidad 
mundial y debemos ser responsables de trabajar por un futuro común preocupándonos 
por problemas globales que nos afectan a todos como miembros de la comunidad 
universal. No reemplaza la nacionalidad de cada persona. 
En el marco de los países latinoamericanos, bajo una normativa comparada, presentan 
varias posturas respecto a la equiparación de personas nacionales con extranjeras, donde 
finalmente se evidencian restricciones en derechos para las segundas. Inclusive en la 
Constitución del Ecuador se realizan sutiles diferencias en el ejercicio de derechos, se proclama 
la eliminación progresiva de la condición de extranjero empero se mantiene la categoría de 
extranjero en el texto. Innovador, por ejemplo, hubiese sido el planteamiento del ejercicio de 
derechos políticos en personas extranjeras sin condicionamientos como su tiempo de 
residencia, puesto que aún quienes cumplen con este requerimiento, conforme la CRE podrán 
votar pero no podrán: ser elegidos, participar en los asuntos de interés público, ser consultados, 
fiscalizar los actos del poder público, desempeñar empleos y funciones públicas, conformar 
movimientos políticos y afiliarse a ellos (Dávalos, 2008, pp. 90–98). 
Lo que sí se presenta como ventajas para los “extranjeros sí se presentan” en la Constitución 
a nivel de protección en territorio ecuatoriano: refugio, principio de no devolución, derecho a 
la protección especial, asistencia humanitaria, y la posibilidad del reconoci- miento colectivo 
de manera excepcional, norma constitucional de no identificar a ningún ser humano como 
ilegal por su condición migratoria (descriminalizar la migración) (Dávalos, 2008, pp. 98–99). 
Dávalos señala que el establecer la ciudadanía universal como un principio en la CRE no 
implica que sea considerada como un derecho, sino que la premisa debe guiar la interpretación 
que se haga a favor de las personas más allá de su nacionalidad; no implicando que el extranjero 
pierde su nacionalidad para pasar a ser ecuatoriano. Es sin lugar a dudas un concepto más 
integrador -un paso más- y progresista -inclusive a nivel regional-, una evolución del concepto 
de ciudadanía parte del proyecto político del Ecuador-desde el Sur-, hace referencia tanto a los 
extranjeros en el Ecuador como las personas ecuatorianas que han migrado del país, siendo que 
sobre los últimos se debe resaltar que conservan sus derechos políticos más allá de las fronteras 
estatales (Dávalos, 2008, pp. 100–104). 
Con esta caracterización establecida tanto en la norma de la ciudadanía universal o como 
el entendimiento de la categoría como ciudadanía cosmopolita, es fundamental valorar desde 
los diferentes frentes, como es comprendida por los actores políticos, institucionales, 
académicos, personas en movilidad humana. 
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Ahora contemplando a Ariadna Estévez (n.d.) respecto a los planteamientos de ciudadanía, 
la “Ciudanía Universal” del estado ecuatoriano, contempla la postura postnacional donde la 
ciudadanía traspasa la idea de la identidad nacional y asigna derechos en función del estatus de 
ser humanos, es decir es reconocer en la norma los derechos ya ejercidos de facto por los 
inmigrantes y su participación en la comunidad política y social, a pesar de noter la contar con 
ciudadanía universal.  
Otro punto relevante que la ubica como ciudadanía postnacional, es que nombra los 
sistemas normativos de aplicación supranacional para universalizar el campo de los derehcos 
humanos; aplican a migrantes e inmigrantes en los sitemas universal y regional 
(latioamericano, “bolivariano”) de derechos humanos. 
Considerando lo planteamientos de la misma autora, bajo el enunciado de la CRE 
“ciudadanos del mundo”, se devela la posibilidad de una ciudadanía cosmopolita en tanto y en 
cuanto pudan ser institucionalizados “nuevos derechos y obligaciones” sin necestad de apelar 
a un Estado Global. Busca institucionalizar por ejemplo el derecho a la libre movilidad y a la 
transacción, los cuales van acompañados de obligaciones relevantes. 
Dávalos ya mencionaba, estamos en un mundo donde es más fácil liberalizar el paso de 
mercancías y servicios, que para una persona cruzar una frontera, el cosmopolitismo no existe, 
sin embargo, desde el sur, desde Ecuador, se ha tomado una decisión (Dávalos, 2008, p. 104) 
Para Leopoldo, del Viceministerio de Movilidad Humana, hablar de una libre movilidad se 
asemeja a hablar de una libre circulación de capital: 
(…) toda Constitución tiene dos partes una dogmática y otra la práctica, cómo debe 
funcionar el Estado en sí. La dogmática es la que trata de poner ciertos principios o 
ciertas ideas a donde se debe llegar, (…) lo que el Ecuador ha querido hacer, es decir, 
que todos deberíamos tener una libre movilidad y una libre circulación, ese sería el 
mundo ideal, una especie de libre comercio, usted sabe los TLC son libre circulación 
de mercadería, de personas, libre circulación de capitales. Teóricamente debería ser así, 
pero el mundo no está manejado así, el mundo está manejado por lo que es intereses 
económicos, ideológicos. (L. Robayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
Por tanto no reconoce la idea de un Estado Global donde se distinguen los derechos 
ciudadanos de los derechos de nacionalidad, reconociendo los derechos de las personas 
migrantes los derechos civiles, sociales y políticos en más de un país, siendo tratados con 
igualdad. Por tanto la “ciudadanía universal del estado ecuatoriano” no corresponde según este 
criterio a una “ciudadanía global”. 
Para A. Estévez, se requiere un marco de justicia más amplio inclusive que el propuesto 
por la ciudadanía global, y es el de ciudadanía universal, que amplía la membresía a los 
inmigrantes sin importar su estatus legal , sin reeemplazar la ciudadanía nacional, pero teniendo 
como fundamente el derecho a la movilidad y no la pertenencia a un territorio Estévez, n.d., p. 
29). Implica contar con una visión sociopolítica y descolonizada de los derechos humanos: los 
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derechos de la ciudadanía universal, en sus cuatro dimensiones:  movilidad, dimensión básica 
para una vida digna (garantías sociales), ejercicio de la diferencia y dimensión política 
(garantías políticas) (Estévez, n.d., p. 35 y 36). 
Desde la perspectiva del representante de la Asociación Civil Venezuela, existe una 
diferencia entre lo enunciado en la Constitución con la Ley Orgánica Movilidad Humana, 
respecto al ser un “ciudadano universal”: 
Mira yo la comprendo como ciudadano universal es acogimiento sin diferencias, sin 
bloqueo, sin nudos que atravesar para poder estar en el país. La ciudadanía universal 
habla de que todos somos iguales por sobre todas las cosas tenemos los mismos 
derechos y deberes como cualquier otra ser nacional o extranjero o de otro país. Eso es 
lo que yo veo, la Constitución, yo lo entiendo así, dónde te pones a valer tu derecho 
como ser humano, más no como un extranjero o un ciudadano de otro país. Es aplicable, 
es lo que quieres decir tú no, que, si es aplicable realmente, no. (…) simplemente una 
norma contradice a la otra, la Ley Orgánica de Movilidad Humana contradice a la 
Constitución, una ley contra dice a la Constitución de Ecuador. Dónde se ha visto eso. 
No debería ser. (D. Regalado, entrevista, 27 de octubre, 2021) 
Existe, por otro lado, otra postura respecto a la noción de ciudadanía universal, siendo que 
es considerada un término contradictorio bajo el criterio tradicional de “ciudadanía”, que 
incluye a unos, pero excluye a otros: 
(…) la ciudadanía está siempre en relación a un Estado, a un Estado que considera como 
ciudadanos a un grupo de personas sea porque nacieron ahí o porque lo que sea. La 
ciudadanía siempre tiene un sentido de exclusión de quién es ciudadano y quién no es 
ciudadano, entonces para pensar una ciudadanía universal debería haber un Estado 
universal que eso no existe, que no se ha construido como tal. Hay esta contradicción 
por una parte tienes esta ciudadanía que tiene un sentido que es excluyente por otra 
parte tienes la idea de universalidad, abarcativa completamente. (J. Arcentales, 
entrevista, 04 de noviembre, 2020). 
Esto sería concluyente, si se considera a la ciudadanía como una institución inmodificable 
a lo largo del tiempo y espacios, a pesar que las dinámicas y las prácticas de los sujetos que 
excluye, como a las personas inmigrantes, generan fuertes tensiones para afectarla. Desde esa 
perspectiva resulta difícil plantear que existan otras alternativas de ciudadanía, siendo que es 
esa posibilidad la que permite pensar en una ciudadanía universal. 
Esta “ciudadanía universal” es planteada sin embargo por el estado ecuatoriano como un 
proyecto político y ético, y conforme las palabras del entrevistado, es el deber ser: “la 
ciudadanía universal tiene un fuerte sentido progresivo, es decir, no te está diciendo que ya 
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propugnamos ciudadanía universal, que ya hay ciudadanía universal, sino que es una apuesta 
del Estado Ecuatoriano para ir en esta dirección” (J. Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 
2020). 
Para la representante del Consejo de Protección de Derechos del DMQ, en resumen, esta 
noción es una categoría constitucional que implica ver a las personas más allá de su 
nacionalidad -ruptura de la relación ciudadanía y nacionalidad-, es recordar que los derechos 
son de todas las personas por ser humanos y estos “(…) deben ser recocidos y respetados aquí 
o en cualquier parte del mundo” (Verónica Moya, entrevista, 07 de noviembre, 2020). Sin 
embargo, posteriormente en el discurso se vuelve a vincular los derechos con el ser ecuatoriano, 
más que en la condición de humanidad: 
Los constituyentes trataron de hacer es incluir esa noción en nuestra Constitución era 
lograr que el Ecuador sea ese espacio donde cualquier ciudadano del mundo venga y el 
momento que venga acá pueda gozar de los mimos derechos que los ecuatorianos (…) 
y eso debía traducirse en unas leyes en unas normas que te favorezca, en propuestas de 
acceso a los bienes y a los servicios de la misma forma en que lo podría hacer un 
ecuatoriano, claro bajo ciertos procedimientos, ciertos reglamentos pero sin tantas 
trabas, sin tantas dificultades. (V. Moya, comunicación personal, 07 de noviembre, 
2020). 
Según la posición de la persona académica, hablar por tanto de la ciudadanía universal, es 
resaltar el valor de la persona como ser humano, más que como “ciudadano”: “(…) es como el 
sentido máximo de la igualdad y no discriminación (…) reconocer absolutamente a todas las 
personas minimizando al máximo cualquier tipo de trato diferenciado en función de la 
nacionalidad o (…)  de la condición migratoria (…)” (J. Arcentales, entrevista, 04 de 
noviembre, 2020). 
 Lo que pone además sobre la mesa un supuesto: los derechos son inherentes a las personas 
por el simple hecho de serlo, es decir sin ninguna condición, en el caso del “ciudadano”, es una 
categoría que sea ha enlazado profundamente a la condición de nacionalidad, por tanto, es 
excluyente y no brinda sus beneficios-condicionando derechos- a quien no la tiene; desde allí, 
el planteamiento de otra posibilidad de ciudadanía no conectada a la nacionalidad, un 
“ciudadano universal” permitiría a las personas en movilidad humana, sobre todo inmigrantes, 
gozar de los mismos derechos. 
Por otro lado, el término ciudadanía universal, en los discursos de los actores institucionales 
ha sido ampliamente usado el término sin darle contenido o reflexión, vaciando la categoría sin 
posibilidad de alcanzar la práctica de un nuevo contrato social: “ (…) sobre todo usado por el 
gobierno anterior y eso ha generado un vaciamiento (…) de este término, que en lugar más bien 
de ir apostando a esta construcción, más bien lo que ha hecho es usarlo y desgastarlo” (J. 
Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020). 
Los enunciados constitucionales de la ciudadanía universal son fácilmente versados en los 
discursos desde las instituciones quienes la representan, ahora la siguiente reflexión debe darse 
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sobre cómo estos han influido y han calado en el ejercicio de derechos, las prácticas y las 
subjetividades de quienes se ven inmersas en ella, bajo el estado ecuatoriano. 
Daniel Regalado (entrevista, 27 de octubre, 2020), representante de Asociación Civil 
Venezuela, integra en su discurso de manera plena el entendimiento de lo que implica el ser un 
ciudadano universal como un deber ser planteado ya por la Constitución, pero que no se traduce 
a otros cuerpos normativos relacionados y menos aún resulta aplicable en el sentido práctico al 
ejercicio de derechos. 
Según él, este ser ciudadano universal se traduce en: acogimiento sin diferencias, sin nudos 
críticos para cruzar el país, todas las personas son iguales en derechos y obligaciones sin 
importar la nacionalidad, prima el derecho como ser humano no como extranjero o ciudadano 
de otro país (D. Regalado, entrevista, 27 de octubre, 2020). 
De la misma forma, la representante del Consejo de Protección de Derechos del DMQ, la 
idea que “(…) como seres humanos tenemos los mismos derechos inherentes propios del ser 
humano (…)” debería estar impregnada en las leyes y normas que favorezcan vivir esa 
ciudadanía con la intencionalidad que fue propuesta, lo que no ha sucedido hasta el momento 
y por tanto “(…) tampoco ha habido un trabajo de vencer estas barreras de considerar a este 
otro como una persona que no es ciudadana que no tiene los mismos derechos, incluso a veces 
atenta con los derechos de los ecuatorianos” (Verónica Moya, entrevista, 07 de noviembre, 
2020). 
Entonces no está todavía en la cotidianidad, no se puede evidenciar este aporte de 
ciudadano universal todavía no se puede en nuestra sociedad, en nuestra ciudad (…), 
esta otra persona así tenga constitucionalmente el estatus de ciudadano todavía no es 
localmente visto como tal. Se sigue hablando del extranjero del colombiano, cubano, 
del haitiano etcétera y se lo sigue haciendo con una  diferenciación muy marcada, es 
este otro, este que no es de aquí, es este que no es parte de nosotros y es ese otro que 
muchas veces significa una amenaza para nosotros y por lo tanto hay que  neutralizarle, 
hay que  excluirle  y hay que incluso en ciertos momentos o de ciertas formas  agredirle 
creo que eso pasa porque no habido no se ha trabajado en políticas de educación 
ciudadana de concienciación. (Verónica Moya, entrevista, 07 de noviembre, 2020). 
En general la posibilidad de la ciudadanía universal tendría sus limitaciones al no lograr 
trasladar sus principios a otras normativas que regulan y gestionan la movilidad humana- y los 
derechos de los migrantes-, lo cual a su vez repercute que los discursos y las prácticas sigan 
siendo las mismas en la cotidianidad, no logra materializarse en el hacer. En definitiva, dicha 
postura plantea que el derecho constitucional a pesar de su formalidad no logra sobrepasar los 
límites y derrocar la relación hegemónica entre ciudadanía y nacionalidad. 
Para Diana Mesa (2020), desde su perspectiva la ciudadanía universal se entiende como:  
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(…) todos los que estamos en un lugar, no importa la nacionalidad, somos ciudadanos, 
(…) porque nosotros tenemos (…) como seres humanos que cuidar este espacio, este 
lugar, esa convivencia donde nos encontramos y la ciudadanía universal es eso, es 
donde yo esté, es respetar, querer apreciar, integrarme, trabajar y luchar por ese espacio 
donde yo estoy (…) sabes cuál es el problema que yo le veo a esa palabra de ciudadano, 
lo vemos, es por el lado político o de leyes o de reglas y no es así. Yo soy ciudadano 
donde estoy (…) (D. Mesa, entrevista, 11 de enero, 2021) 
En conclusión, la “Ciudadanía Universal” refleja el proyecto ético, técnico y político del 
estado ecuatoriano, que es tomado por algunas organizaciones, colectivos y asociaciones de 
migrantes como una bandera de lucha, los que a su vez dan cuenta que éste no ha logrado 
plasmarse en otras normativas como la Ley de la Movilidad Humana, y puede entenderse como 
un ideal que alcanzar o un “deber ser”. Menos aún puede evidenciarse en las prácticas del 
Estado, donde se mantiene una gestión fragmentaria de las migraciones por la confluencia entre 
modelos seguritistas y de derechos (Eguiguren, 2017), y se restan esfuerzos por ejecutar las 
políticas de acogida e integración/inclusión de las población inmigrante. 
 
Dimensión de la jerarquización de la ciudadanía 
Para el representante del Viceministerio de Movilidad Humana, las personas en movilidad 
humana deben respetar las reglas del país de acogida, recalcando que existen derechos, pero 
también obligaciones:  
Y hay que tener bien claro una cosa: Uno cuando está en otro país lo que tiene que hacer 
es respetar las reglas, uno tiene derechos, derechos a recibir, tiene derecho a la salud, 
tiene derecho al acceso a la educación pública, los niños, pero también se tiene 
obligaciones que a veces eso también nos pasa a muchos ecuatorianos, solo reclamamos 
los derechos, pero nunca nos acordamos que también tenemos la obligación de pagar 
impuestos, la obligación de respetar el derecho del otro y muchas cosas que son de 
convivencia básica sino la ley se hizo precisamente, para que no impere la ley del más 
fuerte. (L. Robayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
Desde esa perspectiva, no hay una posibilidad de un “nosotros”, ante el refuerzo de 
“otredades radicales”.  
Por otro lado, para L. Jaramillo de Alianza Internacional de Migrantes, “Ser ciudadano en 
este país es tener una cédula que te diga que es ecuatoriano”. La ciudadanía una persona la 
tiene porque nació en el Ecuador, por haber generado un vínculo como el matrimonio, por 
tiempo de permanencia o por nacionalización, “(…) yo creo que cada país ha hecho de acuerdo 
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a su conveniencia, ha puesto las leyes, ha puesto las normas para uno” (L. Jaramillo, entrevista, 
17 de diciembre, 2020). 
En ese sentido las posibilidades de ser un ciudadano, es a través de la nacionalización y 
otras alternativas establecidas para la regulación; vinculando de manera estrecha la ciudadanía 
con la nacionalidad. 
Manifiesta que sería ideal que todos seamos ciudadanos universales, ciudadanos del 
mundo, que no existieran límites y hubiese la posibilidad de transitar, de pasar libremente por 
trabajo, sin embargo, los límites ya fueron establecidos:  
(…) no tener fronteras poder pasar de Colombia a Ecuador sin ningún problema o irme 
a Europa sin ningún problema, es decir, sería otro mundo la ciudadanía universal pero 
desgraciadamente pues desde hace muchos años pues ya pusieron límite o sea esta parte 
de acá esta parte corresponde al Ecuador esta parte corresponde a Colombia (…). 
(Luzmila, 2020) (L. Jaramillo, entrevista, 17 de diciembre, 2020) 
Sobre los colombianos hay muchos que tienen su estatus de refugiados, pero no tienen 
acceso a muchos derechos que puestamente deberían tener, muchos continúan siendo 
trabajadores informales─ trabajadores inmigrantes indocumentados─.  Hay colombianos y 
venezolanos a pesar de tener educación, de la misma forma, y no pueden ejercer sus 
profesiones. Es de esta manera que, para Luzmila la ciudadanía sigue siendo la única 
posibilidad de gozar de derechos (L. Jaramillo, entrevista, 17 de diciembre, 2020). 
Sobre las formas de contar con ciudadanía ecuatoriana se plantea la “naturalización” como 
una manera de acceder a ella: “(…) es el método adecuado para poder tu generar una ciudadanía 
ecuatoriana siendo extranjero” (D. Regalado, entrevista, 27 de octubre, 2020). Postura 
defendida por el representante del Viceministerio de Movilidad Humana: 
(…) el tema de la naturalización es un tema sumamente importante porque se le está 
entregando la ciudadanía ecuatoriana a un extranjero que ha cumplido ciertos requisitos 
dentro de la Ley de Movilidad Humana, el Ecuador no discrimina la persona que ha 
cumplido los requisitos, se le entrega la nacionalidad tampoco es que estamos 
incentivando, vea hágase ecuatoriano, tiene que nacer del extranjero que se siente con 
las suficientes raíces o quiere establecerse en el Ecuador (…) porque para 
nacionalizarse debe haber una relación especial con el país  que le acogido a uno (…). 
(L. Robayo, entrevista, 22 de diciembre, 2020) 
Contemplado al inmigrante en situación irregular las posibilidades de considerarlo un 
ciudadano en el país de acogida resulta difícil, dando a entender que no una persona irregular 
no puede ser ciudadana: 
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Realmente en este momento según las leyes, una persona -irregular- no es ciudadana es 
simplemente un migrante, extranjero, irregular, no es ciudadano a pesar de que la 
Constitución te dice que toda persona que esté dentro del país será considerada como 
ciudadano universal, no es tratado como tal. Es perseguido, es multado, es limitado a 
cualquier tipo de acción en pro de su desarrollo dentro del país. (D. Regalado, 
entrevista, 27 de octubre, 2020) 
Por otro lado, en D. Mesa, a pesar de que sus vivencias reflejan una lucha por lograr su 
regularización -aunque no la deseada, existe en ella una postura de ser ciudadano que sin lugar 
a duda destaca, para ella ésta no es un papel ni una nacionalidad, es estar en un lugar y “hacer 
algo por el lugar donde estoy “: 
La ciudadanía no solo es un documento que me dice que soy, no, hay que mirarlo como 
ser humano, que yo donde estoy, soy ciudadano del mundo por eso, yo digo que 
cogieron esto, Soy ciudadano del mundo donde yo voy hago ciudadanía, hago un 
trabajo por el espacio, por el lugar, por mí, por todo lo que me rodea. Ese sería mi 
concepto con respecto a esa frase ciudadano del mundo. (D. Mesa, entrevista, 11 de 
enero, 2021) 
Su ser ciudadano, su participar en el lugar donde está y hacer ciudadanía, estaría increpando 
el vínculo hegemónico entre ciudadanía y nacionalidad. 
Escuela de Ciudadanía basada en la diversidad, la interculturalidad, reconciliación y 
cultura de paz  
De forma común se escucha que las organizaciones que trabajan para las personas en 
movilidad humana brindan asistencias de diferente índole y realizan diversas acciones en el 
pro de la integración de la población migrante en los lugares de acogida. Siendo que algunas 
de ellas, dan relevancia a la participación de inmigrantes y solo unas pocas de la posibilidad de 
ejercer la ciudadanía. 
El Servicio Jesuita a Refugiados en Ecuador, es una de las organizaciones con mayor 
reconocimiento y que cuenta con una línea de participación y ciudadanía, a través de su línea 
de incidencia política y la Escuela de Ciudadanía- Movilidad Humana y ejercicio de derechos 
como un espacio de educación no formal.  
Se consolida en el 2007, cuando a través de las organizaciones de base se observa que no 
es suficiente el liderazgo natural que migrantes y refugiados ponían de manifiesto al sacar 
adelante sus iniciativas asociativas, y se requiere desarrollar un proceso de formación para el 
conocimiento y ejercicio de derechos, sobre elementos del contexto de acogida, las dinámicas 
institucionales del Estado en cuanto a leyes, participación, economía popular y solidaria, entre 
otros aspectos, y, favorecer el fortalecimiento organizacional tomando como base sus 
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necesidades y procesos (Burbano et al., 2019, p. 261 y 262). Evidencia el vínculo estrecho entre 
la participación y el ejercicio de la ciudadanía. 
La Escuela de Ciudadanía considera en su metodología: el paradigma pedagógico ignaciano 
con los elementos de contexto, experiencia, reflexión, acción y evaluación; la metodología 
experimental de Kolb sobre el aprendizaje solo posee valor y logra ser aprendido cuando es 
llevado a la práctica vivencial; y, la educación popular, que concibe la educación como un 
proceso participativo y transformador, y el desarrollo de estrategias, destrezas y métodos 
necesarios para que las personas y grupos desarrollen una participación orientada a la 
transformación de su realidad (Burbano et al., 2019, pp. 262–264). 
Cabe resaltar que la Escuela de Ciudadanía siempre ha tenido una mirada amplia respecto 
a la movilidad humana. Por ello, han hecho parte de la Escuela refugiados, migrantes 
internacionales —regulares e irregulares— y migrantes internos, especialmente pertenecientes 
a co- munidades afroecuatorianas. Todos ellos comparten la tarea común de construir 
ciudadanía desde el contexto de acogida. En este sentido, las personas en situación de refugio 
no se ven como individuos externos, sino como actores de ciudadanía participativa e 
incluyente, que va más allá de su lugar de nacimiento y estatus migratorio (Burbano et al., 
2019, p. 262). 
Esta propuesta asume  importantes retos para: resaltar la conciencia individual y colectiva 
del ejercicio y exigibilidad de deberes y derechos, crear conciencia de los contextos y fomentar 
el análisis crítico, fortalecer el tejidos social existente y conseguir que las temáticas de 
migración y refugio se asuman en espacios organizados públicos y privados, y , que la 
población se reconozca como sujetos de derechos, construyan alianzas interinstitucionales y 
que los protagonistas sean las organizaciones de base y las redes de refugiados, migrantes y 
desplazados (Burbano et al., 2019, p. 262). 
Acciones como estás generan aprendizajes y experiencias significativas en la población 
colombiana y venezolana que participa, vinculado el ejercicio de la ciudadanía a nociones 
como la diversidad, la interculturalidad, reconciliación y cultura de paz. 
Conforme refieren los participantes de la Escuela en el año 2020, este es un espacio en el 
cual se habla de lo pluricultural e intercultural así como de la diversidad, se reconoce que hay 
diferentes formas de pensar, que permite aprender de los demás,” comprender saberes de los 
demás”, “saber a convivir”, “desaprender también de partes de nuestras culturas que no nos 
benefician” (JRS Ecuador, 2020a)  
Al mismo tiempo que facilita que la población en movilidad humana elabora sucesos 
dolorosos (heridas), las violencias realizadas y las recibidas en el marco de sus historias de 
migración (SJR Ecuador, 2020a). Realizan aprendizajes respecto al reconocimiento que los 
derechos son inherentes a las personas, el análisis que sí existen vulneraciones de derechos, 
qué hacer ante eso y a quién acudir y la posibilidad de ejercer y reclamar esos derechos 
“siempre se lo hace de una manera colectiva”. (SJR Ecuador, 2020b).  
Finalmente, la posibilidad de la construcción de los planes de vida, según la facilitadora 
implica:  
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(…) aprender a ver lo que tenemos, lo que somos, de dónde partimos, entrenar la mirada 
sobre lo que existe, es una mirada que nos impulsa, que nos da fuerza, da seguridad 
(…) aprender a observar nuestra vida, nuestros propios caminos y hacernos cargo de 
ellos (…) ” (SJR Ecuador, 2020c). 
Dicho de otra forma, el SJR contempla las múltiples dimensiones (social, colectiva, 
personal) inmersas en los procesos de inclusión e integración, en una propuesta para favorecer 
el ejercicio de derechos y de la ciudadanía como tal de las personas en movilidad humana 
(refugiadas e inmigrantes).  
Esfuerzos como estos han sido parte de la trayectoria de la organización, siendo que otra 
buena práctica fue la Escuela de Español para la población haitiana, cuando se consideró su 
migración -en tránsito y para asentarse- como económica y voluntaria, en lugar de forzada. Ello 
con el fin de generar espacios de socialización y conocer de cerca su situación individual, las 
necesidades en cuanto a la regulación migratoria, vivienda, educación y trabajo; al mismo 
tiempo que se convirtió en un espacio para facilitar alimentación y recursos para alojamiento, 
y disminuir los riesgos de precariedad en el trabajo y de abuso laboral (Burbano et al., 2019, 
pp. 256–261). 
La integración- inclusión de las personas en movilidad humana en la sociedad ecuatoriana 
y quiteña 
Se afirma desde los actores que la movilidad humana tiene un impacto positivo, más allá 
que se lo reconozca de esa manera, pero al referirse a la Integración- Inclusión de la 
población inmigrante, se presentan diversas tensiones. 
María (entrevista, 17 de diciembre, 2020) de Alianza Integral de Migrantes, manifestó que 
en el Ecuador no existe una política de acogida y de integración al inmigrante, para lo cual es 
fundamental tener los papeles en regla. Desde su opinión, el Estado no solo no ha brindado 
dichas políticas, sino que también fomenta la discriminación: 
(…) al contrario ha habido como últimamente una criminalización, es decir, el 
inmigrante es identificado con el delito, la delincuencia con los asesinatos, con la 
vaguería, es decir, todas estas cosas se están queriendo echar sobre los inmigrantes, 
creando como un clima  de discriminación, de xenofobia, de racismos eso por  parte del 
Estado y que ha tenido mucho eco en los medios de comunicación que son la caja que 
hace resonancia a todas estas cosas, que van creando  en la población este consenso. (L. 
Jaramillo, entrevista, 17 de diciembre, 2020)  
Vincular de manera directa la inmigración con criminalidad y otras características negativas 
para construir un “otro problemático” da cuenta de una diferenciación, una exclusión radical. 
La persona migrada, es con quien se debe actuar para evitar una desviación de los marcos 
aceptados como normales (Montenegro Martínez et al., 2011, p. 9). 
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En el caso de la población refugiada, conforme María C. Mendoza, algunas personas “(…) 
se han concienciado y saben que es una persona refugiada”, pero otras personas mantienen los 
prototipos del ser colombiana/o que se evidencian en varios contextos: “(…) hay mucha gente 
que sigue cerrada. El problema del prototipo de que como somos colombianos piensa que uno 
tiene la “P”- refiriéndose a “puta”- en la frente y si son hombres piensan que son los 
narcotraficantes, mafiosos, sicarios” (Entrevista, 12 de diciembre, 2020). 
La comunidad acogiente sin lugar a duda parece no percibirse como corresponsables de la 
integración de las personas en movilidad humana, por tanto, no se la facilita, al menos de forma 
intencional. Quizás tenga que ver con lo ya manifestado por Luz M., el estado ecuatoriano 
trabajo sobre el control de fronteras, empero no sobre la implementación de políticas de acogida 
y de integración. 
Por otro lado, Daniel Regalado, manifiesta que encontró “apertura de los nacionales” para 
establecerse e integrarse, al haber llegado desde Venezuela muchos años antes de las olas 
migratorias y con condiciones favorables a nivel de documentación y trabajo, cuando la 
presencia de “(…) un venezolano o una venezolana aquí era poco común y por ende eso generó 
una apertura (…) en muchos ambientes, tanto social, como en lo económico, en lo profesional, 
en lo cultural, en lo gastronómico y eso me abrió muchas puertas” (Entrevista, 27 de octubre, 
2020). 
En la actualidad evidencia un rechazo completo y la ausencia de un contexto social 
inclusivo:  
(…) un rechazo donde no hay manera de comunicarse de una forma respetuosa (…) y 
eso es preocupante cuando la población de acogida tiene resentimientos creados por 
situaciones muy aisladas y resentimientos por situaciones propias del país y trata de 
buscar una salida o una respuesta a por qué está sucediendo eso es increíble que lo 
tomen por el lado de la migración. (Entrevista, 27 de octubre, 2020) 
Para Diana el hacer un trabajo incluyente con la comunidad, implica que la población local 
conozca el por qué se dan las situaciones de movilidad, “los hechos reales”. Es importante 
saber lo que se comunica, se elige informar sobre lo malo motivando la xenofobia y no lo bueno 
que hacen las personas que se encuentran movilidad humana (“mira hay un venezolano que 
tiene un negocio y dio empleo a 2, 3 ecuatorianos”. 
 Lo que pone en jaque el trabajo avanzado, desde su percepeción son las olas migratorias 
nuevas, personas de otras nacionalidades que nuevamente se debe trabajar para que se acepte.  
Sí existe una política de integración tanto a nivel nacional como local sin embargo resulta 
imperceptible para las personas inmigrantes. 
Por ejemplo, a nivel de ciudad, en el Artículo 11.5.140., literal a, del Código Municipal 
para el DMQ, se proclama el principio de “No discriminación, inclusión e integración social”: 
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Los programas, proyectos y acciones elaboradas y ejecutadas en el marco del Plan 
Distrital de la Movilidad Humana, se diseñarán tomando en cuenta diferentes enfoques, 
que contribuyan a la construcción de relaciones sociales armónicas, participativas, 
solidarias, sinérgicas en el espacio local, generación efectiva de espacios de 
convivencia, y la sensibilización y formación ciudadana en torno a la movilidad 
humana. (Código Municipal Para El Distrito Metropolitano de Quito, 2019, p. 383) 
Y a nivel de ejes de acción, en el Artículo 11.5.14, literal c, se establece la generación e 
implementación de mecanismos (inclusive accione afirmativas) y políticas para la inclusión e 
integración social y el goce de los derechos, el acceso a servicios en el DMQ, sin distinción 
alguna por condición migratoria, incluida la condición de refugiado o en necesidad de 
protección.  
Dimensión de condición de pertenencia 
El sentido de comunidad actúa como elemento cohesionador y potenciador de la acción en 
común, uno de sus componentes es la “filiación”, entendida como un “sentimiento de 
pertenencia al grupo” que tiene que ver con aspectos como:  
• La seguridad emocional, que se refiere a la integración de los vínculos afectivos sin 
obstáculos, posibilitando el sentimiento de contar con las otras personas que pertenecen a 
una comunidad concreta.  
• La pertenencia e identificación, que es el sentimiento de saberse parte de la comunidad; 
lo cual, a su vez, conforma un sentimiento de identidad al interior del grupo.  
• La inversión personal, que se refiere a los aportes materiales y no materiales que dan las 
personas a la comunidad. En este sentido, los valores de solidaridad dentro de la comunidad 
son imprescindibles para conformar el sentimiento de comunidad.  
• El sistema de símbolos compartidos, que consiste en elementos tales como el lenguaje 
compartido (palabras, chistes, referencias a experiencias vividas en conjunto); así como 
objetos o lugares (como por ejemplo equipos, figuras o espacios de la comunidad) que 
tienen una especial significación para las personas. (García, Giuliani y Wiesenfeld (1994), 
En Montenegro M., 2004, p. 22) 
Respecto al desarrollo de la pertenencia, en las personas migrantes, ésta se menciona que 
tiene relación con el tiempo de permanencia.  Se discute además una diferencia entre 
pertenencia nacional y cultural (pero no desde una cultura homogénea sino una alteridad 
cultural). 
Para L. Jaramillo de Alianza Integral de Migrantes, lo que hace que sientas que perteneces 
a un lugar es el tiempo. El lugar donde trabajar, te desenvuelves y donde tienes a tus seres 
queridos, “se siente como que eso es tuyo, ese pedazo es tuyo, esa identidad es tuya, tú la 
acoges como que fuera tuyo” (L. Jaramillo, comunicación personal, 17 de diciembre, 2020). 
Yassmina por su lado, bajo su experiencia como migrante, plantea que no pertenece a un 
solo lugar -el de origen-, perteneces a “donde la vida te lleve”. 
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Por otro lado, es evidente la posibilidad de un sentido de pertenencia, desde una identidad 
donde confluyen y se encuentran las culturas.  
Como lo manifiesta Diana Mesa (2020) al sentirse una “ecuatoriana postiza”: 
Yo quiero mucho al Ecuador porque me ha brindado muchas cosas pero no pierdo mi 
identidad colombiana, yo me identifico con las costumbres de mi país, yo quiero a mi 
país, Y me considero una ecuatoriana postiza así, pero queriendo que el país salga 
adelante y luchando por eso porque yo también en mi condición de migrante  y como 
residente ecuatoriana lucho porque el país salga adelante, hago las cosas bien en 
beneficio del país, en realidad porque yo vivo acá, entonces me duele y lucho por las 
cosas del Ecuador también. (D. Mesa, entrevista, 11 de enero, 2021) 
Para el representante de la Asociación Civil Venezuela, pone de manifiesto la experiencia 
de la ciudadanía desde la pertenencia y su sentido de identidad como venezolano- ecuatoriano: 
(…)  si tú me escuchas hablar, yo no hablo como quiteño, no hablo como ecuatoriano, 
utilizó frases, utilizó modismos, pero no pierdo mi identidad venezolana, 
completamente. Ósea no, no la pierdo. En ese sentido no es porque esté luchando a no 
perderla sino porque sé de dónde vengo (…). Entonces el hecho de que yo me sienta 
quiteño me sienta ecuatoriano, me sienta parte de este país y parte de este proceso 
evolutivo como país. No pierdo mis raíces, porque siempre las tengo vivas y latiendo 
sobre mí pero al igual en todo me siento tan orgulloso de ser un venezolano – 
ecuatoriano (…) quiero mi patria de  nacimiento pero  también quiero mi patria  
adoptada (…) no sé cómo explicarlo porque es una dualidad muy fuerte cuando yo estoy 
reunido porque tengo muchas amistades  ecuatorianas, yo me siento tan parte de ellos, 
que cuando estamos hablando de temas ecuatorianos, culturales, gastronómicos, yo me 
identifico tanto y lo disfruto tanto y me río y no sé, lo conversó tan naturalmente, a 
veces siento  como que me desdoblo y no estoy pensando en  Venezuela sino en Ecuador  
pero es una dualidad muy fuerte  yo no podría explicarte ni siquiera con un libro que  
siento yo siendo venezolano estando en Ecuador (…) (D. Regalado, entrevista, 27 de 
octubre, 2020) 
Plantea la posibilidad de un sentido de pertenencia tanto al país de origen como el de 
acogida, y una identidad conformada en dicha mixtura. 
Yo no me marco, ni me tildo como extranjero. Yo me tildo como un venezolano 
queriendo a Ecuador.  Porque mi nacionalidad no es extranjera, mi nacionalidad es 
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venezolana. Yo le doy nombre y apellido por eso la asociación se llama Venezuela en 
Ecuador, no venezolanos en Ecuador, hay un sentido de pertenencia como país de 
nacimiento y como país de crecimiento. Cuando hablo de nacimiento es Venezuela y 
cuando es de crecimiento porque me he formado en muchas áreas también aquí y me 
he establecido tranquilamente Ecuador (Daniel Regalado, entrevista, 27 de octubre, 
2020) 
Se puede decir que los sujetos políticos migrantes tienen un vínculo político activo tanto 
con su comunidad de origen como con la comunidad política de acogida: “Su posición política 
es potente en la medida que se mantienen entre dos comunidades, concibiendo su pertenencia 
en términos interculturales y asumiendo procesos identitarios marcados por la escisión y la 
disociación” (Penchaszadeh & Courtis, 2016, p. 161). 
Dimensión sobre otras posibilidades de ciudadanía 
Javier Arcentales pone de relieve al “cosmopolitismo” como una invitación a pensar en 
“sociedades interculturales”: 
El cosmopolitismo lo que te invita es a mirar sociedades interculturales, creo que ahí 
va el principio de interculturalidad de la Constitución un inter relacionamiento en 
términos de igualdad en las diferentes culturas que conviven en una sociedad y con eso 
estoy hablando desde una perspectiva  más amplia, de las culturas indígenas, 
afrodescendientes, montubias, las culturas urbanas,  culturas de los migrantes todas esas 
formas integradas bajo en la sociedad y bajo un paraguas de un Estado que tiene una 
constitución que te garantiza derechos. (Javier Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 
2020) 
Los actores desde sus vivencias, saberes y prácticas autonomías (para migrar, para 
participar, para ser ciudadano) ofrecen otras posibilidades de ciudadanía (ciudadanías otras), 
increpando a la noción moderna de la misma, tan estrechamente vinculada a la nacionalidad. 
Dando cabida a generar cambios en la “ciudadanía” desde actores con agencia política, que la 
desnacionalizan o la plurinacionalizan, desde sus lógicas de integración/inclusión y sus 
diversos sentidos de pertenencia. Una posibilidad que según Sassen es posible puesto que la 
“ciudadanía” no es estática (Sassen, 2016). 
Por otro lado, también es fundamental poner en evidencia una postura, que se manifiesta 
en los discursos de algunos actores y en otros, está latente, con la cual se determina que el valor 
de la persona no está por revestirse de ciudadano, sino por ser precisamente persona: 
Creo que esa es la apuesta, y que existe, para mí el término ciudadanía o cuando dicen 
ciudadano me rechina un poco porque lo ubico desde ahí, o sea, desde que a la persona 
se le reviste una coraza llamada ciudadanía y esa coraza no es necesaria. El 
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reconocimiento de persona tiene que ser por ser persona, más bien no dar a todos esta 
coraza de ciudadanía sino quitarles a todos la coraza de ciudadanía y generar una forma 
de protección y de reconocimiento de derechos a todas las personas considerando sus 
diferencias. 
(Javier Arcentales, entrevista, 04 de noviembre, 2020) 
Planteando que los derechos son inherentes a los seres humanos sin importar su 
nacionalidad-ciudadanía, y por tanto no pueden ser condicionados, limitados o reducidos a un 
“ser ciudadano”. 
Estévez (n.d.) plantea una “ciudadanía universal” que va más allá de la ciudadanía 
transnacional, la postnacional, la idea de denizen y la ciudadanía global o cosmopolita, es un 
esfuerzo de descolonización epistemológica que implica partir de una visión no liberal de los 
derechos humanos, “desde una visión de justicia global”. Se basa en el enunciado del 
cosmopolitismo: “el derecho a la movilidad”, el cual se ancla a la membresía. 
Resumen 
La ciudadanía en términos generales puede ser entendía con un vínculo político y jurídico 
entre un individuo y una organización estatal (Dávalos, 2008). Para el estado ecuatoriano, 
conforme la normativa expuesta, se reconoce como ecuatoriana y ecuatoriano a quien tenga 
nacionalidad ecuatoriana, por nacimiento o por naturalización; sin embargo, también señala 
que esto será contemplando la coexistencia de nacionalidades indígenas, por lo cual se 
autodetermina como un estado plurinacional e intercultural. De la misma forma, en el apartado 
en la CRE determina la ciudadanía se menciona que, en el territorio ecuatoriano, las personas 
extranjeras tendrán los mismos derechos y deberes que la población ecuatoriana (Asamblea 
Nacional, 2008). 
Sobre esto último, yendo mucho más allá, la CRE enuncia la Ciudadanía Universal como 
una posibilidad de ciudadanía cosmopolita, que para Dávalos (2008) implica una equiparación 
total entre personas de distintas nacionalidades, la creación de una comunidad global donde no 
hay fronteras y se eliminan los requisitos para la movilidad humana, sin reemplazar la 
nacionalidad de cada persona. 
Al momento que se revisan los derechos políticos atribuidos solo a los ciudadanos del 
Ecuador, el ordenamiento reconoce limitaciones o ampliaciones a las personas inmigrantes 
para contar con esos derechos. Cuando los derechos fundamentales y su universalidad deben 
ser desvinculados de la ciudadanía como una comunidad estatal determinada (Ferrajoli, 2004). 
Lo que termina develando la permanencia de la relación entre ciudadanía y nacionalidad. 
Desde allí se justifica un trato diferencial a las personas extranjeras a nivel jurídico y en el 
mismo ejercicio de los derechos, que resulta discriminatorio y xenófobo por parte de los 
ciudadanos nacionales en relación con los que en definitiva terminan catalogándose como no 
ciudadanos (Valle Franco, 2009).  
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Para las personas participantes en la investigación, la ciudadanía universal constituye un 
deber ser, es decir hacia donde ir, inclusive un proyecto político aún en construcción; por tanto, 
no está presente en la cotidianidad y no se practica una “ciudadanía universal” entendida 
esencialmente como una libre movilidad, la eliminación progresiva de la condición de 
extranjero, la igualdad entre derechos y obligaciones, entre los enunciados más relevantes. 
Empero, las personas inmigrantes, y aún más las que se encuentran en condiciones de 
irregularidad (sin documentos), viven en lo concreto, las consecuencias tangibles de las 
limitaciones y delimitaciones para el ejercicio de sus derechos. Las alternativas de 
regularización para obtener una u otra categoría migratoria van jerarquizando ese ejercicio de 
derechos. 
Por otro lado, conforme las prácticas manifestadas de los colectivos inmigrantes 
colombianos y venezolanos, emerge desde las personas migrantes internacionales, con sus 
sentidos de pertenencia, sus modos de integración/inclusión, sus convivencias interculturales, 
su autonomía política y su autonomía en sus movilidades, el ejercicio de una ciudadanía (la 
exigibilidad de una ciudadanía) que reclama como derecho la libre movilidad, así como otros 
derechos de la “ciudadanía universal” que el Estado nombra pero que no lograr llevar a los 
hechos, por lo contrario, los condiciona. Desde allí, la participación social y política de las 





La presente investigación sobre la participación social y política en los inmigrantes de 
nacionalidad colombiana y venezolana en el DMQ en relación con la práctica de la ciudadanía 
se basó por un lado en la revisión documental de normativas nacionales y locales para 
determinar lo enunciado y determinado por el estado ecuatoriano respecto a la movilidad 
humana, la participación y la ciudadanía, y por otro lado, en las prácticas al respecto por parte 
de los actores mismo, es decir, las personas inmigrantes. Dando como resultado, divergencias 
entre lo que surge desde lo jurídico (lo legal) y lo que emerge desde la cotidianidad (la práctica), 
generando una tensión entre lo establecido en la norma y la subjetividad de los protagonistas. 
En general, se puede evidenciar como las prácticas de las personas en movilidad humana 
al parecer increpan el vínculo hegemónico entre ciudadanía y nacionalidad, y el ejercicio de su 
participación es una clara evidencia. 
El estado ecuatoriano gestiona las migraciones desde diferentes enfoques, desde el cuadre 
normativo e institucional la movilidad humana es entendida por un lado como un derecho, una 
condición, una vulnerabilidad, y por otro, como una situación a ser regulada y controlada bajo 
las premisas de la defensa de la soberanía y la prevención de las migraciones riesgosas. 
Los principios y enunciados establecidos en la Constitución de la República del Ecuador 
en cuanto a la movilidad humana, la participación y la ciudadanía universal, no son traslados a 
la normativa específica.  
Desde las voces y prácticas de las personas migrantes o migradas, se devela la migración 
como un fenómeno que interpela la estructura nacional de los órdenes políticos, quienes 
intentan ejercer su control y regularización. Considerando el enfoque de la autonomía de las 
migraciones, a pesar de este intento de control y regularización, la movilidad humana sucede. 
Conforme la normativa vigente, la participación es entendida como un derecho y la 
participación ciudadana como un poder, empero al tratarse de las personas en movilidad 
humana en condición de inmigrantes, la misma a nivel legal se encuentra limitada al no ser 
nacionales y, por otro lado, se encuentra condicionada a la condición migratoria de regularidad-
irregularidad. 
Existen espacios formales, de carácter institucional para tratar sobre la movilidad humana 
y en los cuales pueden participar personas de movilidad humana representantes de 
organizaciones y asociaciones. Se resalta el Consejo Consultivo del Concejo de Protección de 
Derechos, como uno de los espacios con mayor inclusión según algunos sujetos-actores; para 
otros, es un espacio desconocido. Empero no dejan de ser espacios de carácter consultivo, por 
tanto, no vinculantes al momento de construir, replantear o implementar la política pública. 
Si bien se mencionan en repetidas ocasiones desde las voces de los actores que la 
participación social es política, la participación social en lo concreto es la permitida para los 
migrantes internacionales, siendo que, para conquistar la participación política plena, ésta 
puede ser viabilizada bajo ciertas condiciones como la naturalización o la regularización 
pertinente. 
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La ciudadanía es vivida de forma fáctica, fundamentalmente en una de sus dimensiones: la 
participación. Existen diferentes niveles de organización y formalidad en las asociaciones y 
colectivos actores de la investigación. Para las personas de nacionalidad venezolana sus 
discursos están centrados en el fomento de la inclusión, la promoción de los derechos. Desde 
las personas de nacionalidad colombiana, éstos se encuentran enmarcados en la reivindicación 
de derechos en el contexto del desplazamiento forzado y del refugio. 
Los actores involucrados manifiestan varias líneas de participación. A nivel político no se 
ejerce el derecho a votar o ser votado, solo bajo ciertas condiciones de regularización y por 
supuesto, con la naturalización a través de la cual las personas migrantes internacionales llegan 
a “ser ecuatorianas”. En lo que coinciden, es la posibilidad de generar “incidencia”, 
participando en espacios formales en unos pocos casos, o bien a través de los discursos y 
prácticas de sus organizaciones: pronunciamientos, manifiestos, comunicados. 
Se menciona por otro lado que para las personas inmigrantes la “protesta social” se 
encuentra prohibida con so pena de recibir sanciones siendo la más radical, la deportación.  
También, desde un plano comunitario y cotidiano, emanan prácticas de organización 
destinados a favorecer la convivencia a través de actividades sociales, recreativas y culturales, 
cuyo común denominador es la integración, la inclusión y el apoyo mutuo, pero además 
reflexionar, organizar acciones y provocar transformaciones tanto en lo que se percibe como 
problemático como en los contextos donde habitan y se moviliza su accionar (redes, extensión 
internacional de las organizaciones). 
Desde esa perspectiva, las prácticas de movilidad, participación e integración increpan la 
visión hegemónica de ciudadanía que ubican a los migrantes internacionales -
fundamentalmente indocumentadas- en la periferia, a pesar que demuestran estar en el centro 
mismo, pero además generan tensiones para producir en ella transformaciones de manera 
progresiva. Allí, es donde se piensan otras formas alternativas de ciudadanía, en la cual las 
movilidades con sus diferentes dinámicas tienen otro lugar. 
El Estado a través de la Constitución de la República del Ecuador realza la interculturalidad, 
la valoración de la diversidad, como uno de sus fundamentos medulares.  Además, nombra a 
la ciudadanía universal pero no actúa conforme lo nominado, sin embargo, las personas 
migrantes efectivizan en sus prácticas, lo que el Estado no alcanza. 
A raíz del análisis sobre si se ejerce o no por parte de las personas inmigrantes la 
ciudadanía universal, desde la evidencia en sus prácticas surgen posibilidades de una 
ciudadanía sin vínculo con la nacionalidad o bien una ciudadanía desde la multinacionalidad; 
así como la posibilidad de mantener una ciudadanía nacional pero que simultáneamente 
reconoce el “derecho a la movilidad”. 
Los actores pusieron sobre la mesa si la ciudadanía universal es una propuesta de 
ciudadanía pluricultural e inclusiva, cuestionando si logra ésta increpar el vínculo entre 
ciudadanía y nacionalidad y vincular la ciudadanía y la residencia. Siendo que la residencia se 
vincula con el desarrollo de un sentido de pertenencia, que va construyendo un Nosotros Plural. 
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Entender la pertenencia en término interculturales, abre las puertas a plantear la práctica 
de una ciudadanía alternativa, una que permite un nuevo contrato social y político; donde cabe 
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